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El sistema de seguridad y defensa del hemisferio americano 




Los asuntos sobre seguridad regional como materia de interés de los Estados en el continente 
americano han estado presentes desde inicios del siglo XX, y los consensos adquiridos por 
parte de estos países sobre la materia fueron materializándose a finales de la primera mitad 
del mismo siglo mediante dos instrumentos. 
 
Estos fueron el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca, firmado el 2 de septiembre 
de 1947 durante la Conferencia Interamericana para el Mantenimiento de la Paz y la 
Seguridad del Continente en Río de Janeiro, y en el Tratado Americano de Soluciones 
Pacíficas, suscrito el 30 de abril de 1948 en Bogotá durante la Novena Conferencia 
Panamericana.    
 
Durante el contexto histórico en el cual surgen estos dos instrumentos, la noción de amenaza 
está centrada especialmente en los factores de carácter externo, es decir, aquellas amenazas 
provenientes de actores estatales ajenos a la región y que afectan directamente a la seguridad 
de los Estados americanos.  
 
En términos del mismo Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca, el fin es “asegurar 
la paz por todos los medios posibles, proveer ayuda recíproca efectiva para hacer frente a los 
ataques armados contra cualquier Estado Americano y conjurar las amenazas de agresión 
contra cualquiera de ellos” (Organización de Estados Americanos, 1947).   
 
En la actualidad es posible identificar una tendencia de un gran número de Estados del 
continente, principalmente los latinoamericanos, dirigida a privilegiar otros mecanismos de 
seguridad cooperativa -principalmente subregionales- en oposición al sistema interamericano 




En este sentido, pueden citarse ejemplos como la Unión de Naciones Suramericanas y el 
Consejo de Defensa Suramericano, al igual que mecanismos propios de resolución de 
controversias al interior del Mercado Común del Sur; ejemplos que adquieren fuerza a la par 
que instrumentos como el TIAR se debilitan (en la última década, seis Estados americanos 
han denunciado este instrumento, cuatro de ellos en los últimos tres años).    
 
Teniendo en cuenta el anterior contexto, es evidente la existencia de un proceso de 
transformación en la seguridad hemisférica y la forma en que los Estados americanos se 
aproximan a ella, modificando el tradicional sistema de seguridad colectiva interamericano 
para privilegiar mecanismos de carácter subregional, especialmente en los primeros 15 años 
del siglo XXI.  
 
Sin embargo, vale la pena preguntarse lo siguiente: ¿ha significado este proceso de 
transformación en la seguridad hemisférica un cambio con respecto a la aproximación 
tradicional -sustentada en el TIAR y el Pacto de Bogotá- y el alcance de ésta?  
 
La hipótesis presentada en la presente investigación se dirige a indicar que el sistema 
interamericano de seguridad y defensa -compuesto tradicionalmente por instrumentos como 
el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca y el Tratado Americano de Soluciones 
Pacíficas- está siendo suplantado por una arquitectura de seguridad flexible compuesta por I) 
un nuevo enfoque en la aproximación a los conceptos de seguridad y de amenazas; II) la 
utilización de mecanismos ad hoc para la resolución de controversias; y III) la aparición de 
sistemas de seguridad subregionales.  
 
No obstante, esta suplantación no ha representado un cambio en el alcance de la seguridad 
hemisférica, toda vez que los nuevos sistemas subregionales pueden caracterizarse como 
complejos de seguridad -similares al sistema tradicional- que distan de convertirse en 
comunidades de seguridad y de esta forma volverse mecanismos con la capacidad de resolver 




El resultado de esta investigación será un aporte al cuerpo disciplinar en torno a los estudios 
de seguridad regional, los cuales han adquirido una mayor relevancia en las Relaciones 
Internacionales en los últimos años, al concebir con mayor aceptación una estructura del 
sistema internacional de carácter multipolar en el cual las regiones adquieren un rol 
importante, sin desconocer su composición estatal.  
 
Por otra parte, esta investigación también resulta relevante como herramienta para 
aproximarse a la naturaleza cambiante del concepto de seguridad, especialmente en el caso 
latinoamericano, que tradicionalmente se ha concebido como ejemplo de “zona de paz”. Para 
entender a qué tipo de paz se hace referencia, es necesario comprender qué tipo de amenazas 
existen en la zona estudiada; amenazas que serán investigadas en el presente trabajo.  
 
Igualmente, ya sea por medio de la comprobación o no de lo planteado en la hipótesis, el 
resultado de esta investigación contribuirá al cuerpo teórico que fue utilizado como marco de 
aproximación para el estudio; en este caso, desde la idea de los complejos de seguridad y de 
las comunidades de seguridad, revisando la posibilidad de su evolución, su coexistencia y su 
superposición en un mismo espacio geográfico y las implicaciones que esto conlleva.  
 
Por último, si bien es claro que en múltiples investigaciones se ha tratado la transformación 
del sistema de seguridad en América, con esta investigación se pretende profundizar en la 
nueva configuración (denominada arquitectura de seguridad flexible) y aquellas 
características de similitud o diferencia con la aproximación tradicional sustentada en el 
TIAR y el Pacto de Bogotá, con el fin de evaluar sus avances o, por el contrario, su 
estancamiento.  
 
El trabajo contará con un diseño de investigación de tipo cualitativo bajo una metodología de 
estudio de caso y con la revisión de fuentes documentales como técnica de recolección de 
datos. La investigación tiene un propósito descriptivo, exploratorio y analítico, con base en 
un enfoque de tipo histórico-hermenéutico basado en la interpretación de los datos 




El documento estará estructurado en torno a cinco grandes secciones, una conclusión de la 
investigación y la presentación de las fuentes bibliográficas que sirvieron como el soporte y 
la evidencia para realizarla.  
 
En el capítulo 1 será presentado el marco teórico y conceptual que servirá como lente para 
realizar el análisis de la información conducente a la verificación de la hipótesis. Para tal fin -
y teniendo en cuenta la configuración actual del sistema internacional que da paso a nuevos 
enfoques de análisis sobre la seguridad- se presenta una aproximación conceptual a la noción 
de "sistema de seguridad colectiva" como objeto de análisis sobre el cual recae el presente 
trabajo.  
 
Esta aproximación se complementa posteriormente con tres enfoques de análisis sobre los 
cuales se ha construido la hipótesis presentada anteriormente. En primer lugar, se expone la 
visión teórica de Michael Radseck en relación a lo que él ha llegado a denominar arquitectura 
de seguridad flexible; la forma en que los sistemas contemporáneos de seguridad en América 
Latina se estructuran.  
 
De aquí ha de resaltarse que dicha arquitectura se compone de I) la ampliación y 
profundización de los regímenes subregionales de seguridad (Radseck, 2004, pág. 36) y II) la 
utilización de mecanismos ad hoc para la resolución de conflictos interestatales específicos 
(Radseck, 2004, pág. 36).  
 
Sin embargo, puede incluirse una tercera variable cuando se piensa en el caso americano: un 
nuevo enfoque -auspiciado por los mismos Estados- para aproximarse a los conceptos de 
seguridad y de amenazas, en el cual se ha reducido la importancia de la idea de agresiones 
externas para dar paso a una visión de carácter multidimensional concentrada esencialmente 
en la existencia de amenazas no convencionales.  
 
El segundo enfoque tiene su origen en el desarrollo teórico realizado por Karl Deutsch y 
complementado por Emanuel Adler y Michael Barnett sobre comunidades de seguridad. 
Éstas se definen como aquellas en donde se ha adquirido, por parte de sus miembros, la idea 
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de que los problemas deben ser resueltos por mecanismos de cambio pacífico, entendiéndose 
como aquellos procedimientos institucionalizados que evitan que se recurra a la violencia.  
 
En este sentido, los Estados dejan de preocuparse por las amenazas militares y contemplan 
nuevos desafíos en materia de amenazas de orden económico o ambiental, entre otros (Adler 
y Barnett, 1998, pág. 4).  
 
Las comunidades surgen como resultado de factores tanto materiales como sociales, y 
pueden ser clasificadas en varios tipos -amalgamada y pluralista-; con diferentes tipos de 
acoplamiento y diferentes etapas en su existencia.  
 
En tercer lugar se expone la visión sobre los complejos de seguridad; concepto de estudio de 
las interacciones entre Estados que fue propuesto por los autores Barry Buzan y Ole Weaver 
en diferentes textos, pero con una versión más elaborada en el libro Regions and powers: The 
structure of International Security, en donde son definidos como un “conjunto de unidades 
en el cual los procesos de securitización y desecuritización están tan vinculados que los 
problemas de seguridad de los unos no pueden ser resueltos sin tener en cuenta los de los 
otros” (Buzan & Waever, 2003).  
 
Estos complejos pueden ser definidos al considerar características como I) factores históricos 
de enemistad o amistad entre las unidades que componen al complejo y que lo delimitan 
geográficamente, II) proceso de interacción entre la anarquía internacional y el balance de 
poder (Frasson-Quenoz y Piñeros, 2014) y III) la influencia que pueden ejercer grandes 
potencias sobre ciertas zonas donde se presenta el complejo de seguridad.  
 
Una lectura a priori de las teorías sobre complejos y comunidades llevaría a pensar que no es 
posible que coexistan en un mismo espacio geográfico o que sus consideraciones analíticas 
sean mutuamente excluyentes, y que por tanto no puedan aplicarse a un mismo objeto de 




Sin embargo, y con ayuda de las propuestas de Rafael Piñeros y Florent Frasson-Quenoz, el 
capítulo 1 cierra presentando la posibilidad de superposición de ambos enfoques mediante el 
trazado de una línea evolutiva de ambos conceptos en su aplicación práctica.  
 
Por su parte, en el capítulo 2 se incluirán todos los aspectos relacionados con lo que se ha 
denominado -para propósitos de esta investigación- el sistema interamericano de seguridad y 
defensa tradicional.  
 
En esta sección se analizarán los principales instrumentos que componen dicho sistema (el 
Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca - TIAR, y el Tratado Americano de 
Soluciones Pacíficas - Pacto de Bogotá) analizando su naturaleza, cuándo han sido 
invocados, qué países los han denunciado y cuál concepción de amenaza subyace en este 
sistema.  
 
Igualmente se presentarán otros organismos que componen al sistema (como la Junta 
Interamericana de Defensa) y finalmente, por medio del marco teórico planteado, se buscará 
determinar si este sistema se asemeja más a un complejo de seguridad o a una comunidad de 
seguridad.  
 
Determinar la naturaleza del sistema tradicional reviste especial relevancia, puesto que con 
base en la conclusión que de dicho análisis se obtenga se podrá realizar una comparación más 
precisa con los demás sistemas subregionales (materia de los capítulos subsiguientes) y así 
indicar cuáles cambios existen -o no- entre las nuevas propuestas y la arquitectura antigua (y 
vigente) del sistema interamericano tradicional.   
 
Para lograr el objetivo anterior, lo capítulos 3, 4 y 5 tratan sobre cada una de las variables 
presentadas en el enfoque de arquitectura de seguridad flexible. En primer lugar, en el tercer 
capítulo se expondrá el nuevo enfoque de aproximación a la seguridad y a las amenazas.  
 
En este apartado se resalta especialmente la noción de “seguridad multidimensional” acuñada 
por los Estados miembros del sistema interamericano en las últimas décadas, y que surge del 
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proceso de reconocimiento de una serie de nuevos problemas y necesidades que atañen a la 
dinámica estatal, tanto interna como externa.  
 
Aquellos problemas y necesidades serán las nuevas amenazas que afectarán a los Estados, ya 
sea de forma individual, como en su conjunto, y que nacen en gran en medida de la 
“securitización” de la agenda externa y de temas como el medio ambiente, la salud pública, 
las migraciones masivas, la pobreza extrema, la desigualdad y la corrupción, entre otros.  
 
A continuación, en el capítulo 4 serán presentados los diversos mecanismos ad hoc que han 
surgido en el hemisferio americano para la resolución de controversias. Su creación puede 
llegar a implicar dos aspectos: en primer lugar, el mismo hecho de su surgimiento connotaría 
la idea de cierto escepticismo por parte de los Estados con respecto a los mecanismos 
tradicionales de resolución de controversias, toda vez que consideran necesarios nuevos 
métodos para tratar problemas de carácter específico. 
 
Por otra parte, que algunos de ellos hayan logrado institucionalizarse posteriormente1 llevaría 
a pensar que en efecto sus disposiciones y herramientas para solucionar controversias son 
más efectivas que aquellas propuestas por el sistema tradicional, reforzando la idea -o la 
necesidad- de un proceso de renovación de los antiguos mecanismos.  
 
En el quinto y último capítulo se realizará un análisis de los sistemas subregionales de 
seguridad y defensa. Siguiendo el mismo ejercicio realizado para el sistema tradicional, está 
variable de la arquitectura de seguridad flexible será evaluada con los lentes presentados en 
el marco teórico, buscando así determinar si estos nuevos sistemas pueden ser categorizados 
como complejos de seguridad o como comunidades de seguridad.  
 
Conforme a la posible línea evolutiva entre complejos y comunidades presentada al final del 
marco teórico, y comparando los resultados de cada uno de los cuatro capítulos descritos, en 
la conclusión final de la investigación se determinará si efectivamente el sistema tradicional 
                                                          
1 Como sería el caso de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños - CELAC, heredera de la 
Cumbre de América Latina y del Caribe y del Grupo de Río, éste último proveniente del Grupo de Contadora y 
del Grupo de Apoyo a Contadora, mecanismos ad hoc constituidos para promover la paz en América Central.  
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de seguridad y defensa está siendo suplantado por una arquitectura de seguridad flexible 
(primera parte de la hipótesis) y si dicha suplantación representa o no un cambio en el 
alcance de la seguridad hemisférica (segunda parte de la hipótesis). Con este apartado 
finalizará el documento, seguido de las referencias bibliográficas que sirvieron como soporte 




































Capítulo 1. Marco teórico y conceptual  
 
El fin de la Guerra Fría constituye un hito que permitió cambios en la concepción de 
seguridad y la consideración de nuevas amenazas para los Estados. Igualmente, este hecho 
también abrió el espacio para que nuevos enfoques teóricos surgieran con el objetivo de 
brindar explicaciones y análisis a los problemas cambiantes derivados de una nueva 
estructura del sistema internacional.  
 
Los modelos teóricos anteriores, aunque aplicables, no necesariamente brindaban respuestas 
o una evaluación totalmente acertada de las nuevas dinámicas en torno a la seguridad y la 
defensa internacional.  
 
Como lo mencionan Florent Frasson-Quenoz y Rafael Piñeros en un completo texto que 
recoge los aspectos teóricos más importantes en relación a los enfoques sobre “complejos de 
seguridad” y “comunidades de seguridad”, y haciendo alusión al artículo New patterns of 
global security in the twenty first century escrito por Barry Buzan en el año de 1991, “los 
sucesos que iniciaron en 1989 y que se sucedieron durante los años venideros cerrarían el 
siglo xx y, al mismo tiempo, abrirían la puerta para caracterizar las tendencias de un nuevo 
período en las relaciones internacionales” (2014, pág. 14). 
 
La nueva configuración del sistema internacional, resaltan los autores, se enmarca dentro de 
cuatro características primarias, a saber: 
 
I) la conformación de una estructura de carácter multipolar que entra a sustituir el 
sistema bipolar que enfrentaba a la extinta Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas 
y a los Estados Unidos de América; 
 
II) la disminución en la carga derivada de la ideología; elemento que permitió sentar 
puentes y consensuar en mayor medida las referidas virtudes del modelo neoliberal 




III) la aparición de “órdenes de seguridad liderados por potencias capitalistas” 
(Frasson-Quenoz, 2014, pág. 15) que, a la luz de los autores, no pretenden hacer uso 
de la fuerza como mecanismo para la resolución de controversias, sino lograr un 
posicionamiento regional para convertirse en referentes dentro de su respectivo orden 
y; 
 
IV) la idea de sociedad internacional se fortalece, debido a una mayor consciencia por 
parte de los Estados con respecto a la existencia de intereses, valores y normas de 
carácter compartido. Esta visión de sociedad da lugar a un mayor respeto de aquellos 
mecanismos e instituciones internacionales creadas para regular las relaciones 
interestatales y resolver las controversias que de ellas se generen.  
 
Ante los retos de análisis generados por este nuevo panorama, surgen teorías que se centran 
en mayor medida en la evaluación de los escenarios regionales; escenarios que se convierten 
en la principal arena en la cual los Estados comienzan a desenvolverse desde finales del siglo 
XX.  
 
Dentro de este contexto, diferentes vertientes teóricas complementan el debate sobre la 
posibilidad o no de que existan comportamientos asociativos o comunitarios en el sistema 
internacional. Dentro de las más relevantes se destacan, como marco teórico para la presente 
investigación, las teorías de los Complejos Regionales de Seguridad y de las Comunidades de 
Seguridad, relacionadas y descritas a continuación.  
 
Como complemento a la anteriores dos teorías y con el objetivo de realizar el análisis de los 
datos recolectados y lograr así la comprobación -o no- de la hipótesis planteada, el siguiente 
marco teórico incluye también el enfoque de la Arquitectura de Seguridad Flexible, necesario 
para el análisis y entendimiento del contexto en el cual se enmarca el hemisferio americano.  
 
Adicionalmente, y como punto de partida para la aprehensión de los conceptos utilizados, se 
presenta una aproximación a la noción de sistema de seguridad colectiva¸ bajo la premisa de 
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que la siguiente investigación recaerá sobe el análisis de aquellos sistemas que pueden ser 
encontrados en el continente americano.    
 
A) Aproximación conceptual a los sistemas de seguridad colectiva  
 
Para algunos autores como Ricardo Valero -destacando su artículo La seguridad colectiva en 
América Latina- (2010, pág. 360), la seguridad se ha convertido en el eje central del derecho 
internacional toda vez que es un tema que se trata día a día en el sistema internacional 
contemporáneo.  
 
Sin embargo, este tema no siempre tuvo la misma importancia que se le otorga en la 
actualidad. Fueron principalmente los conflictos bélicos de la primera mitad del siglo XX -
especialmente la Primera y la Segunda Guerra Mundial- así como la innovación tecnológica 
en torno al ámbito militar, los factores que facilitaron el ascenso de la seguridad como un 
tema de interés de los Estados.  
 
Adicionalmente, los altos flujos e intercambios a raíz del proceso de globalización han 
permitido que en los últimos años se genere el escenario propicio para que nuevas amenazas 
surjan y viajen con mayor facilidad alrededor del globo.  
 
Ante el nuevo catálogo de problemas que afectan las dinámicas estatales -tanto internas como 
externas- y que ha surgido en gran medida debido al proceso de “securitización” de las 
relaciones internacionales (Valero, 2010, pág. 362), los Estados han propiciado espacios de 
interlocución, cooperación y alianzas para hacer frente a las necesidades derivadas de las 
nuevas amenazas, así como de aquellas de naturaleza tradicional.   
 
Es en este contexto del siglo XX cuando es preciso hablar de sistemas de seguridad colectiva, 
puesto que la noción hace referencia -como bien lo resalta Valero- a la “organización 
internacional creada para evitar la repetición de los cruentos conflictos que se presentaron en 
la primera mitad de esa centuria, en especial la Segunda Guerra Mundial. La seguridad 
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colectiva, en suma, se deriva en gran medida de los acuerdos que dieron origen a la ONU” 
(Valero, 2010, pág. 367). 
 
Incluso pueden rastrearse los primeros indicios de los sistemas de seguridad colectiva en la 
carta constitutiva de Sociedad de Naciones, precursora de la Organización de las Naciones 
Unidas. De su primera parte (preámbulo y artículos 1 al 26) se derivan los principios de no 
recurrir a la guerra, así como sustentar las relaciones estatales en la justicia y el derecho, con 
el fin de garantizar la paz y la seguridad.  
 
Con ese objetivo llegó a crearse una Comisión de Seguridad cuyo objetivo era la elaboración 
de instrumentos internacionales a favor de la seguridad colectiva (Valero, 2010, pág. 369), 
así como la cristalización del derecho internacional relativo al tema.  
 
Con la desaparición de la Sociedad de Naciones, las Naciones Unidas heredaron gran parte 
de los principios de su antecesora en relación a la paz y la seguridad. Se puede leer en el 
preámbulo de la Carta de San Francisco que los Estados están resueltos "a practicar la 
tolerancia y a convivir en paz como buenos vecinos, a unir [sus] fuerzas para el 
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, a asegurar, mediante la aceptación de 
principios y la adopción de métodos, que no se usará la fuerza armada sino en servicio del 
interés común" (Organización de las Naciones Unidas, 1945).  
 
Sin embargo, es en el numeral uno de su primer artículo en donde se establece con mayor 
claridad -como propósito de la Organización- los objetivos alrededor de la seguridad 
colectiva:  
 
"Artículo 1. Los Propósitos de las Naciones Unidas son: 1. Mantener la paz y la 
seguridad internacionales, y con tal fin: tomar medidas colectivas eficaces para 
prevenir y eliminar amenazas a la paz, y para suprimir actos de agresión u otros 
quebrantamientos de la paz; y lograr por medios pacíficos, y de conformidad 
con los principios de la justicia y del derecho internacional, el ajuste o arreglo 
de controversias o situaciones internacionales susceptibles de conducir a 
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quebrantamientos de la paz [...]" (Organización de las Naciones Unidas, 1945. 
Resaltado fuera del texto).  
 
Es así como se generan los elementos centrales del sistema de seguridad colectiva previstos 
en la Carta de San Francisco, siendo ellos la posibilidad del uso de la fuerza en caso de 
legítima defensa; la facultad de imponer medidas coercitivas en contra de aquellos Estados 
que amenacen la paz y la seguridad; el deber de los miembros de cumplir con las decisiones 
del Consejo de Seguridad; y la eventual capacidad de crear un estado mayor conjunto 
(Valero, 2010, pág. 370). 
 
Considerando lo anterior, ¿cuál es el objetivo primario de un sistema de seguridad colectiva? 
Podría afirmarse que su función principal es sentar las bases y normas que permitan regular 
las relaciones de los Estados que pertenecen a él, así como buscar la protección ante 
amenazas de carácter externo.  
 
Por tal razón, es común encontrar en ellos que el principio rector que les rige es la 
consideración de que las agresiones externas en contra de uno o varios miembros del sistema 
deben ser consideradas como una agresión al sistema en su totalidad, es decir, al grupo de 
Estados que lo conforman.  
 
Igualmente, -y como se desarrollará en los capítulos subsiguientes- dichos sistemas también 
se han transformado para intentar dar respuesta a amenazas no tradicionales como el 
terrorismo, el crimen transnacional, el narcotráfico, entre otras, y que pueden encontrarse al 
interior del mismo sistema.  
 
Las implicaciones de estas transformaciones no son menores, ya que crean la posibilidad en 
algunas ocasiones de divergencias de opinión frente a la aplicabilidad de los instrumentos 
internacionales que componen al sistema2. 
                                                          
2 Ejemplo de ello se dio tras los atentados terroristas del 11 de septiembre de 2001 en los Estados Unidos, 
cuando Brasil invocó el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca con el objetivo de efectuar una reunión 
de Ministros de Relaciones Exteriores al interior de la Organización de Estados Americanos. El hecho suscitó 
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B) Arquitectura de seguridad flexible 
 
Algunos autores como Michael Radseck han realizado investigaciones sobre el sistema 
interamericano de seguridad y defensa y los cambios a los cuales este sistema ha estado 
sujeto.  
 
Para este autor, en su artículo El sistema interamericano de seguridad: ¿quo vadis? 
Posiciones del Cono Sur a la luz de la Conferencia Especial sobre Seguridad Hemisférica 
(Radseck, 2004), algunos Estados -principalmente de América del Sur- han privilegiado la 
construcción de lo que él denomina una arquitectura de seguridad flexible, tomando como 
referencia la dinámica que se presenta al interior del Mercosur, que en consideración del 
autor, representa un mayor nivel de homogeneidad con intereses similares en relación a sus 
necesidades de seguridad (Radseck, 2004, pág. 4). 
 
Esta nueva arquitectura está compuesta por (1) la ampliación y profundización de los 
regímenes subregionales cooperativos de seguridad, así como la interconexión entre ellos 
(Radseck, 2004, pág. 36) y (2) la utilización de mecanismos ad hoc o Estados garantes para 
la resolución de conflictos interestatales específicos con intermediación de la OEA o de la 
ONU (Radseck, 2004, pág. 36).  
 
Sin embargo, puede incluirse una tercera variable cuando se piensa en el caso americano y 
que hace parte de esta arquitectura de tipo flexible: el nuevo enfoque en la aproximación a 
los conceptos de seguridad y de amenazas, en el cual se ha reducido la importancia de la idea 
de amenaza externa para dar paso una visión de carácter multidimensional concentrada en la 
existencia de nuevas amenazas. 
 
Lo anterior es una respuesta a la necesidad de adaptar al sistema tradicional (materia del 
capítulo 2) a los efectos de fenómenos como el narcotráfico, el crimen organizado 
transnacional y sus delitos conexos (como la corrupción, lavado de dinero, tráfico ilícito de 
                                                                                                                                                                                    
diferentes opiniones sobre el alcance de dicho instrumento, pues en el tratado no se contemplan agresiones de 




armas), el terrorismo internacional, las amenazas de carácter ambiental, y la pobreza extrema, 
entre otros.  
 
Estos temas comenzaron a tratarse con mayor interés en espacios como la Conferencia 
Especial sobre Seguridad Hemisférica de la OEA en el año 2003, desarrollada en Ciudad de 
México, y de la cual se obtiene el enfoque denominado como "multidimensional" al hacer 
referencia a la nueva visión sobre la seguridad en la región.  
 
C) Comunidades de seguridad   
 
Esta perspectiva teórica surge tras la complementación realizada por Emanuel Adler y 
Michael Barnett a la noción de comunidad presentada por Karl Deutsch. Los autores se basan 
en la misma idea constructivista planteada por Deutsch en torno a la existencia de una serie 
de factores comunes entre los sujetos (en este caso los decisores al interior de los Estados) 
que posibilitan la consecución de la paz y garantizan su mantenimiento, es decir, de la 
construcción de una comunidad encargada de gestionar los valores y flujos transnacionales 
en los que se suprime al mínimo la probabilidad de un conflicto.  
 
Originalmente, la definición acuñada por Karl Deutsch de comunidad de seguridad es la de 
“un grupo de personas que se ha integrado [y ha alcanzado] un sentido de comunidad, de 
instituciones y prácticas suficientemente fuertes y difusas para asegurar, sobre un largo 
periodo, que las esperanzas de cambios pacíficos en el seno de su población estén 
respetadas” (Deutsch, 1957, en Frasson-Quenoz y Piñeros, 2014, p. 27).  
 
¿Qué se entiende por “cambio pacífico”, siendo ésta una noción que posteriormente usarán 
Adler y Barnett? El cambio pacífico implica la resolución normal de los problemas sociales 
comunes mediante mecanismos institucionalizados, evitando así el uso de la fuerza (Deutsch, 
1957, pág. 5).  
 
Los mismos autores proveen una definición más concreta de una comunidad de seguridad 
que se deriva de la planteada a mediados del siglo XX por Deutsch. Ésta es entendida como 
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la “comunidad política cuyos miembros han adquirido la convicción de que sus problemas 
sociales comunes pueden y deben ser resueltos por mecanismos de cambio pacífico; por la 
vía de procedimientos institucionalizados, sin recurrir a la violencia física” (Adler y Barnett, 
1998; y Frasson-Quenoz y Piñeros, 2014, pág. 25). 
 
En el sentido anterior, los miembros de las comunidades de seguridad (los Estados) -tal y 
como lo ven Adler y Barnett- abandonan la preocupación en torno a las amenazas militares 
tradicionales provenientes de los otros Estados que componen la comunidad. Al hacerlo, se 
centran en nuevos problemas de seguridad como el bienestar de la población o como el 
medio ambiente.  
 
Lo anterior se da en parte por las características intrínsecas que determinan la existencia de 
una comunidad, y que son mencionadas por Charles Tilly y recuperadas por Adler y Barnett 
en su trabajo (1998), a saber: I) la intersubjetividad, es decir, aquella capacidad que tienen los 
miembros de compartir una misma identidad y tener un lenguaje común; II) las interacciones 
múltiples, tanto directas como indirectas, de los miembros que pertenecen a la comunidad; y 
III) el interés -en cierto grado altruista- de cada miembro por los demás sujetos que 
comparten en la comunidad.  
 
De lo anterior puede desprenderse que estos elementos son los que llevan a la creación de 
una comunidad, y no necesariamente una configuración geográfica o espacial determinada.  
 
Adicionalmente, el factor “tiempo” también es relativo. Considerando las expectativas de 
cambio pacífico, surge la cuestión en torno a cuánto tiempo ha de transcurrir sin amenaza 
militar, uso de la fuerza o existencia de conflictos para asegurar que un grupo que cumple 
con todas las características mencionadas anteriormente constituye, efectivamente, una 
comunidad de seguridad.  
 
En cuanto a este cuestionamiento, más que una medida de tiempo lo importante es que se dé 
un proceso en el cual poco a poco se consoliden y perfeccionen las comunidades. Este 
proceso es a su vez la forma en que los autores organizan analíticamente la aparición de las 
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comunidades de seguridad, y está dividido en tres niveles principales relacionados con los 
factores y condiciones que se requieren para que las comunidades emerjan.   
 
1) Factores precipitantes que llevan a los Estados a coordinar sus políticas: 
 
Si bien los factores sociales tienen peso en esta visión teórica, es indispensable entender que 
en el enfoque de comunidades de seguridad también confluye un elemento de carácter 
material, proveniente de la tradición realista de las Relaciones Internacionales. Así, dentro de 
lo que los autores denominan “factores precipitantes” se encuentran los cambios de 
tecnología, demografía, economía y ambiente. Pero también se incluye el desarrollo de 
nuevas interpretaciones de la realidad social, así como la existencia de amenazas externas 
potenciales o reales.  
 
En esta fase el acoplamiento entre los Estados es leve. La principal manifestación de 
coordinación política es la alianza, por medio de la cual los países procuran reducir aquellos 
temores que comparten y así obtener una ventaja común. Así, poco a poco se genera una 
mayor interacción y coordinación que transforma el contexto en el cual interactúan los 
Estados interesados.  
 
2) Factores conducentes al desarrollo de confianza mutua e identidad colectiva: 
 
Con los resultados favorables del primer nivel se comienza a generar la confianza mutua y la 
identidad colectiva entre los Estados que interactúan. La transformación del contexto debido 
a la coordinación de políticas, la modificación en la forma de interpretar la realidad, y la 
existencia de amenazas externas que afectan a los miembros de la alianza por igual, son 
características que profundizan aún más la relación entre los sujetos de la comunidad y que 
transforman tanto su estructura como su proceso.  
 
En cuanto a la estructura, dos conceptos confluyen para determinar su evolución. Estos son 
“poder” y “conocimiento”. El poder hace referencia a aquella capacidad de algunos 
miembros de lograr moldear el comportamiento de los otros Estados, mediante el uso de 
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factores tanto materiales como inmateriales. De alguna forma otorga a quienes más 
capacidad tienen, la autoridad para definir y distinguir aquellos comportamientos que pueden 
ser aceptados de aquellos que no (Adler y Barnett, 1998, p. 39).   
 
El poder no debe ser confundido necesariamente con la fuerza. Dentro del contexto de las 
comunidades, recordando siempre las expectativas de cambio pacífico, el poder representa en 
mayor medida aquella capacidad de obtener beneficios que puedan ser compartidos a todos 
los miembros en los casos en que surjan amenazas externas al grupo y que atenten contra el 
orden que ha sido determinado y aceptado.  
 
Por su parte, el conocimiento es aquel factor que da paso a la intersubjetividad; a la creación 
de significados compartidos por los miembros de la comunidad. En la medida en que la 
concepción de la realidad social se vuelve algo de carácter compartido, y al confluir dicha 
concepción (derivada del conocimiento) con la aceptación de un orden establecido bajo la 
premisa del poder y la autoridad, se logra el desarrollo de la confianza y de la identidad 
colectiva.  
 
Sin embargo, aún hace falta la transformación del proceso. Aquí se encuentran presentes tres 
elementos principales: las transacciones, las instituciones internacionales y el aprendizaje 
social. Las transacciones hacen referencia a la dinámica de intercambios en diferentes 
aspectos como el político, el económico, el material y el inmaterial, entre otros (Adler y 
Barnett, 1998, p. 41). Por medio de estas transacciones se fortalecen y estabilizan los 
vínculos entre los actores, y con ello se reduce la incertidumbre que subyace de la 
configuración anárquica del sistema.  
 
En cuanto a las organizaciones e instituciones internacionales, su existencia fortalece y 
cristaliza las interacciones estatales mediante el establecimiento de reglas, normas y roles que 
regulan las relaciones de quienes pertenecen a ellas, así como por medio de la creación 
material de las mismas, es decir, por medio de su ubicación física, la asignación de recursos y 




Ellas contribuyen, como afirman los autores, en el desarrollo de la confianza entre los actores 
por medio del establecimiento de normas de comportamiento y sanciones para quienes las 
infrinjan, así como en la promoción de una visión compartida del contexto social, toda vez 
que al interior de ellas se gestan ideas, programas y políticas que se extienden más allá de las 
fronteras nacionales de sus miembros (Adler y Barnett, 1998, pp. 41-43).  
 
El último elemento del proceso es el aprendizaje social. En él interactúan tanto las 
definiciones en torno a la seguridad, así como el rol de aquellos actores y decisores al interior 
de la comunidad que inciden directamente en el desarrollo de dichas definiciones. El 
aprendizaje social es un proceso; va evolucionando y progresando en la medida en que los 
significados son trasmitidos a lo largo de las generaciones, puesto que así fortalecen las ideas 
y nociones compartidas por los miembros de la comunidad.  
 
3) Condiciones necesarias para las expectativas de cambio pacífico: 
 
Esta es la tercera fase requerida para la emergencia de las comunidades de seguridad. En ella 
se fortalecen la confianza mutua y la identidad colectiva, en donde cobra especial relevancia 
la posición de los miembros acerca del grupo al cual pertenecen. No basta con el 
reconocimiento de los otros actores que interactúan al interior de la comunidad, sino con la 
idea de identificarse a sí mismos como un solo grupo, es decir, a pensar su papel desde el 
“nosotros somos” (Adler y Barnett, 1998, p. 45-47).  
 
Como lo mencionan Frasson-Quenoz y Piñeros, es en esta etapa en la que “las identidades, 
los principios, los intereses, las creencias y los valores se hacen transnacionales, generando 
un sentimiento de pertenencia entre los miembros –Estados y personas– y de certeza en torno 
a la posibilidad de crear, no solo un orden libre de amenazas de uso de la fuerza, sino un 
orden estable de paz” (2014, pág. 37). El camino en secuencia de los anteriores tres niveles, 
con la existencia de todos los elementos que pertenecen a ellos, permite el surgimiento de la 




Ahora bien, una vez logrado este estadio en el cual han surgido las comunidades de 
seguridad, es necesario entrar a distinguir entre los diferentes tipos que existen de ellas, así 
como sus fases de desarrollo.  
 
1) Comunidades de seguridad amalgamadas: 
 
Este es el primer tipo que existe de comunidad. En realidad, ésta no concentra toda la 
atención de los autores, ya que su existencia en términos prácticos es casi nula. Esta 
comunidad implica la fusión de dos o más Estados, generando así una nueva unidad política 
con sus propios órganos administrativos y de gobierno, totalmente distintos y desligados de 
la estructura formal previa a la fusión.  
 
Un ejemplo clásico de esta comunidad, presentado por Adler y Barnett, es el de los Estados 
Unidos de América, creados a partir de la unión de sus Estados Federados. Para propósitos de 
la presente investigación, este tipo de comunidades de seguridad tampoco revestirá especial 
relevancia, ya que no es aplicable al contexto del hemisferio americano, y en términos 
generales, es de difícil identificación en el contexto internacional ante la renuencia de los 
actores frente a una cesión máxima de su soberanía.  
 
2) Comunidades de seguridad pluralistas:  
 
Este es el segundo tipo de comunidad y el que presenta mayor posibilidad de ser identificado 
en el contexto del sistema internacional. A diferencia de la comunidad amalgamada, en las 
comunidades pluralistas -sin perder de vista la existencia de responsabilidades y valores 
compartidos- cada unidad presente mantiene su independencia.  
 
Sin embargo, este tipo de comunidad cuenta con dos subdivisiones en función de su 
acoplamiento, pero su descripción será presentada una vez se establezcan las fases de 
desarrollo y evolución que han de recorrer las comunidades pluralistas, toda vez que es en su 
última fase (la de madurez) en la cual puede hablarse efectivamente de comunidades 
pluralistas en todo el sentido del término.  
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a.) Fase naciente:  
 
Manteniendo una estrecha relación con el primer nivel analítico de emergencia de las 
comunidades (factores precipitantes que llevan a los Estados a coordinar sus políticas), en la 
fase de nacimiento no existe aún una comunidad, e incluso es posible que el interés de los 
Estados no sea todavía el de formar una. Por el contrario, las interacciones entre los actores 
van dirigidas a la coordinación de sus políticas de seguridad para así hacer frente a una serie 
de amenazas de carácter compartido.  
 
Debido a lo anterior, la principal formación identificable es la de las alianzas estratégicas 
entre Estados. Para perfeccionar dichas formaciones y trascender hacia la creación de una 
comunidad de seguridad, empiezan a avizorarse instituciones y organizaciones que regulan 
las interacciones de la alianza, en torno a la homogeneización política, social, cultural e 
ideológica que van logrando los actores que en ella intervienen (Adler y Barnnet, 1998, 
pp.50-52).   
 
b.) Fase ascendente:  
 
En esta etapa hay una intensificación de las transacciones entre los Estados, se aprecian 
algunos resultados de las organizaciones e instituciones internacionales, y se empieza a 
conformar la confianza mutua de los miembros de la alianza. En este sentido, la 
incertidumbre frente a las acciones de los demás actores disminuye.  
 
En esta fase, los contactos entre los actores se tornan más constantes, a la par que las normas 
generales aplicables a cada uno de ellos se van perfeccionando, junto con la constitución de 








c.) Fase madura:  
 
Esta fase implica una fuerte institucionalización del comportamiento de los miembros. La 
idea de una guerra entre ellos es casi nula (Adler y Barnett, 1998, pág. 55), y así se reduce a 
lo mínimo cualquier hipótesis de un posible conflicto entre los Estados que conforman la 
comunidad. Es en este punto en donde puede hablarse con propiedad de una comunidad de 
seguridad pluralista, y por consiguiente en donde la siguiente subdivisión en torno al 
acoplamiento tiene lugar. 
 
 Comunidades de seguridad débilmente acopladas: 
 
Como se mencionó anteriormente, debido a la expectativa de cambio pacífico en las 
relaciones de los Estados y a su vez de la existencia de una estructura compartida de 
significados (Adler y Barnett, 1998, pág. 30), los miembros se enfocan en mecanismos de 
autolimitación para así asegurar la reducción de la posibilidad del uso de la fuerza entre ellos.  
 
Podría hablarse del surgimiento de cierto tipo de gobernanza al interior de la comunidad, 
debido a que confluyen una serie de mecanismos en torno a los cuales se toman las 
decisiones en materia de seguridad. En primer lugar, se privilegia la interacción en espacios 
multilaterales; igualmente, existe una mayor desmilitarización de las fronteras, derivada de 
un cambio en la planeación militar de los Estados.  
 
Por otra parte, los miembros de la comunidad coinciden en la definición de las amenazas 
potenciales y reales que les afectan, y generan así un discurso y un lenguaje compartido, no 
sólo en torno a sus problemas, sino como medio diferenciador entre quienes pertenecen a ella 
y quienes se mantienen afuera.  
 
 Comunidades de seguridad fuertemente acopladas:  
 
Este subtipo cuenta con las mismas características de las comunidades débilmente acopladas, 
aunque deben incluirse otros elementos diferenciadores. En primer lugar, los autores afirman 
25 
 
que en ellas está presente un mecanismo de ayuda mutua -cristalizado en términos prácticos 
ya sea por medio de un instrumento internacional o de una organización- por medio del cual 
se efectúan una serie de compromisos de carácter colectivo (1998, págs. 29-30).  
 
En segunda instancia, la gobernanza regional es aún mayor, por lo cual es posible identificar 
instituciones nacionales, transnacionales y supranacionales, las cuales interactúan de forma 
sostenida conformando así un sistema regional. Por esta razón, el uso de la fuerza como 
derecho adquiere connotaciones cooperativas y colectivas, convirtiéndose éste en algo 
perteneciente a la comunidad y no a los Estados.  
 
Aunado a lo anterior, la integración militar adquiere un alto grado y los recursos dirigidos se 
vuelven de carácter compartido. Adicionalmente, se da una coordinación de políticas en 
contra, ya no solamente de las amenazas externas, sino también de las amenazas internas.  
 
Es un espacio de alta interacción, en el cual tiene lugar la libre locomoción de la población, 
la internacionalización de la autoridad por medio de mecanismos de integración automática 
de las normas comunitarias a la legislación interna de los Estados, y la inclusión de una 
“política de perspectiva múltiple” (Adler y Barnett, 1998, págs. 56-57), entendida como la 
capacidad de compartir y armonizar las normas nacionales, transnacionales y 
supranacionales. 
 
 Desintegración:  
 
Finalmente, para cerrar esta perspectiva teórica es necesario indicar que, así como las 
comunidades de seguridad tienen etapas de crecimiento, también es posible que lleguen a 
desintegrarse.  
 
Las comunidades no son necesariamente perpetuas, y su existencia debe ser entendida como 
un elemento que está sujeto a los cambios coyunturales y de las variaciones en las 




D) Complejos de seguridad  
 
Barry Buzan y Ole Waever, dentro del auge de los estudios regionales y de la creciente 
importancia de la seguridad como tema trascendental en la disciplina de las Relaciones 
Internacionales, presentaron en el año 2003 un nuevo concepto madurado tras muchos años 
de desarrollos investigativos en torno a las interacciones estatales. Este fue el de “complejos 
de seguridad regional”.  
 
En una primera aproximación conceptual, estos son definidos como el “conjunto de unidades 
en el cual los procesos de securitización y desecuritización están tan vinculados que los 
problemas de seguridad de los unos no pueden ser estudiados sin tener en cuenta los de los 
otros” (Buzan & Waever, 2003). Esto significa que entrar a definir lo que es una amenaza no 
puede ser analizado sin evaluar a su vez aquello que deja de serlo, puesto que son procesos y 
términos altamente relacionados.  
 
Es necesario aclarar qué se entiende por securitización y por desecuritización. El primer 
término hace referencia al hecho de convertir algún tema -sea o no de la agenda estatal- en 
una preocupación relacionada con la seguridad. El segundo, por ende, consiste en la práctica 
contraria: desconectar algún tema específico de todo asunto relacionado con la seguridad.  
 
Al considerar que las amenazas se construyen y se deconstruyen, se acepta que la seguridad 
es un concepto que muta con el tiempo, y que las necesidades identificadas por los Estados 
en relación a ella son variables. Por consiguiente, la seguridad como concepto se amplía e 
incluye nuevos elementos que pueden distanciarse del tradicional nivel de análisis en torno a 
lo militar.  
 
Dentro de esta dinámica, tres características entran a jugar un papel fundamental a la hora de 
determinar la existencia de un complejo de seguridad regional. En primer lugar, están 
presentes aquellos elementos históricos que determinan dinámicas de amistad o de enemistad 
entre las unidades de análisis -los Estados-. Por medio de estas dinámicas es posible 
identificar un espacio geográfico específico en donde se dan las interacciones de los actores. 
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La anterior delimitación responde entonces al tipo de relaciones existente entre las unidades. 
Significa, por ende, que en una misma zona geográfica pueden hallarse diversos 
comportamientos entre los Estados, y son estos los que van configurando la región en la cual 
emerge el complejo de seguridad. 
 
La segunda característica se determina con base en la interacción de dos conceptos 
provenientes de los enfoques clásicos de las Relaciones Internacionales: anarquía y balance 
de poder (Frasson-Quenoz, 2014, págs. 18-20). La anarquía implica que la seguridad es una 
preocupación inherente de los Estados. Éstos deben actuar conforme a lo que prevén podrán 
ser los movimientos de las demás unidades que, debido a la incertidumbre, podrán ser 
interpretados en ciertos casos como amenazas potenciales.  
 
Lo anterior tiene como resultado la aparición de procesos de securitización de las relaciones 
entre Estados. Las unidades que se consideran amenazadas optarán por la creación de 
alianzas para balancear a su favor el poder y así contrarrestar aquellos problemas externos; 
problemas que fueron determinados en el momento en que se tomó la decisión de securitizar 
los comportamientos de otros actores. 
 
La última característica está ligada con la presencia de grandes potencias al interior de los 
complejos de seguridad regional. Éstas cuentan con una serie de capacidades materiales e 
inmateriales que les permiten ejercer influencia directa sobre las regiones, transportando y 
reflejando así la dinámica del equilibrio de poder global en el interior de un espacio regional. 
Al ejercer dicha influencia, las potencias logran incidir en la determinación de aquellos temas 
que deben ser o no considerados como amenazas al interior del complejo.  
 
En palabras de Buzan y Waever, las grandes potencias pueden llegar a eliminar “imperativos 
regionales”, es decir, entrar a determinar con sus capacidades aquellas dinámicas de 
seguridad regional que les favorezcan, e incluso llegar a obligar a los Estados más pequeños 




Los complejos de seguridad regional pueden ser enmarcados en diferentes tipos, siendo los 
dos principales el estándar y el centrado. En el primero existen dos o más unidades que 
conviven en una estructura de carácter anárquico (Frasson-Quenoz, 2014, págs. 19-20). Una 
de las unidades presentes será considerada como una potencia de tipo regional, en capacidad 
de determinar las dinámicas de amistad y enemistad presentes en el complejo.  
 
Teniendo en cuenta que el rango alcanzado por la potencia no trasciende a carácter global, las 
características de este complejo de seguridad son particulares y se diferencian entonces de la 
dinámica del resto del planeta. El poder ejercido por la potencia regional podrá evitar que 
confluyan factores externos sobre el complejo, haciendo que los procesos que en él se den 
estén adecuados a un contexto y espacio específico.  
 
En contraposición, el complejo de tipo centrado puede girar en torno a una potencia global o 
de una institución internacional. En el primer caso, al actuar en diversos espacios 
geográficos, las normas y significados que la potencia global determine serán los mismos 
para cada región en la cual interactúe. Así, las amenazas a la seguridad y sus respuestas serán 
un reflejo de las acciones globales de la potencia.  
 
En el segundo caso, la institucionalización es la característica principal del complejo. Por 
institucionalización, como se entendió en la presentación acerca de comunidades de 
seguridad, debe leerse el proceso mediante el cual se adoptan principios, identidades y 
regulaciones al comportamiento de los actores que intervienen.  
 
En este caso, sin embargo, las preocupaciones en torno a la seguridad adquieren especial 
relevancia y por ello los Estados “securitizan la agenda en términos regionales” (Buzan y 
Waever, 2003, pág. 56, en Frasson-Quenoz y Piñeros, 2014, págs. 19-20).  
 
Otros dos tipos de complejos de seguridad pueden ser identificados, aunque sus 
consideraciones prácticas son más limitadas. El primero es el complejo de seguridad regional 
de gran potencia, caracterizado especialmente por la presencia de dos o más potencias 
internacionales (Buzan y Waever, 2003, pág. 59); y el segundo es el supercomplejo: un 
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complejo conformado por múltiples regiones en las cuales hay presencia simultánea de dos o 
más potencias globales.  
 
Frente a las implicaciones teóricas y beneficios de este enfoque analítico, Rafael Piñeros y 
Florent Frasson-Quenoz (2014, págs. 21-23) tienen las siguientes consideraciones. En primer 
lugar, aplicar este marco teórico permite hacer un diagnóstico de una región particular en 
relación a sus dinámicas de seguridad.  
 
Así mismo otorga las herramientas para determinar cuáles son los patrones de amistad y 
enemistad presentes en la región, junto con la concepción sobre amenazas y las posibles 
respuestas estatales a ellas.  
 
Por otra parte, esta visión permite identificar con mayor facilidad las dinámicas de poder al 
interior de las regiones. No parte de la idea de la homogeneidad, sino que acepta y se centra 
en la existencia de potencias con capacidad de influencia en las relaciones tanto internas 
como externas del complejo.  
 
Al estar presente un proceso en que los temas son “securitizados” y “desecuritizados” 
constantemente, es preciso anotar que no se elimina en ningún momento la hipótesis de un 
posible conflicto entre las unidades, como sí sucede con mayor facilidad en el caso de las 
comunidades de seguridad de Adler y Barnett.  
 
E) Posibilidad de superposición  
 
Piñeros y Frasson-Quenoz no sólo hacen una presentación completa de ambas teorías, sino 
que procuran tender puentes entre ellas, pues una mirada a priori llevaría a creer que sus 
preceptos son distintos y sin posibilidad de coexistencia. No obstante, los autores identifican 
ciertos rasgos comunes entre ambos conceptos.  
 
Por un lado, confieren importancia a la agencia, es decir, a los actores que ejercen las 
relaciones e interacciones. Derivado de ello, la noción de identidad cobra especial relevancia, 
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al ser un elemento que influye sobre las unidades y que se relaciona con la posibilidad de que 
ellas cuenten o no con una expectativa de arreglo pacífico de sus diferencias (Frasson-
Quenoz, 2014, pág. 41).  
 
Dichos rasgos comunes permiten argumentar que es posible la superposición entre 
comunidades de seguridad y complejos de seguridad en una misma región. Incluso, más allá 
de esta consideración, es posible afirmar que estos dos conceptos pueden ser sucesivos y 
progresivos, tal y como lo muestra la siguiente gráfica adaptada del texto de los autores: 
  
Gráfica adaptada de Piñeros y Frasson-Quenoz, 2014, pág. 42. Complejo regional de seguridad (CRS) y 
comunidad de seguridad (CS): algunas consideraciones teóricas.  
 
Para el propósito del siguiente texto, esta línea evolutiva cobra una relevancia especial. 
Aceptando la posibilidad de que complejos de seguridad y comunidades de seguridad 
constituyen regímenes de carácter sucesivo, es posible identificar el grado de evolución o 




Así, al determinar y comparar los estadios en los que se encuentran tanto el sistema 
tradicional como los sistemas subregionales, podrá verificarse de manera más precisa el 
planteamiento realizado en la hipótesis presentada al inicio de esta investigación, y 
determinar si efectivamente estamos o no frente a una suplantación incompleta de los 





























Capítulo 2. El sistema interamericano de seguridad y defensa tradicional  
 
Como menciona Radseck, al hablar de un sistema interamericano de seguridad, “no existe 
ningún documento ni tratado que formalmente establezca dicho sistema. Lo que existe en la 
práctica son una serie de instrumentos y órganos, de adhesión diversa y vinculación 
discutible, y que no operan de manera sistemática, articulada y confluente” (Radseck, 2004, 
pág. 3). 
 
Ahora bien, y sin desconocer la apreciación anterior, en esta investigación se toman como 
hitos o mecanismos convencionales para determinar lo que de ahora en adelante se presenta 
como sistema interamericano de seguridad y defensa tradicional al Tratado Interamericano de 
Asistencia Recíproca (de ahora en adelante “TIAR”) y al Tratado Americano de Soluciones 
Pacíficas (de ahora en adelante “Pacto de Bogotá”).  
 
Desde la década de los 40, estos instrumentos sentaron la base para que los Estados hicieran 
frente a las potenciales amenazas de seguridad heredadas del final de la Segunda Guerra 
Mundial y de la reconfiguración del sistema internacional en torno a una estructura de tipo 
bipolar.  
 
No hay duda de que la aparición de estos dos instrumentos -especialmente del TIAR- 
respondió principalmente a la recurrente idea durante la Guerra Fría de considerar al 
comunismo como amenaza para el hemisferio occidental.  
 
No en vano, tras la adopción del texto del TIAR en septiembre de 1947 (y “salvaguardando” 
así la seguridad en América), en 1949 un segundo instrumento de características muy 
similares fue adoptado por los países del Atlántico Norte, bajo el mismo interés de hacer 
contrapeso a la Unión Soviética.  
 
Un año antes, regresando al continente americano, se celebró la IX Conferencia 
Panamericana en la cual se adoptó el Pacto de Bogotá, con el cual se reforzó la estructura de 
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seguridad en el hemisferio al considerar diversos mecanismos de resolución pacífica de 
controversias para sus signatarios.  
 
A continuación, se examinarán ambos instrumentos, constitutivos del sistema tradicional en 
América, con el fin de evaluar qué tipo de régimen de seguridad generaron, es decir, si se 
aproxima éste más a una comunidad o si por el contrario cumple en mayor medida con las 
características de un complejo. 
 
A) Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca  
 
Conocido comúnmente como TIAR, fue suscrito en la ciudad de Río de Janeiro el 02 de 
septiembre de 1947 -por lo cual también se le conoce como “Tratado de Río”- en el marco de 
la Conferencia Interamericana para el Mantenimiento de la Paz y la Seguridad en el 
Continente.  
 
Con esta Conferencia se continuó un trabajo iniciado dos años antes en Ciudad de México 
durante la Conferencia Interamericana sobre Problemas de la Guerra y de la Paz, cuyo 
principal propósito era la creación de un organismo internacional (que derivó en la OEA) que 
respondiera eficazmente a aquellos problemas que dieron origen a la Segunda Guerra 
Mundial, en caso de que eventualmente se manifestaran en América.  
 
El TIAR fue ratificado por un total de 23 países, y entró formalmente en vigor a partir de 
diciembre de 1948. El tratado constituye un instrumento de defensa colectiva para el 
hemisferio americano en caso de configurarse una agresión externa a alguna de las partes que 
lo conforman, por medio del establecimiento de una serie de obligaciones y procedimientos 
específicos. En su artículo 3, eje principal de este instrumento, se lee que: 
 
“[l]as Altas Partes Contratantes convienen en que un ataque armado por 
parte de cualquier Estado contra un Estado Americano, será considerado 
como un ataque contra todos los Estados Americanos, y en consecuencia, 
cada una de dichas Partes Contratantes se compromete a ayudar a hacer 
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frente al ataque, en ejercicio del derecho inmanente de legítima defensa 
individual o colectiva que reconoce el Artículo 51 de la Carta de las 
Naciones Unidas” (Organización de los Estados Americanos, 1947). 
 
Para que dicho ataque se contemple a la luz del artículo anterior, en el tratado se establece 
una zona de seguridad específica dentro de la cual debe ocurrir la agresión. En caso de que el 
ataque sea realizado, cada Estado está sujeto a la obligación de tomar las medidas que 
considere pertinentes para repelerlo de forma autónoma hasta que se acuerden medidas de 
tipo colectivo con los demás Estados signatarios. Las medidas tomadas tienen alcance hasta 
que se dé la intervención del Consejo de Seguridad de la ONU, tal y como se contempla en el 
Artículo 51 de la Carta de San Francisco.  
 
Al día de hoy sigue siendo el mecanismo de mayor alcance en cuanto a número de países 
para hacer frente a una eventual agresión externa. Sus principios fueron posteriormente 
incluidos en la Carta Constitutiva de la Organización de los Estados Americanos en 1948, 
específicamente en su capítulo VI sobre Seguridad Colectiva, y plenamente vigente en la 
actualidad.  
 
No obstante, es innegable que la aplicación práctica del mismo ha contado con múltiples 
dificultades. Esto ha llevado a que algunos autores como Ricardo Valero consideren al TIAR 
como un instrumento obsoleto (2010, págs. 382-385).  
 
Y de igual forma lo han hecho numerosos Estados en la actualidad, siendo esta una de las 
razones por las cuales se han privilegiado mecanismos subregionales para tratar los temas 
referentes a la seguridad.  
 
Incluso el mismo instrumento fue sujeto de un Protocolo de reformas llevadas a cabo el 26 de 
julio de 1975. Pretendiendo actualizarlo, en dicho año se reunieron en la ciudad de San José, 




En su artículo VIII se estipuló que la fecha de entrada en vigor de las reformas sería cuando 
dos terceras partes de los Estados firmantes depositaran su respectivo instrumento de 
ratificación ante la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 
 
Sin embargo, de los 21 países que participaron en la reunión y firmaron el protocolo de 
reformas en 1975, tan sólo ocho de ellos han depositado instrumentos de ratificación. Al 
requerirse un mínimo de 14 ratificaciones, se considera que este instrumento no ha entrado 
formalmente en vigor.  
 
Adicionalmente -y de forma paradójica- México, siendo uno de los primeros en ratificar el 
Protocolo (lo hizo en 1977), denunció el TIAR el 6 de septiembre de 2002, siendo el primer 
país en sustraerse formalmente de este instrumento.  
 
El Protocolo de 1975 tenía como objetivo lograr una mayor armonización entre los 
propósitos y principios de las Naciones Unidas con los fines del Sistema Interamericano. Por 
medio de este instrumento se buscaba reiterar la voluntad de los miembros de mantener la 
unión en pro de la paz y de la seguridad regional, por medio de la prevención y solución 
pacífica de controversias y respetando el principio de no intervención y el derecho de cada 
Estado de definir de forma autónoma su organización política (Comité Jurídico 
Interamericano, 2011, pág. 25). 
 
El anterior ejemplo es una pequeña muestra de los problemas alrededor del TIAR. Sin 
embargo, resultan más significativos los casos en los cuales se invocó el Tratado y los 
diversos resultados que se obtuvieron de aquellas solicitudes. A continuación, se presentan 
algunos ejemplos. 
 
La primera vez que el Tratado fue utilizado fue en 1948, siendo inaugurado por Costa Rica. 
En ese año, el gobierno costarricense denunció una posible invasión de su país por parte de 
tropas provenientes de Nicaragua. Dicha denuncia la hizo a la luz del artículo 6 del TIAR, en 




“Si la inviolabilidad o la integridad del territorio o la soberanía o la 
independencia política de cualquier Estado Americano fueren afectadas por 
una agresión que no sea ataque armado, o por un conflicto extracontinental o 
intracontinental, o por cualquier otro hecho o situación que pueda poner en 
peligro la paz de América, el Órgano de Consulta se reunirá inmediatamente, 
a fin de acordar las medidas que en caso de agresión se deben tomar en 
ayuda del agredido o en todo caso las que convenga tomar para la defensa 
común y para el mantenimiento de la paz y la seguridad del Continente” 
(Organización de los Estados Americanos, 1947). 
 
Es preciso aclarar que dicho órgano de consultas al cual se hace referencia en el anterior 
artículo es equivalente a la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, 
formalizada posteriormente en la Carta de la OEA.  
 
Posteriormente, en 1950 Haití solicitó que se convocara el órgano de consultas al afirmar que 
República Dominicana estaba interviniendo en su país. Los dominicanos actuaron en el 
mismo sentido, acusando a Haití de poner en peligro la seguridad en el continente.  
 
Casos similares se siguieron dando en el curso de la segunda mitad del siglo XX. En 1954 se 
invocó conjuntamente el TIAR en virtud de su artículo 6 por parte de diez Estados miembros 
de la OEA, al considerar que la expansión e intervención del movimiento comunista 
internacional en Guatemala ponía en peligro la paz y seguridad del continente (Comité 
Jurídico Interamericano, 2011, pág. 3). 
 
Con base en este mismo artículo se invocó de nuevo este instrumento en 1955 por parte de 
Costa Rica, aduciendo a una campaña proveniente de Nicaragua para promover la 
desestabilización del gobierno costarricense y posteriormente la invasión de su territorio. En 
ese mismo año Ecuador solicitó la reunión del órgano de consultas debido al aumento de 




Dos años después, Honduras pidió una reunión de consultas al asegurar que Nicaragua había 
violado en reiteradas ocasiones su territorio nacional. Posteriormente, en 1959 el TIAR fue 
invocado en dos ocasiones. La primera por parte de Panamá para denunciar el apoyo de 
extranjeros cubanos a movimientos nacionales panameños que buscaban derrocar al gobierno 
del país. La segunda, por parte de Nicaragua para denunciar una invasión armada facilitada 
por medio de aeronaves obtenidas en territorio costarricense.  
 
En 1960, el gobierno venezolano solicitó la reunión del órgano de consultas al denunciar una 
campaña de intervención y de agresión por parte de República Dominicana. Un año después 
sería el turno de Perú y de Colombia, que con base en el artículo 6 denunciaron una posible 
infiltración comunista por parte de Cuba.   
 
En 1962 se invocó el Tratado en dos ocasiones. Una se dio por parte de Bolivia, denunciando 
que la intención de Chile de modificar el curso del Río Lauca implicaba un atentado en 
contra de la integridad regional boliviana.  
 
Sin embargo, la segunda ocasión representa el hecho más importante en el cual entró en 
práctica el TIAR, cuando los Estados Unidos lo invocaron a causa de la llamada “crisis de los 
misiles” en Cuba.  
 
En esta ocasión, se solicitó la reunión del órgano de consultas con base en el artículo 6 del 
Tratado en virtud de que el gobierno estadounidense había “recibido pruebas concluyentes de 
que el Gobierno de Cuba ha[bía] permitido que su territorio se use para el establecimiento de 
armas ofensivas con capacidad nuclear suministradas por potencias extracontinentales” 
(Comité Jurídico Interamericano, 2011, pág. 4).  
 
Tras este caso, siendo uno de los más representativos en la historia del TIAR, este tratado se 
invocó en otras siete ocasiones. La siguiente fue en 1963 por parte de República Dominicana 
en contra de la ocupación policial de su Embajada en Haití. En ese mismo año Venezuela 




Un año después, Panamá lo invocó en contra de Estados Unidos por supuestas intervenciones 
de sus tropas destacadas en el Canal, y en 1969 se solicitó la reunión del órgano de consultas 
por parte de Honduras y El Salvador tras una serie de enfrentamientos militares entre ambos 
países.  
 
Tres años después de la reunión de plenipotenciarios en Costa Rica para adoptar el protocolo 
de reforma, en 1978 el gobierno costarricense invocó una vez más el TIAR en contra de 
Nicaragua. 
 
Antes de considerar los dos últimos casos en que se exhortó el uso del Tratado, es pertinente 
hacer ciertas apreciaciones sobre los ejemplos mencionados anteriormente. En primer lugar, 
llama la atención que 9 de los 17 ejemplos presentados involucran países centroamericanos, 
siendo lo anterior más de la mitad de los casos evaluados. 
 
En segundo lugar, todos tienen en común que representan conflictos estrictamente al interior 
de América y entre Estados firmantes del TIAR. En ellos no intervienen, salvo de forma 
indirecta en el caso de la crisis de los misiles, amenazas provenientes de Estados 
extrarregionales.  
 
Por último -y como consecuencia de lo anterior- la invocación del Tratado se da en virtud de 
su artículo 6, por medio del cual se solicita una reunión del órgano de consultas para 
determinar las medidas para reestablecer el orden.  
 
Esto derivó en que los casos se resolvieran principalmente mediante recomendaciones 
emanadas por el órgano, así como visitas de verificación y acuerdos de amistad entre los 
países involucrados3.   
 
                                                          
3 Como fue el caso de Costa Rica y Nicaragua en 1955, en el cual se designó una comisión investigadora que 
posteriormente hizo un llamado a ambos Estados para que formalizaran sus relaciones y resolvieran sus 
controversias. Así se hizo en enero de 1956 cuando ambos países suscribieron un acuerdo para dar 
cumplimiento a un Pacto de Amistad que previamente habían establecido en 1949.  
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Los últimos dos casos se han dejado para el final debido a que son los más significativos. 
Esto debido a que son los únicos que involucran amenazas provenientes de otras regiones, y 
por ello se dieron en virtud del artículo 3 del TIAR. Pero sobre todo por las implicaciones 
políticas posteriores a su invocación, que agravaron la crisis a la que recurrentemente se ha 
aludido en relación a este instrumento. 
 
En primer lugar -y siendo este el caso más conocido- se invocó en 1982 durante la Guerra de 
las Islas Malvinas. En esta ocasión se utilizó para solicitar el apoyo de los Estados signatarios 
en la defensa de los intereses argentinos frente a Reino Unido.  
 
Sin embargo, las disposiciones del artículo 3 no fueron cumplidas bajo el argumento 
presentado por Estados Unidos -y respaldado por Colombia y por Chile- en el sentido de que 
el TIAR es un acuerdo de carácter defensivo y que había sido Argentina quien había iniciado 
el conflicto bélico.  
 
En dicho caso, es necesario resaltar que los Estados Unidos también se encontraban 
obligados bajo el Tratado del Atlántico Norte a prestar apoyo a Reino Unido, siendo dicho 
tratado -como se mencionó con anterioridad- una emulación en sus disposiciones de las 
cláusulas incluidas en el TIAR.   
 
El caso de las Islas Malvinas llevó a una fuerte deslegitimación del TIAR como instrumento 
de defensa del hemisferio americano y del sistema de seguridad colectiva en su totalidad. 
Como lo menciona Ricardo Valero, este hecho demostró su “descrédito e inutilidad para los 
países latinoamericanos (…). En esa oportunidad, en que claramente se configuró un cuadro 
que cumplía los supuestos de la seguridad colectiva estipulada en los principios de 
solidaridad en que descansa el TIAR, no tuvo ningún efecto, y más bien ocurrió lo contrario” 
(Valero, 2010, pág. 385).  
 
El segundo y último caso sucedió en septiembre de 2001, cuando este instrumento fue 
invocado por Brasil a causa de los atentados terroristas ocurridos en los Estados Unidos. En 
este caso se convocó al órgano de consultas, no sólo con base en el TIAR, sino de la Carta de 
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la OEA. Este último caso es particularmente representativo, ya que al haberse puesto en 
marcha el mecanismo de consultas establecido por el instrumento, se abrió la puerta para 
considerar otro tipo de agresiones que no fueron contempladas formalmente en 1947; en este 
caso, el terrorismo. 
 
Si bien durante la reunión llevada a cabo en Washington se determinó que cada Estado 
signatario tenía libertad para establecer el tipo de ayuda que prestaría en la lucha contra el 
terrorismo, esto llevo a múltiples reacciones que una vez más reforzaron la idea de que este 
Tratado no sólo era obsoleto, sino que servía a los intereses estratégicos de los Estados 
Unidos, especialmente al evaluarlo a la luz de lo acaecido en 1982.  
 
Debido a lo anterior, múltiples Estados han denunciado este instrumento en los últimos años. 
Como se mencionó con anterioridad, el primero de ellos en hacerlo fue México4, aduciendo a 
la necesidad de crear una estructura de seguridad moderna y acorde con las necesidades del 
hemisferio, considerando que el TIAR era “un grave caso de obsolescencia e inutilidad” 
(BBC Mundo, 2002).  
 
Manteniendo una posición similar, en junio de 2012 los países del ALBA decidieron efectuar 
la denuncia de este instrumento argumentando, al igual que México, su naturaleza de 
obsoleto como mecanismo de seguridad regional. Así, recalcando lo sucedido en 1982 en el 
caso de las Islas Malvinas, Nicaragua efectuó la denuncia en septiembre de 2012, Bolivia en 







                                                          
4 En realidad, hubo un intento de denuncia anterior, ya que el 22 de enero de 1990 Perú lo hizo por medio de 




B) Tratado Americano de Soluciones Pacíficas  
 
A este Tratado se le conoce más comúnmente como Pacto de Bogotá, puesto que fue firmado 
el 30 de abril de 1948 en el marco de la IX Conferencia Panamericana5 desarrollada allí, en la 
capital de Colombia.  
 
Su objetivo principal es comprometer a sus signatarios a resolver las diferencias que surjan 
entre ellos sin recurrir al uso de la fuerza, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 27 de la 
Carta de la OEA, en el cual se lee: 
 
“un tratado especial establecerá los medios adecuados para resolver las 
controversias y determinará los procedimientos pertinentes a cada uno de los 
medios pacíficos, en forma de no dejar que controversia alguna entre los 
Estados americanos pueda quedar sin solución definitiva dentro de un plazo 
razonable” (Organización de los Estados Americanos, 1948, artículo 27).  
 
Para lograr lo anterior, en su texto se contemplan diferentes mecanismos de solución pacífica 
de controversias, tales como la mediación, los buenos oficios, la conciliación, la 
investigación, el arbitraje y los procedimientos de carácter judicial por medio de la 
jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia sin necesidad de una declaración de 
aceptación unilateral por parte de cada Estado. Dichos mecanismos deben ser agotados antes 
de acudir al Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. 
 
El Pacto de Bogotá es el resultado de un largo proceso dirigido a constituir un sistema para la 
solución de controversias entre los Estados del hemisferio americano. Dentro de los 
instrumentos internacionales sobre la materia que le anteceden y que fueron suscritos en la 
región se encuentran: 
 
                                                          
5 Durante dicha Conferencia surgió igualmente la Organización de los Estados Americanos – OEA, sucesora de 
la Unión Panamericana.  
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 el Tratado para evitar o prevenir conflictos entre los Estados Americanos (Pacto 
Gondra) del 03 de mayo de 1923,  
 
 la Convención General de Conciliación Interamericana del 05 de enero de 1929 y su 
protocolo adicional del 26 de septiembre de 1933,  
 
 el Tratado General de Arbitraje Interamericano del 05 de enero de 1929 y su 
protocolo sobre Arbitraje Progresivo del mismo año, 
 
 la Convención sobre Mantenimiento, Afianzamiento y Restablecimiento de la paz del 
23 de diciembre de 1936,  
 
 la Convención para Coordinar, Ampliar y Asegurar el cumplimiento de los Tratados 
existentes entre los Estados americanos del 23 de diciembre 1936, 
 
 el Tratado Interamericano sobre Buenos Oficios y Mediación del 23 de diciembre 
1936, 
 
 el Tratado Relativo a la Prevención de Controversias del 23 de diciembre de 1936, 
 
 el Tratado Antibélico de No Agresión y de Conciliación del 10 de octubre de 1933, y  
 
 el ya descrito Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca del 02 de septiembre 
de 1947.  
 
Con el Pacto de Bogotá se propuso dar uniformidad a los instrumentos citados anteriormente6 
en un único tratado que cristalizara los principios sobre solución pacífica de controversias, y 
que por consiguiente fungiera como código de paz para los Estados americanos.  
                                                          
6 Algunos de los cuales cesaron sus efectos una vez entró en vigor el Pacto, en virtud de su artículo LVIII en el 
cual se lee: “ARTICULO LVIII. A medida que este Tratado entre en vigencia por las sucesivas ratificaciones de 
las Altas Partes Contratantes cesarán para ellas los efectos de los siguientes Tratados, Convenios y Protocolos: 




Como se menciona en el informe sobre los instrumentos relativos a la paz, la seguridad y la 
cooperación de la OEA realizado por el Comité Jurídico Interamericano en el año 2011, el 
Pacto de Bogotá, si bien entró en vigor el 06 de mayo de 1949, estuvo prácticamente sin uso 
hasta 1957, año en el cual Honduras y Nicaragua lo invocarían para solicitar ante la Corte 
Internacional de Justicia un fallo dirigido a definir la validez del laudo emitido por el Rey 
Alfonso XIII de España en 1906 sobre la delimitación marítima entre ambos países en el mar 
Caribe (2011, pág. 4).  
 
Posteriormente su uso adquirió más fuerza. Con base en lo contemplado en el artículo XXXI 
del Pacto7, por medio del cual se establece la jurisdicción de la Corte Internacional de 
Justicia para conocer sobre las controversias de los Estados signatarios, dicho Tratado ha sido 
invocado en 15 ocasiones adicionales a la de 1957.  
 
En 1986 fue utilizado por Nicaragua para instaurar dos demandas; una contra Honduras y 
otra contra Costa Rica. En 1999, Nicaragua una vez más instauraría una demanda en contra 
de Honduras en materia territorial y marítima.  
 
En 2001, el Pacto sería invocado de nuevo por Nicaragua, esta vez para demandar a 
Colombia en una disputa marítima y territorial sobre el mar Caribe. Nicaragua, “usuario” 
recurrente de la Corte, sería demando en el año 2005 por Costa Rica, en un caso sobre 
derechos de navegación en el río fronterizo San Juan.  
                                                                                                                                                                                    
General de Conciliación Interamericana del 5 de enero de 1929; Tratado General de Arbitraje Interamericano y 
Protocolo Adicional de Arbitraje Progresivo del 5 de enero de 1929; Protocolo Adicional a la Convención 
General de Conciliación Interamericana del 26 de diciembre de 1933; Tratado Antibélico de No Agresión y de 
Conciliación del 10 de octubre de 1933; Convención para Coordinar, Ampliar y Asegurar el Cumplimiento de 
los Tratados Existentes entre los Estados Americanos del 23 de diciembre de 1936; Tratado Interamericano 
sobre Buenos Oficios y Mediación del 23 de diciembre de 1936; Tratado Relativo a la Prevención de 
Controversias del 23 de diciembre de 1936”. 
 
7 En el cual se lee: “ARTICULO XXXI. De conformidad con el inciso 2º del artículo 36 del Estatuto de la Corte 
Internacional de Justicia, las Altas Partes Contratantes declaran que reconocen respecto a cualquier otro Estado 
Americano como obligatoria ipso facto, sin necesidad de ningún convenio especial mientras esté vigente el 
presente Tratado, la jurisdicción de la expresada Corte en todas las controversias de orden jurídico que surjan 
entre ellas y que versen sobre: a) La interpretación de un Tratado; b) Cualquier cuestión de Derecho 
Internacional; c) La existencia de todo hecho que, si fuere establecido, constituiría la violación de una 
obligación internacional; d) La naturaleza o extensión de la reparación que ha de hacerse por el 




En el año 2008, dos casos fueron conocidos por la Corte de nuevo en virtud del Pacto de 
Bogotá. El primero sería sobre la disputa territorial entre Perú y Chile, y el segundo sobre las 
aspersiones aéreas con herbicida en la frontera entre Ecuador y Colombia.   
 
Honduras demandaría a Brasil en el año 2009, y en el año 2010 Costa Rica instauraría una 
nueva demanda en contra de Nicaragua debido a ciertas actividades llevadas a cabo en el área 
fronteriza.  
 
Estos últimos dos países volvieron a abrir las puertas de la Corte en el año 2011. En este 
caso, Nicaragua demandó a Costa Rica por la construcción de una carretera a lo largo del río 
San Juan (cuya soberanía es ejercida por Nicaragua en virtud del fallo que dio solución a la 
demanda instaurada por Costa Rica en el año 2005 sobre derechos de navegación sobre ese 
mismo río).  
 
El año 2013 marcaría el momento en el que más se ha requerido la jurisdicción de la Corte 
con base en el Pacto de Bogotá. En este año, la Corte debió recibir tres nuevas demandas de 
Estados americanos. En la primera, Bolivia demandó a Chile buscando obtener un acceso al 
Océano Pacífico. 
 
Las otras dos conciernen a Estados que ya se habían enfrentado en dicho tribunal: Colombia 
y Nicaragua. Éste último instauró dos demandas en contra de Colombia; la primera con el 
objetivo de lograr una delimitación de su plataforma continental más allá de las 200 millas 
náuticas desde su costa, y la segunda alegando supuestas violaciones de derechos soberanos y 
espacios marítimos en el mar Caribe8. 
                                                          
8 En estos dos casos, especialmente, el Pacto de Bogotá adquirió un papel relevante. La Corte debió entrar a 
interpretar el Artículo LVI del Tratado para definir si tenía o no jurisdicción para conocer las dos demandas 
interpuestas por Nicaragua. Colombia -en el procedimiento de excepciones preliminares- argumentó que, 
conforme al segundo párrafo de dicho artículo, la Corte no tenía jurisdicción puesto que las demandas 
instauradas por Nicaragua se dieron en una fecha posterior a la notificación de denuncia realizada por 
Colombia. En dicho artículo se dice los siguiente: “ARTICULO LVI. El presente Tratado regirá 
indefinidamente, pero podrá ser denunciado mediante aviso anticipado de un año, transcurrido el cual cesará en 
sus efectos para el denunciante, quedando subsistente para los demás signatarios. La denuncia será dirigida a la 
Unión Panamericana, que la transmitirá a las otras Partes Contratantes. La denuncia no tendrá efecto alguno 
sobre los procedimientos pendientes iniciados antes de transmitido el aviso respectivo”. 
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Costa Rica y Nicaragua volverían a encontrarse en La Haya en el año 2014, cuando el 
gobierno costarricense demandó a Nicaragua debido al diferendo limítrofe de ambos países 
en el mar Caribe y en el Océano Pacífico.  
 
Por último, el 06 de junio 2016 Chile demandó a Bolivia con respecto al estatus y uso de las 
aguas del complejo hídrico del río Silala. Un día después de la demanda, el presidente Evo 
Morales anunció su intención de contrademandar a Chile.  
 
El Pacto de Bogotá no ha sido ajeno a críticas. De los 21 países que originalmente lo 
firmaron, tan sólo 16 lo ratificaron y dos de ellos ya lo han denunciado (El Salvador el 24 de 
noviembre de 1974 y Colombia el 27 de noviembre de 2012). Frente a su eficacia, Radseck 
hace la siguiente observación:  
 
“Existen considerables reservas respecto al mecanismo automático de 
arbitraje obligatorio y al recurso a la Corte Internacional de Justicia. Otros 
países consideran que el Pacto les impide juzgar por sí mismos sobre hechos 
que son de su jurisdicción interna.  
 
Fuera de eso, el sistema de solución pacífica de controversias establecido por 
la Carta de la OEA, especialmente tras las enmiendas introducidas por el 
Protocolo de Cartagena (1985) que confirieron al respecto nuevos poderes y 
atribuciones al Consejo Permanente, hace que la efectividad del Pacto de 
Bogotá, se vuelva más limitada aún.  
 
No sorprende por lo tanto que exista una divergencia de fondo en la OEA 
acerca de la conveniencia de revisar (Belice, Chile, Panamá, Perú) o sustituir 
(Colombia, Ecuador, Venezuela) el Pacto de Bogotá” (Radseck, 2004, págs. 
13-14). 
 
Lo anterior es una muestra de que el Pacto de Bogotá -si bien ha sido el instrumento 
predilecto por algunos Estados para la solución de sus controversias- es visto por algunos 
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países como una herramienta que posiblemente deba ser reemplazada. Las opiniones son 
diversas, pero algunas de ellas apuntan a que las atribuciones originales del mismo son 
anacrónicas.  
 
El Pacto de Bogotá se une así a las mismas dificultades que amenazan al TIAR. La idea de 
que son instrumentos obsoletos o anacrónicos, así como la objeción ideológica presentada 
por algunos Estados -no sólo en contra de dichos tratados sino de la OEA en general- han 
sido algunas de las causas que han llevado a que ciertos países prefieran una configuración 
subregional para tratar los temas relativos a la seguridad. Lo anterior ha puesto en entredicho 
la legitimidad del sistema tradicional fundado en dichos mecanismos convencionales.   
 
C) ¿Y la Junta Interamericana de Defensa?  
 
El panorama sobre el sistema tradicional interamericano no estaría completo sin antes hacer 
una breve revisión de la Junta Interamericana de Defensa - JID. Si bien este organismo nace 
en el mismo contexto en el cual surgen el TIAR y el Pacto de Bogotá, la naturaleza frente a 
su rol sigue siendo cuestión de debates, y por ende no puede considerársele plenamente como 
uno de los pilares sobre los cuales se sustenta el sistema.  
 
No obstante, da muestra de la concepción sobre seguridad y defensa que se tenía en la época 
de su creación, así como de las dificultades a las cuales se enfrenta con respecto a los 
enfoques actuales.  
 
La Junta fue creada el 30 de marzo de 1942 y su sede es la ciudad de Washington D.C. Su 
aparición se debe a la necesidad de hacer frente -en materia militar- a las amenazas derivadas 
de la Segunda Guerra Mundial, mediante el estudio, recomendación y planeación de medidas 
para ejercer la defensa colectiva del hemisferio americano.  
 
Una vez acabada la guerra, la misión de la JID fue prorrogada al interior de la recientemente 
creada Organización de los Estados Americanos debido a la existencia de potenciales 
amenazas externas que ponían en riesgo a los países del hemisferio.  
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Finalizada la Guerra Fría en la década de los 90, la JID nuevamente debió entrar a reformular 
su rol en el hemisferio. Se decidió que sería un organismo asesor y consultivo en materia 
militar de la Asamblea General, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones 
Exteriores y del Consejo Permanente de la OEA.  
 
Adicionalmente, los miembros de la Junta determinaron que su misión estaría dirigida a 
plantear y preparar la defensa del continente para contribuir así a su seguridad, mediante la 
identificación de soluciones a los retos comunes de defensa. Sin embargo, con este último 
mandato nunca se estableció claramente la relación jerárquica con respecto a la OEA, 
limitando así su capacidad de acción. 
 
No fue sino a partir del 30 de marzo de 2006, por medio de la resolución AG/RES. 1 de la 
Asamblea General, que la Junta Interamericana de Defensa pasó a ser parte integral de la 
OEA, 64 años después de haber sido creada y habiendo recibido -durante décadas- gran parte 
de sus fondos directamente de este organismo.  
 
Con lo anterior se dio cumplimiento a lo dispuesto en el último párrafo del artículo 53 de la 
Carta de la OEA en el cual se lee que “se podrán establecer, además de los previstos en la 
Carta y de acuerdo con sus disposiciones, los órganos subsidiarios, organismos y las otras 
entidades que se estimen necesarios” (Organización de los Estados Americanos, 1948, 
artículo 53). 
 
En términos de estructura organizacional, la JID cuenta con un Consejo de Delegados, un 
Estado Mayor Internacional, una Secretaría y el Colegio Interamericano de Defensa. Una de 
las características de estos organismos, y que ha acarreado numerosas críticas a la Junta, es 
que su presidente es un militar representante del país sede, es decir, un general de los Estados 
Unidos.  
 
Junto con lo anterior, el alcance de sus funciones siempre ha sido algo problemático al 
interior de los Estados que conforman la OEA. Como menciona Radseck, desde la 
perspectiva de los Estados Unidos la JID debe contar con más atribuciones, incluyendo el 
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asesoramiento directo de los representantes del Consejo Permanente de la OEA; la creación 
de fuerzas conjuntas para hacer frente a los flujos ilegales de migrantes y refugiados; y la 
búsqueda de respuestas adecuadas y especiales a la seguridad de los pequeños Estados 
insulares (2004, pág. 24).  
 
Por el contrario -menciona el autor- países como México se oponen a un papel ampliado de 
la Junta. Desde la óptica mexicana, ésta no es más que un órgano asesor de la OEA y por 
consiguiente no puede contar con atribuciones operativas, so pena de posibilitar acciones 
intervencionistas que lleven a la inestabilidad en el hemisferio (González, S. en Radseck, 
2004, pág. 25). 
 
D) La concepción de seguridad y amenazas en el sistema tradicional 
 
Como se ha venido mencionando a lo largo de este documento, el sistema tradicional de 
seguridad y defensa del hemisferio americano está sustentado principalmente en el Tratado 
Interamericano de Asistencia Recíproca y en el Tratado Americano de Soluciones Pacíficas, 
lo que implica que las ideas de seguridad y de amenazas deben analizarse desde los preceptos 
establecidos en ambos instrumentos. 
 
Así mismo, la breve presentación de la Junta Interamericana de Defensa y los propósitos bajo 
los cuales fue creada en 1942, da luces del pensamiento estatal que permeaba al hemisferio 
en el contexto en que los anteriores mecanismos tuvieron su surgimiento. Por consiguiente, 
no puede olvidarse el marco histórico dentro del cual nace el sistema tradicional y en el cual 
se mantuvo durante décadas: la Segunda Guerra Mundial y la Guerra Fría.   
 
Podría decirse que TIAR y el Pacto de Bogotá representan, cada uno por su cuenta, las dos 
caras que conforman la moneda del sistema de seguridad del hemisferio. El TIAR, por su 




Fue resultado del interés estadounidense de contener la potencial expansión de la Unión 
Soviética en el continente americano, mediante el establecimiento de mecanismos de 
respuesta en caso de una agresión externa a alguno de los signatarios. 
 
Dentro de la óptica del TIAR se preveía que dicha agresión externa proviniera de un Estado 
no americano, y aunque no se menciona explícitamente, se hizo pensando en que se haría 
efectiva desde un país al oriente del llamado “Telón de Acero”.   
 
No en vano, y dentro de la configuración bipolar del sistema internacional durante la Guerra 
Fría, se prorrogó el mandato de la Junta Interamericana de Defensa que, si bien es anterior al 
TIAR, refleja la idea de que finalizada la Segunda Guerra Mundial aun existían en el mundo 
potenciales amenazas a los Estados americanos. 
 
El Pacto, por el otro lado, es el instrumento que refleja los preceptos ideales de la paz en el 
hemisferio. Hacer frente a las amenazas externas requería igualmente que se sentaran las 
bases y las reglas para la convivencia de los Estados del continente.  
 
Mientras por un lado se establecen las respuestas militares a las agresiones externas, con el 
Pacto se determinan los cursos de acción para solucionar pacíficamente las controversias que 
surgiesen al interior del sistema.  
 
En el marco del sistema tradicional se entiende -en síntesis- la seguridad del continente en 
función de la defensa. Dicha defensa, centrada especialmente en lo militar, toma forma ante 
la existencia de potenciales amenazas de carácter externo y eminentemente estatales. No se 
prevén otros tipos de amenazas a la seguridad; su desarrollo es posterior e involucra un 
análisis profundo en el siguiente capítulo.  
 
Como se mencionó, estas concepciones se dan al interior del contexto de la Guerra Fría, y si 
bien su plena vigencia puede ponerse en duda con el fin de la misma en los primeros años de 




Por el contrario, es su continuidad -cuestionada por algunos países esgrimiendo el argumento 
de la obsolescencia- una de las diversas causas que han llevado a propiciar nuevos espacios 
para tratar el tema de la seguridad, y nuevas ideas en torno a las amenazas contemporáneas 
que afectan día a día a los Estados.  
 
No es materia de este capítulo, sin embargo, entrar a definir la eficacia de aquellos 
escenarios; tarea que se realizará en los apartados subsiguientes. 
 
E) Sistema interamericano de seguridad y defensa tradicional: ¿Complejo de seguridad o 
comunidad de seguridad? 
 
Habiendo expuesto el sustento del sistema tradicional, teniendo en cuenta sus características 
y contando con una idea sobre la concepción en materia de seguridad y de amenazas que en 
él subyacen, es pertinente ahora hacer una aproximación teórica del mismo para definir si 
éste ha generado una comunidad de seguridad o si por el contrario se asemeja más a la 
estructura de un complejo.   
 
Se ha aceptado en el marco teórico propuesto la posibilidad de entender los complejos y las 
comunidades en una línea de tiempo evolutiva, que inician en una especie de pre-complejo 
de seguridad y finalizan en la comunidad de tipo amalgamada (Frasson-Quenoz, 2014, pág. 
42). Bajo esa óptica debe analizarse el sistema de seguridad tradicional del hemisferio 
americano. 
 
Sin recaer de nuevo en un recuento del TIAR y el Pacto de Bogotá, es necesario sin embargo 
recalcar algunas características anteriormente mencionadas. La concepción de seguridad en 
este sistema se basa exclusivamente en la defensa frente amenazas estatales externas.  
 
En este sentido, el proceso de securitización -es decir, convertir en un asunto de seguridad de 
la agenda de un Estado un tema específico- se presenta en el contexto de la Guerra Fría, y su 




Al interior del sistema se aplican dinámicas de amistad y enemistad que se presentan 
igualmente a nivel global. En cuanto a las primeras, la potencia (Estados Unidos) propicia un 
escenario en el cual surgen instrumentos que permiten la acción en conjunto de quienes se 
adhieren a ellos.  
 
Pero no pueden confundirse los patrones de amistad como un ejercicio de altruismo. En 
realidad, dichos intercambios entre países “amigos” hacen referencia a la posibilidad de crear 
alianzas que faciliten respuestas y apoyos ante la cristalización de una amenaza. Este es el 
caso del sistema de seguridad tradicional. 
 
En cuanto a las dinámicas de enemistad, ya bastante se ha mencionado sobre el interés de 
contener la potencial expansión de la Unión Soviética en un escenario de bipolaridad en el 
cual recayó el sistema internacional al finalizar la Segunda Guerra Mundial. Esta visión 
frente al “enemigo” externo fue aplicada en la configuración del TIAR y el Pacto de Bogotá, 
así como implícitamente hizo parte del mandato de la Junta Interamericana de Defensa.  
 
Pero no sólo en los instrumentos puede identificarse esta dinámica. En su aplicación es donde 
realmente yacen los patrones. Podría pensarse que el TIAR, y especialmente el Pacto de 
Bogotá, son la mejor muestra de cooperación entre los Estados9. Sin embargo, revisando la 
aplicación que se ha dado a estos dos instrumentos puede concluirse algo diferente. 
 
Ambos tratados han sido invocados principalmente para tratar cuestiones concernientes a 
problemas entre Estados del hemisferio10, lo que permite identificar que lo que originalmente 
se pensó como una alianza entre Estados amigos, carece en ciertos escenarios del factor 
“amistad”.  
                                                          
9 Estados signatarios, ya que vale la pena recordar que no todos hacen parte de estos dos instrumentos. El hecho 
de que no todos hayan decidido participar en la alianza que se configura, resalta más la idea de que los patrones 
de enemistad están siempre presentes.  
 
10 Resaltando que los mecanismos de solución pacífica de controversias contemplados en el Pacto de Bogotá no 
se aplican para Estados no signatarios, y por lo tanto su invocación siempre concierne a problemas entre países 
del hemisferio. En el caso del TIAR, por el contrario, se contempla la posibilidad de una acción externa. No 
obstante, en los casos en que se ha invocado se ha hecho principalmente en virtud de su artículo 6, en el cual se 




Esto no implica que la alianza deje de existir cuando no hay amistad entre los actores, como 
ya se mencionó en un apartado anterior. Lo que permite es demostrar que incluso dentro de 
las alianzas, es posible que existan dinámicas de enemistad. 
 
En el caso del Pacto de Bogotá, éste refleja las numerosas discrepancias y controversias que 
existen entre los países del hemisferio11, que han encontrado en este tratado un instrumento 
propicio para tocar las puertas de la Corte Internacional de Justicia. 
 
En cuanto al TIAR, se le ha dado un uso concentrado principalmente en casos en que los 
agresores son los mismos países del hemisferio. Tan sólo en dos ocasiones se intentó su 
invocación en virtud de una amenaza externa, y en ambos sucesos los resultados demuestran 
indicios de enemistad entre los actores. 
 
En el caso de las Islas Malvinas se demostró el fraccionamiento en las opiniones con respecto 
a su uso. Más tarde esto llevaría a poner en tela de juicio los propósitos originales del tratado; 
propósitos que una vez más fueron cuestionados en la segunda ocasión en que se invocó para 
hacer frente a una amenaza externa (en el año 2011), puesto que ésta no provenía de un actor 
estatal. 
 
Tanto la aplicación de estos instrumentos, así como los cuestionamientos a los mismos y la 
denuncia de ellos por parte de algunos de sus signatarios, dan muestra de patrones en los 
cuales son mayores las diferencias entre los actores que la presencia de similitudes.  
 
Lo anterior refleja una interacción entre los conceptos de anarquía y balance de poder, tal y 
como lo mencionan Buzan y Waever (2013). En el primer caso, se acepta la seguridad como 
una preocupación inherente de los Estados, debido a la incertidumbre frente a las acciones de 
los demás actores en el sistema.  
 
                                                          
11 Sin contar aquellos diferendos con y entre aquellos países que no hacen parte del Pacto, que, en el caso 
americano, son mayoría.  
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En cuanto a lo segundo, para contrarrestar el poder de las amenazas y acercarse al equilibrio 
de poder, los Estados se acercan los unos a los otros para buscar cursos de acción conjuntos. 
No debe olvidarse que, en el contexto del sistema tradicional, toda referencia que se haga 
aquí al término “amenaza” debe ser entendida como la acción de otro Estado, especialmente 
en materia militar.  
 
¿Cuál es la respuesta para contrarrestar la incertidumbre? En este caso en particular es una 
alianza -como se ha dicho- que se cristaliza en dos instrumentos internacionales concretos. 
Frente a la incertidumbre de acciones llevadas a cabo por miembros del sistema, se aplica el 
Pacto de Bogotá. Frente a la incertidumbre de aquellas realizadas por actores externos, 
sobresale el TIAR. De esta forma busca hacerse un contrabalanceo al poder ejercido por el 
bloque soviético.  
 
Las dinámicas de amistad y enemistad, así como el proceso entre anarquía y equilibrio de 
poder, constituyen dos de tres características que permiten identificar la existencia de un 
complejo. La tercera -claramente visible en este caso- es la presencia de grandes potencias 
con capacidad de ejercer influencia en las regiones en las que interactúan.  
 
Como se dijo, dichas potencias transportan y reflejan el equilibrio de poder global en el 
espacio regional, y cuentan con la capacidad de determinar aquellos temas que deben o no 
considerarse prioritarios para la seguridad.  
 
Estados Unidos -como dato adicional- no sólo cumple con esta característica en el sistema 
del hemisferio americano, sino que ejerció un papel similar para construir un mecanismo de 
defensa de sus intereses en el continente europeo por medio del Tratado del Atlántico Norte 
que dio origen a la OTAN.  
 
Considerando estas tres características, vale la pena preguntarse qué tipo de complejo refleja 
mejor el contexto del sistema tradicional. Ante esto vale la pena recordar que son posibles los 




Podría decirse que, en un primer momento, el sistema fue un complejo centrado. Lo anterior 
debido a que éste giraba en torno a una potencia global que llegó a determinar una serie de 
normas con base en sus acciones en el escenario global, y que fueron reflejadas 
posteriormente a nivel regional.  
 
Sin embargo, con el fin de la Guerra Fría este complejo centrado se transformó en un 
complejo estándar, caracterizado por la convivencia de los actores en una estructura 
anárquica. Si bien uno de los actores es una potencia (principalmente regional) que puede 
influir en la generación de patrones de amistad y de enemistad, dichas dinámicas ya no 
trascienden al nivel global. Por el contrario, las características son propias del escenario 
regional. 
 
Incluso puede afirmarse que el complejo ha sufrido una nueva transformación en los últimos 
años, en la cual se ha subdividido en nuevos complejos estándar, todos existentes en el 
continente americano. Como se resaltó en el marco teórico, los complejos (y las 
comunidades) pueden superponerse y existir en un mismo espacio geográfico (Frasson-
Quenoz, 2014, pág. 42).  
 
Sin embargo, esta reciente transformación a la cual se hace mención será tratada en el 
capítulo 5. Será con base en la existencia (o no) de estos nuevos complejos estándar en el 
continente que se evaluará la validez de la hipótesis presentada al inicio de esta 
investigación.  
 
Siguiendo con el análisis centrado en la posibilidad de evolución, y habiendo determinado 
que el sistema tradicional cuenta con las características de un complejo de seguridad, 
¿contará éste también con aquellas que permiten afirmar la existencia de una comunidad?   
 
Realizando una caracterización resumida, en una comunidad de seguridad existe la idea entre 
sus miembros de que los problemas pueden ser abordados utilizando mecanismos 
institucionales (entendiendo esto como normas y reglas) en los cuales no se recurre al uso de 
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la fuerza. Lo anterior configura la expectativa de cambio pacífico que fue descrita en el 
marco teórico.  
 
Consecuencia de lo anterior es el abandono de las preocupaciones frente a amenazas de 
carácter militar que provengan de los otros actores de la comunidad. Es decir, las amenazas 
tradicionales llegan a un punto en el cual están prontas a desaparecer, dando paso al 
tratamiento de otros problemas que se enmarcan en la realidad social, económica y 
ambiental, entre otras.   
 
Adicionalmente, existe una clara intersubjetividad. Es decir, las identidades y el lenguaje son 
elementos compartidos entre los miembros de la comunidad, por medio de numerosas 
interacciones en las cuales se pone de presente el interés que tiene cada actor por los demás 
que interactúan al interior de la comunidad.  
 
Bajo la óptica anterior, cuesta identificar similitudes del sistema tradicional con una 
comunidad de seguridad. Es cierto que el objetivo de instrumentos como el Pacto de Bogotá 
puede enmarcarse dentro de la idea de que los problemas al interior del grupo estén sujetos a 
un trato mediante mecanismos institucionales de carácter pacífico.  
 
No obstante, no puede afirmarse que haya un abandono de las preocupaciones frente a las 
amenazas de carácter militar. Todo lo contrario. Son dichas amenazas militares, provenientes 
de otros Estados, las que condicionan la existencia de dicho sistema. En esta visión 
tradicional, no es sino hasta el final de la Guerra Fría en donde se comienzan a identificar 
como amenazas nuevos problemas que anteriormente no eran considerados por los Estados.  
 
Y es mucho menor la capacidad de afirmar que existe un grado de intersubjetividad al 
interior del sistema tradicional. Como se evaluó anteriormente, existen múltiples 
discrepancias entre quienes pertenecen al sistema (y también entre aquellos que son externos 





Quizás el sistema sí cuente con algunas características de una comunidad, pero ellas están 
relacionadas con un nivel naciente lejos de ser un cuerpo propiamente establecido. Entre 
ellas, por ejemplo, es posible ver una leve coordinación para hacer frente a los problemas que 
se consideran comunes (en este caso, las agresiones externas y las controversias internas).  
 
Incluso hay una intensificación de las transacciones, que lleva a la creación de 
organizaciones internacionales como la OEA, característica propia de una comunidad de 
seguridad pluralista en fase ascendente. En este caso, se procura disminuir la incertidumbre 
frente a las acciones de los otros actores por medio de una institución formal.    
 
No obstante, como se planteó al inicio de esta investigación, una comunidad propiamente 
dicha existe en el momento en que llega a la etapa de madurez. La incertidumbre no ha sido 
reducida al máximo por medio de los instrumentos que conforman al sistema tradicional. Su 
aplicación práctica, como fue expuesto, ha derivado más en inconvenientes y tensiones entre 
los actores que en soluciones claras.  
 
El hecho de que algunos Estados hayan puesto en tela de juicio la vigencia del sistema 
tradicional, refuerza la idea de que la concepción de ciertos miembros es de fuerte oposición 
frente a la institucionalidad que se espera exista en una comunidad. Dicha institucionalidad, 
por consiguiente, no está totalmente configurada ni finalizada.  
 
No sería justo negar la existencia de otros elementos propios de una comunidad como puede 
serlo el aprendizaje social. Sin embargo, este proceso se ha dado de forma paradójica, puesto 
que las normas de comportamiento (y las sanciones para quienes las infrinjan), debido al 
cuestionamiento sobre su aplicación, han derivado en el interés de crear nuevos espacios de 
mejora con el fin de garantizar mayor eficiencia. 
 
Estos espacios, no obstante, no son al interior del sistema mismo. Son escenarios 
principalmente subregionales en los cuales se puede poner en práctica la nueva 




En síntesis, si bien el sistema cuenta con algunas características de una comunidad, éstas son 
mínimas y son propias de la fase naciente y en menor medida de la fase ascendente. Por tal 
razón, no logra configurarse una comunidad madura en la cual haya una autolimitación de los 
miembros para evitar confrontaciones, se logre que exista una gobernanza internacional, se 
busque una desmilitarización fronteriza, y se cree un lenguaje compartido alrededor del 
sentimiento del “nosotros somos” (Adler y Barnett, 1998, p. 45-47). 
 
Mucho menos se pueden identificar características más avanzadas, propias de una comunidad 
pluralista fuertemente acoplada, como lo son la existencia de instituciones transnacionales y 
supranacionales en mutua interacción; o el uso de la fuerza como un derecho comunitario y 
no como un derecho individual (estatal).  
 
Tampoco hay una integración militar y coordinación política para hacer frente a las amenazas 
internas. Por el contrario, el sistema tradicional se configura en torno a mecanismos que 
posibilitan una respuesta frente a amenazas externas, y que aun así se ve limitado en su 
aplicación.  
 
Y en cuanto a la integración automática de las normas de la comunidad al cuerpo legal 
interno de cada Estado (característica propia de procesos de integración avanzados), este 
elemento está ausente en el sistema tradicional.  
 
Las pocas características que son visibles, a pesar de existir, no permiten hablar de la 
existencia propiamente dicha de una comunidad de seguridad. Por el contrario, el sistema 
tradicional se asemeja en mayor medida a la configuración propia de un complejo, que como 
se mencionó, está en transformación.  
 
Revisar si dicha transformación está dirigida a la creación de una comunidad, o si por el 
contrario se mantiene dentro del espectro de los complejos, es el propósito de los capítulos 
restantes de esta investigación.  
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Capítulo 3. El nuevo enfoque de aproximación a los conceptos de “seguridad” y 
“amenazas”  
 
“La finalización de los conflictos armados y el fin de la polarización Este-
Oeste trajeron una nueva visión a la seguridad universal y a la seguridad 
interamericana. Desaparecido el humo de la confrontación armada, surgió 
con nitidez el perfil de la dimensión humana de estos procesos, más allá del 
número y alcance de los armamentos y de los efectivos militares.  
 
En cierta medida, un mundo nuevo, bajo el paraguas antiguo del modelo de 
seguridad construido en otra época y con distintos referentes, pero con 
muchos componentes plenamente vigentes y necesarios que se han ido 
complementando, ampliando y enriqueciendo en los últimos sesenta y cuatro 
años” (Comité Jurídico Interamericano, 2011, pág. 2). 
 
De esta forma, el Comité Jurídico Interamericano hace referencia al cambio en los 
paradigmas de seguridad tras el final de la Guerra Fría. Vale la pena resaltar que, en dichas 
palabras, el Comité opina que las nuevas visiones siguen enmarcadas en un sistema anterior, 
al cual se le han hecho aportes en los últimos tiempos.  
 
¿Pero han sido estos aportes suficientes para una modificación radical del sistema tradicional 
de seguridad del hemisferio americano? A continuación, se analiza uno de esos cambios en 
relación con el modelo anterior, y que como se pretende exponer en esta investigación, es 
uno de los componentes de la arquitectura flexible sobre la cual se cimienta la seguridad en 
América. 
 
A saber, se hablará en el presente capítulo de la transformación que han tenido los conceptos 
“seguridad” y “amenazas” en las últimas décadas. No se debe olvidar que una de las 
características de estos conceptos, desde una mirada teórica, es la constante transformación 




Así se indicó en el marco teórico de esta investigación, considerando la óptica de los 
complejos de seguridad. En efecto, los términos “seguridad” y “amenaza” están sujetos a 
mutación; sus significados se construyen y se deconstruyen, en virtud de aquello que la 
sociedad y los Estados identifican como un potencial problema. 
 
En dicho sentido, nuevos temas encuentran participación en las agendas estatales, y es 
posible identificar un distanciamiento del nivel de análisis tradicional centrado en el ámbito 
militar (Buzan & Waever, 2003), pasando así a tener en cuenta la esfera social, ambiental, 
económica, geográfica, etc.  
 
En un escenario práctico, este proceso de reconfiguración de significados se dio en el 
continente americano. Con el final de la Guerra Fría, como bien lo indicó el Comité Jurídico 
Interamericano, el hemisferio comienza a repensar la seguridad con el fin de adecuarse a los 
cambios en el globo12. Surgen así nuevas denominaciones como las que se presentarán a 
continuación.  
 
A) La seguridad multidimensional  
 
Por medio del denominado “Compromiso de Santiago con la Democracia y la Renovación 
del Sistema Interamericano” de la Organización de Estados Americanos, inició en el año 
1991 un proceso al interior del hemisferio americano para definir el significado y el alcance 
del concepto de “seguridad”.  
                                                          
12 Una visión similar también fue expresada durante la VII Conferencia de Ministros de Defensa de las 
Américas en el 2006. En el documento final (págs. 7-8), se dice que “la interpretación de la seguridad 
tradicional, que constituye un reflejo de la anterior doctrina de seguridad nacional de la guerra fría, constituye 
una concepción que debe ser sobrepasada; en la actualidad la creciente relación de los temas de seguridad, 
defensa, gobernabilidad y desarrollo, definen cualquier perspectiva moderna de seguridad; por ello es 
fundamental incorporar un nuevo concepto incluyente que, tomando como esencia la seguridad humana, 
incorpore los imperativos de la seguridad internacional y las realidades nacionales. 
(…) 
Los conflictos interestatales directos ya no constituyen la principal amenaza a la seguridad hemisférica; 
actualmente las disputas originadas en problemas de extrema pobreza y desigualdad social, las fallas en la 
institucionalización interna de los Estados, la latencia de conflictos interestatales y los problemas 
transnacionales originados por el narcotráfico, tráfico de armas, lavado de dinero son los que ponen a prueba los 
esquemas de seguridad estatal, regional y continental. A estos problemas se añaden los niveles de corrupción, 
delincuencia y contrabando, que fomentan el desarrollo de una economía ilegal, casi siempre vinculada a redes 
del delito y crimen organizado”. 
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Esta intención se reforzó durante la II Cumbre de las Américas de 1998, realizada en 
Santiago de Chile, de la cual se desprendió un mandato a la Comisión de Seguridad 
Hemisférica para que continuara con la tarea. 
 
Con la adopción de la Carta Democrática Interamericana (2001) y las Declaraciones de 
Bridgetown y Kingstown (2002 y 2003), se comienza a cristalizar una definición de los 
términos, en donde es de especial relevancia la inclusión de la noción de “multidimensional” 
a la hora de referirse a la seguridad interamericana.  
 
En la Declaración de Bridgetown, aprobada en la cuarta sesión plenaria que se celebró el 4 de 
junio del 2002 en Barbados, y cuyo nombre es “Enfoque Multidimensional de la Seguridad 
Hemisférica”, se lee que los Estados miembros de la OEA  
 
“reconocen que las amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad 
en el Hemisferio son de naturaleza diversa y alcance multidimensional y que 
el concepto y enfoque tradicionales deben ampliarse para abarcar amenazas 
nuevas y no tradicionales, que incluyen aspectos políticos, económicos, 
sociales, de salud y ambientales [.]” (Organización de los Estados 
Americanos, 2002). 
 
Esta nueva visión mereció una declaración en el año 2003 con la cual se reconoció la 
especial vulnerabilidad de los pequeños Estados insulares ante los desafíos de seguridad de 
carácter multidimensional y transnacional, con lo cual se logró incluir, a la par de los 
aspectos políticos, económicos, sociales, sanitarios y ambientales, los factores de carácter 
geográfico. En este documento, adoptado en enero de 2003 en Kingstown, se declara que 
 
“la seguridad de los pequeños Estados insulares posee características 
especiales en virtud de las cuales esos Estados son especialmente vulnerables 
y susceptibles a riesgos, amenazas, preocupaciones y otros desafíos en 
materia de seguridad, que son de carácter multidimensional y transnacional y 
en los que están presentes factores políticos, económicos, sociales, sanitarios, 
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ambientales y geográficos” (Organización de los Estados Americanos, 
2003). 
 
Sin embargo, es en la Conferencia Especial sobre Seguridad, realizada en Ciudad de México 
en el año 2003, en donde es establecido definitivamente el concepto de “Seguridad 
Multidimensional” como se entiende hoy en día.  
 
En la declaración emanada de la conferencia, los Estados miembros de la OEA reconocen 
que la seguridad del hemisferio americano, bajo este nuevo enfoque, cuenta con desafíos en 
los cuales deben incluirse tanto las nuevas amenazas (que merecen un apartado posterior en 
esta investigación) junto con las amenazas de carácter tradicional, a las que se hizo referencia 
en el capítulo anterior.  
 
En esta visión se reconoce igualmente que cada Estado debe incorporar sus prioridades 
internas como criterio diferenciador de las necesidades de cada miembro, basándose siempre 
en “valores democráticos, el respeto, la promoción y defensa de los derechos humanos, la 
solidaridad, la cooperación y el respeto a la soberanía nacional” (Organización de los Estados 
Americanos, 2003). 
 
A pesar del nuevo enfoque, durante la Conferencia se hizo hincapié en mantener como 
principios rectores aquellos establecidos en la Cartas de las Naciones Unidas y de la 
Organización de los Estados Americanos. Con ello se mantiene la idea de que los principales 
instrumentos para prevenir y resolver conflictos siguen siendo el TIAR y el Pacto de Bogotá 
(Valero, 2010, pág. 386). Incluso, en el literal “v” de la declaración emanada en el 2003, se 
hace la siguiente mención: 
 
“reconocemos la importancia y utilidad que tienen, para aquellos Estados 
que son parte, los instrumentos y acuerdos interamericanos, tales como el 
Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR) y el Tratado 
Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de Bogotá), reconociendo las 
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diferentes perspectivas de seguridad y los compromisos de los Estados 
Miembros” (Organización de los Estados Americanos, 2003, pág. 5). 
 
Pero también hay un fortalecimiento -o por lo menos una mayor participación- de los 
organismos que deben gestionar el tema de la seguridad. Entre ellos se resaltan las 
Conferencias de Ministros de Defensa de las Américas, el Comité Interamericano contra el 
Terrorismo, y la Comisión de Seguridad Hemisférica, entre otros. 
 
Con respecto a la última, tiene como mandato articular los temas relacionados con la 
seguridad -en relación con las amenazas nuevas y las tradicionales- que se trabajen en el 
hemisferio. La Comisión debe ser el punto de enlace con otras instituciones y mecanismos de 
carácter subregional, regional e internacional, con el fin de lograr la coordinación en materia 
de seguridad.  
 
Así se indica en el párrafo 43 de la Declaración sobre Seguridad en las Américas en la cual 
se hace referencia a la Comisión como el ente encargado de la coordinación de la 
“cooperación entre los órganos, organismos, entidades y mecanismos de la Organización 
relacionados con los diversos aspectos de la seguridad y defensa en el hemisferio” 
(Organización de los Estados Americanos, 2003). 
 
La visión multidimensional de la seguridad ha trascendido a tal punto que ésta es considerada 
como uno de los cuatro pilares de la OEA (junto con la democracia, los derechos humanos y 
el desarrollo). Así mismo, esta visión ha sido aplicada en otros escenarios de la región, con 
un énfasis especial en el bienestar de la población.  
 
Así, Radseck resalta que, en el caso del Cono Sur, hay una visión similar en torno a la nueva 
forma de aproximarse a la seguridad. En el caso argentino, la seguridad ya no debe abordarse 
desde las relaciones militares sino sobre la cooperación y la confianza (2004, pág. 8).  
 
En Brasil se respalda dicha idea, asegurando que la incidencia de las amenazas tradicionales 
en el hemisferio, es baja. En forma similar, la concepción sobre seguridad para Uruguay y 
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Chile debe partir desde un análisis de los nuevos problemas transnacionales que amenazan a 
los países del hemisferio (Radseck, 2004, págs. 9-10). 
 
En el área andina, con una visión liderada por Ecuador, se ha prestado especial énfasis a la 
dimensión humana de la perspectiva multidimensional. La Cancillería ecuatoriana describe la 
necesidad de tratar la seguridad desde “los problemas económicos, alimentarios, de salud, 
seguridad personal, ambiental, comunitaria, cultural y política” (Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Movilidad Humana, 2016).  
 
Con una mirada similar, desde la década de los 90 Canadá ha sido promotor de entender esta 
materia en torno a su aspecto humano, convirtiendo el tema en uno de los pilares de su 
política exterior. Este país ha privilegiado los espacios que buscan resolver aquellos 
problemas relacionados con el bienestar y oportunidades para la población.  
 
Ahora bien, este nuevo enfoque no desestima la visión tradicional en torno al ámbito militar. 
Hacerlo implicaría negar una de las dimensiones de la seguridad. En efecto, en el 2003 los 
Estados del hemisferio aseguraron que enfrentan “tanto amenazas tradicionales a la seguridad 
como nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos que por sus características 
complejas han determinado que la seguridad tenga un carácter multidimensional” 
(Organización de los Estados Americanos, 2003).  
 
Su objetivo, sin embargo, es hacer un especial énfasis en aquellos asuntos que durante 
décadas fueron excluidos de la agenda. Es una aproximación liberal de la seguridad, en la 
cual el interés de los Estados confluye en mayor medida en el individuo, los sujetos y las 
Naciones como “depositarios de los beneficios producto del esfuerzo del Estado” (Badrán, 
2010, pág. 46) y en el cual se rompe la relación implícita que existió entre defensa y 
seguridad. 
 
En esta nueva visión multidimensional, los pilares son la seguridad económica, alimentaria, 
de salud pública, personal y política, en un modelo que Farid Badrán denomina 
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“humanocéntrico”, en el cual se tienen en cuenta las demandas e intereses poblacionales para 
perfilar el interés estatal con respecto a la seguridad (Badrán, 2010, pág. 47).  
 
Como lo rescata este autor, la mirada multidimensional hace énfasis en la solución de 
problemas compartidos entre los países: 
 
“Apostar por directrices enfocadas a la seguridad humana disminuye los 
niveles de tensión interestatal por cuanto las energías y recursos de los 
Estados no están concentradas en la rivalidad potencial de sus vecinos sino 
en la solución de sus necesidades internas” (Badrán, 2010, pág. 47). 
 
Podría decirse que también es una respuesta a las constantes objeciones que se realizaron 
sobre la efectividad, alcance y temporalidad de los instrumentos del sistema tradicional de 
seguridad del hemisferio. Respuesta que, además, se planteó desde el principio como una 
reconfiguración que no debe alejarse del marco institucional establecido previamente. 
 
Quizás este último punto ha puesto en entredicho su legitimidad, en el sentido de poner a 
prueba una vez más la aplicación práctica de un nuevo paradigma sobre seguridad al interior 
de una estructura organizacional existente.  
 
Por ello, los Estados no han desechado el nuevo enfoque, sino que han pretendido adecuarlo 
a escenarios institucionales subregionales que cumplan (o intenten cumplir) mejor con sus 
expectativas.  
 
Incluso al interior mismo del sistema tradicional se ha sido consciente de los obstáculos de 
los instrumentos clásicos en relación con una respuesta adecuada a los nuevos desafíos. En la 
declaración de Bridgetown se reconoce que: 
 
“las instituciones del sistema interamericano relacionadas con los diversos 
aspectos de la seguridad hemisférica son objeto de un examen continuo con 
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miras a revitalizarlas y fortalecerlas para responder mejor a los nuevos 
desafíos” (Organización de los Estados Americanos, 2002).  
 
Pero para evaluar el panorama completo de la seguridad multidimensional, es necesario 
precisar las nuevas amenazas que sustentan esta nueva óptica. Como se verá a continuación, 
en términos generales los Estados americanos identifican problemas compartidos, pero no 
necesariamente la respuesta más adecuada a ellos.  
 
B) Las nuevas amenazas 
 
Son múltiples los problemas que los Estados del hemisferio han identificado como 
prioritarios en el nuevo enfoque multidimensional. Con respecto a la incapacidad de 
responder a ciertos eventos acaecidos en el continente por medio de los instrumentos 
tradicionales, Badrán menciona que eso “ha denotado las falencias para hacer frente a las 
problemáticas sociales y económicas que tienen incidencia en los panoramas de seguridad 
humana y por ende en la seguridad hemisférica” (2010, pág. 48). 
 
Para este autor las amenazas a la seguridad en América radican principalmente en la 
inseguridad alimentaria, el cambio climático, las migraciones internacionales, la corrupción, 
el narcotráfico y la impunidad. La visión de los Estados no dista mucho de esta concepción. 
 
En efecto, en la declaración de Bridgetown se reconoce que las amenazas, preocupaciones y 
desafíos a la seguridad son principalmente de naturaleza transnacional e intersectorial, y sus 
respuestas deben ser múltiples.  
 
Posteriormente, en la declaración sobre seguridad en las Américas se especifica con mayor 
claridad el tipo de problemas que afectan al continente y la necesidad de adaptar los 
conceptos y enfoques tradicionales para hacer frente a amenazas que incluyen aspectos 
políticos, económicos, sociales, de salud y ambientales (Organización de los Estados 




En un catálogo extenso, en la declaración se identificaron las siguientes amenazas y así 
mismo se hace una descripción detallada de cada una de ellas y los efectos que tienen sobre 
la seguridad de los países del hemisferio: 
 
I) “el terrorismo, la delincuencia organizada transnacional, el problema mundial 
de las drogas, la corrupción, el lavado de activos, el tráfico ilícito de armas y 
las conexiones entre ellos; 
 
II) la pobreza extrema y la exclusión social de amplios sectores de la población, 
que también afectan la estabilidad y la democracia. La pobreza extrema 
erosiona la cohesión social y vulnera la seguridad de los Estados; 
 
III) los desastres naturales y los de origen humano, el VIH/SIDA y otras 
enfermedades, otros riesgos a la salud y el deterioro del medio ambiente; 
 
IV) la trata de personas; 
 
V) los ataques a la seguridad cibernética; 
 
VI) la posibilidad de que surja un daño en el caso de un accidente o incidente 
durante el transporte marítimo de materiales potencialmente peligrosos, 
incluidos el petróleo, material radioactivo y desechos tóxicos; y 
 
VII) la posibilidad del acceso, posesión y uso de armas de destrucción en masa y 
sus medios vectores por terroristas” (2003, pág. 4). 
 
Para enfrentarlas, en este mismo documento los Estados americanos reconocieron la 
necesidad de configurar una arquitectura de seguridad flexible, en la cual se contemplen las 




No ha habido cambios entre la concepción que surgió en el 2003 y la actualidad. Las 
principales amenazas en ese entonces siguen siendo las mismas que se presentan día a día en 
el hemisferio, especialmente para América Latina.  
 
Ellas radican especialmente en los problemas de gobernabilidad e inestabilidad institucional, 
que como lo menciona Valero, están sujetadas a las condiciones de injusticia, desigualdad y 
pobreza de la región (Valero, 2010, pág. 386).  
 
Sin duda alguna, la visión multidimensional y la nueva concepción de amenazas en el 
hemisferio tienen su auge y mayor desarrollo en el la Conferencia Especial sobre Seguridad 
de 2003, sobre la cual se han realizado numerosas menciones con anterioridad. 
 
Su importancia radica en tres elementos que se pusieron de relieve tras su finalización, como 
lo hace notar el relator del Comité Jurídico Interamericano (2011, pág. 6). En primer lugar, 
por primera vez adquirieron fuerza en la agenda de los Estados nuevas preocupaciones que 
anteriormente no se consideraban amenazas a la seguridad; preocupaciones que en gran 
medida se distanciaron de las amenazas tradicionales, pero que mantienen la naturaleza 
internacional de ellas.  
 
En segundo lugar, y derivado de lo anterior, con la conferencia se aceptó que las nuevas 
preocupaciones tienen una naturaleza compleja y diversa, y que entre ellas es posible una 
interconexión. Esto quiere decir que las nuevas amenazas están interconectadas entre sí, y 
que no es posible aproximarse conceptualmente a ellas desde la visión unidimensional que 
primaba en el sistema tradicional de seguridad del hemisferio. 
 
Como consecuencia de aceptar la existencia de nuevas amenazas y el panorama complejo 
que con ellas se presenta, el tercer gran aporte de la conferencia -como se hace notar por el 
Comité- es entender la nueva realidad de la seguridad del continente desde una perspectiva 





Se podría adicionar un cuarto aporte, implícito a la hora de interpretar los nuevos desafíos 
para el continente. Éste es un descenso en la preponderancia del Estado como único actor 
involucrado en garantizar la seguridad, así como de la idea de que sólo de él pueden provenir 
los nuevos desafíos y problemas. Por el contrario, las nuevas amenazas provienen de nuevos 
actores.  
 
Ahora bien, en qué tanto se haya traducido este nuevo enfoque en elementos prácticos para 
los Estados, o en una adecuación de los instrumentos tradicionales de seguridad en el 
hemisferio, es una cuestión debatible. 
 
Como se nota en el informe del Comité, “no estamos hablando del viejo modelo de seguridad 
anterior, sino de una nueva visión pluritemática, multifacética y multidimensional de la 
seguridad expresada en este esquema renovado, aunque no traducido necesariamente en un 
instrumento jurídico” (Comité Jurídico Interamericana, 2001, pág. 6. Subrayado fuera del 
texto).  
 
Una vez más, la falta de un instrumento jurídico vinculante que cristalice las disposiciones en 
torno al nuevo enfoque sobre la seguridad en el continente13, ha dificultado el propósito de la 
Organización de los Estados Americanos de hacer una adecuación de su sistema de seguridad 
tradicional.   
 
En efecto, la rigidez típica de estos instrumentos ha sido cambiada por la flexibilidad propia 
de escenarios como las cumbres y las secretarías, cuyas declaraciones son obligatorias en 
tanto quienes las hacen las reconozcan como tal, y acepten por cuenta propia que lo 
establecido en ellas configura una obligación para el Estado.  
 
Esto, sin embargo, no ha dificultado que el catálogo de nuevas amenazas sea aceptado por 
sus miembros. Por el contrario; existe una amplia aprobación en torno al tema, pero su trato 
                                                          
13 Tal y como se hace en tratados como el TIAR y el Pacto de Bogotá, cuyas disposiciones son de carácter 
obligatorio para sus miembros signatarios.  
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se ha privilegiado en mayor medida en espacios institucionales y multilaterales nuevos, 
ajenos a la estructura clásica de la Organización de los Estados Americanos.  
 
En dichos espacios, a pesar de buscar distanciarse de la estructura clásica interamericana, se 
ha procurado mantener los mismos principios que rigen las relaciones entre los miembros. En 
este sentido, se busca hacer frente a las nuevas amenazas por medio de mecanismos de 
cooperación y coordinación de políticas, pero sin afectar el principio de la no intervención en 
asuntos de otros Estados. 
 
Así mismo, se opera bajo el supuesto de respetar el derecho internacional, con el fin de no 
traspasar la esfera soberana de los demás países y no interferir en los mecanismos de 
solución pacífica de controversias entre ellos.  
 
No obstante, lo anterior no se configura en un escenario ajeno a los obstáculos. La 
cooperación en materia de seguridad, ya sea de carácter bilateral o propiciada en espacios 
subregionales multilaterales, no se traduce necesariamente en resultados efectivos.  
 
Estas acciones no han impedido la expansión transnacional de actividades delictivas 
asociadas con el catálogo de las nuevas amenazas. Además, la naturaleza “transnacional” de 
las mismas se ve agravada por el hecho de desear respetar el derecho internacional y así no 
afectar la soberanía y autonomía de los demás Estados, derivando en una falta de jurisdicción 
que se expanda más allá de las fronteras. 
 
A lo anterior puede sumarse que, a pesar de un reconocimiento considerablemente amplio de 
las amenazas, la forma en que han de afrontarse sigue siendo un tema que genera 
divergencias entre los países del hemisferio.  
 
Lo anterior significa que no hay un curso de acción homogéneo, y los intereses de cada país o 
grupo de países en el continente se ven claramente determinados por el contexto propio y los 
problemas que se presentan. Así, los rumbos determinados para hacer frente a las amenazas 
no siempre son los mismos.  
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Esto puede identificarse como un obstáculo tanto para el sistema de seguridad tradicional 
como para la nueva arquitectura de tipo flexible presente en el continente. Para cualquiera de 
los dos escenarios, la divergencia de posiciones no ha permitido la consolidación de un 
proyecto de seguridad que contemple la totalidad del hemisferio americano, y por ende el 
desarrollo de una agenda común. 
 
Si bien se ha aceptado la inclusión de nuevos desafíos, aún existen desacuerdos sobre la 
estrategia adecuada para contrarrestarlos; es decir, una dicotomía entre la estrategia civil y la 
estrategia militar. 
 
Lo anterior lleva a pensar que, así como la visión tradicional en torno a la defensa militar se 
quedó demasiado corta para entender y explicar la naturaleza multifacética de la seguridad, el 
nuevo enfoque también dista de definir con estricta claridad las acciones para comprender el 
nuevo contexto internacional, con el riesgo adicional de “convertir la seguridad en un 
concepto demasiado elástico, tanto así que lo vuelve inútil como herramienta analítica” 
(Fernández, 2012, pág. 28). 
 
Sin embargo, analizar las nuevas dinámicas institucionales en materia de seguridad en 
América habría sido un ejercicio inútil e incompleto sin antes haber presentado los cambios 
de enfoque y “mutaciones” en el concepto mismo.  
 
Como se pretendió mostrar desde un inicio, la arquitectura de seguridad flexible sólo está 
completa cuando se tiene en cuenta el cambio -tanto conceptual como práctico- que ha tenido 









Capítulo 4. Mecanismos ad hoc para la resolución de controversias  
 
En el planteamiento teórico que Michael Radseck realiza, identifica como componente de la 
arquitectura de seguridad flexible el recurso a los mecanismos ad hoc para la regulación en 
forma pacífica de conflictos interestatales específicos. 
 
Lo anterior significa el surgimiento de alternativas como el Grupo de Contadora o los 
Estados garantes del Protocolo de Río, y que a juicio del autor han dado buenos resultados y 
han contado con intermediación de organizaciones internacionales como la ONU y la OEA 
(Radseck, 2004, pág. 36). 
 
En un análisis a priori, podría decirse que la existencia de mecanismos ad hoc implica, desde 
una primera interpretación, que los Estados que recurren a estas alternativas lo hacen bajo la 
idea de que los instrumentos tradicionales e institucionalizados no tienen el suficiente alcance 
o efectividad para resolver una controversia en cuestión. 
 
Ante el escepticismo que podría generarse en torno a los mecanismos convencionales, los 
Estados consideran que el recurso de grupos ad hoc puede hacer que el proceso de resolución 
de sus conflictos sea más expedito e incluso imparcial.  
 
Pero, por otro lado, resulta también interesante analizar que algunos de esos grupos hayan 
logrado posteriormente institucionalizarse bajo la estructura de una organización 
internacional.  
 
Tal es el caso de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños - CELAC, 
heredera de la Cumbre de América Latina y del Caribe y del Grupo de Río, éste último 
proveniente del Grupo de Contadora y del Grupo de Apoyo a Contadora, mecanismos ad hoc 
constituidos para promover la paz en América Central. 
 
Este proceso de institucionalización llevaría a pensar que efectivamente las herramientas 
dispuestas por los mecanismos alternativos de resolución de controversias son más efectivas 
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que las vías que tradicionalmente se han utilizado, elemento que fortalece aún más la idea de 
que es necesario reconfigurar el sistema tradicional para que se adecue a un manejo más 
efectivo de los conflictos interestatales.  
 
El sustento que permite recurrir a estos mecanismos puede identificarse tanto en la Carta de 
las Naciones Unidas (como instrumento global) así como en la Carta de la Organización de 
los Estados Americanos (para el ámbito regional).  
 
En cuanto al primer instrumento, se reconoce en el capítulo VIII14, artículos 52 a 54, la 
importancia de los organismos regionales para el propósito universal de garantizar la paz y la 
seguridad, especialmente mediante la creación de mecanismos que faciliten la resolución 
pacífica de las controversias surgidas entre los Estados, que a su vez permite acudir a una 
“primera instancia” antes de asistir al Consejo de Seguridad de la ONU.  
 
Por su parte, en la Carta de la OEA se habla ampliamente de la resolución pacífica de 
controversias, especialmente en su capítulo V, alineado con las disposiciones de la Carta de 
la ONU, en el que se indica que toda diferencia entre los Estados miembros debe someterse a 
los procedimientos pacíficos establecidos en dicho documento (Organización de los Estados 
Americanos, 1948, artículos 24-27).  
 
Tales mecanismos son la negociación directa, los buenos oficios, la mediación, la 
investigación y conciliación, el procedimiento judicial, el arbitraje y los “que especialmente 
acuerden, en cualquier momento, la Partes” (Organización de los Estados Americanos, 1948, 
artículo 25).  
                                                          
14 En especial el artículo 52 y sus numerales 1 a 3, en los cuales se lee: “1. Ninguna disposición de esta Carta se 
opone a la existencia de acuerdos u organismos regionales cuyo fin sea entender en los asuntos relativos al 
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y susceptibles de acción regional, siempre que dichos 
acuerdos u organismos, y sus actividades, sean compatibles con los Propósitos y Principios de las Naciones 
Unidas. 2. Los Miembros de las Naciones Unidas que sean partes en dichos acuerdos o que constituyan dichos 
organismos, harán todos los esfuerzos posibles para lograr el arreglo pacífico de las controversias de carácter 
local por medio de tales acuerdos u organismos regionales antes de someterlas al Consejo de Seguridad. 3. El 
Consejo de Seguridad promoverá el desarrollo del arreglo pacífico de las controversias de carácter local por 
medio de dichos acuerdos u organismos regionales, procediendo, bien a iniciativa de los Estados interesados, 




En general, dentro de estos medios diplomáticos15 -especialmente el de la mediación- surgen 
los mecanismos ad hoc para la solución de conflictos, entendidos como aquellas acciones 
dirigidas a la resolución de un diferendo específico con iniciativas claramente adecuadas a un 
contexto en particular.   
 
Debe aclararse que estas iniciativas no están limitadas exclusivamente a las controversias 
entre Estados, sino que pueden ponerse en práctica en contextos de conflictos internos. Así se 
menciona en la Declaración del 2013 de la OEA, en donde los Estados del hemisferio 
reconocen  
 
“la importancia del diálogo y de otros esfuerzos nacionales para lograr la 
solución de situaciones de conflicto interno y alcanzar la reconciliación y 
una paz justa y duradera.  
 
Las instituciones y mecanismos internacionales, interamericanos y 
subregionales pueden desempeñar, cuando el Estado afectado así lo solicite, 
un papel valioso en apoyo a los esfuerzos nacionales de paz y 
reconciliación” (Organización de los Estados Americanos, 2003, pág. 5). 
 
¿Pero cuáles iniciativas en este sentido han sido desarrolladas en el hemisferio americano? A 
continuación, se presentarán y analizarán algunas de ellas, a la luz de las consideraciones 
establecidas en el marco teórico de esta investigación.  
 
Si bien son limitadas, representan el interés de acudir a otras plataformas de resolución que 
en ocasiones son independientes de la institucionalidad interamericana. Como resalta el 
profesor Andelfo García, “estas pueden ser y son en ocasiones asumidas por líderes y altos 
funcionarios gubernamentales en situaciones de conflicto en los ámbitos bilaterales y 
regionales” (2012, pág. 16), y que, como bien hace notar, surgieron de forma temprana en el 
continente, específicamente en el siglo XIX.  
                                                          
15 Como son conocidos usualmente en el ámbito del derecho internacional público, y referidos bajo ese nombre 
en el artículo 26 de la Carta de la OEA. 
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Como muestra de ello, existen múltiples ejemplos presentados por el profesor García en su 
documento Mediación y Solución de Controversias en el Sistema Internacional, y que datan 
incluso de las primeras décadas tras la independencia de las colonias españolas en el 
continente.  
 
Muchos de estos ejemplos fueron de mecanismos, principalmente tratados, dirigidos a 
contemplar el recurso a la mediación como forma para resolver los conflictos de las recién 
creadas repúblicas americanas. El primero de ellos fue el Tratado de Unión, Liga y 
Confederación Perpetua de 1826 (García, 2012, pág. 15). 
 
En otros instrumentos más, como el Tratado de Confederación de 1847 entre la Nueva 
Granada, Ecuador, Bolivia, Chile y Perú, así como el Tratado de Unión de 1856 entre 
Ecuador, Chile y Perú, se considera el recurso de la mediación para hacer frente a los 
diferendos entre sus signatarios. 
 
En el capítulo 2 de esta investigación, se hizo mención de una gran variedad de instrumentos 
que surgieron en el seno de las conferencias panamericanas como antecesores del Pacto de 
Bogotá, todos ellos en torno a los mecanismos alternativos de resolución de conflictos, y que 
en gran medida heredaron los principios de los tratados mencionados en el apartado anterior. 
 
Sería innecesario volver a hacer un recuento de estos instrumentos, especialmente porque 
están ligados a la institucionalidad de la Organización de los Estados Americanos y el 
propósito de este capítulo es investigar aquellos mecanismos ad hoc por fuera de la típica 
configuración de esta organización interamericana.  
 
Sin embargo, su existencia sirve para corroborar un interés existente en el continente 
americano en torno a la búsqueda de alternativas de carácter pacífico para gestionar, desde 
iniciada la vida republicana del hemisferio, los posibles conflictos entre los Estados. Y a 
pesar de dichos instrumentos, estos no siempre fueron considerados en el momento en que 




Debido a lo anterior, es posible identificar ejemplos de buenos oficios prestados de forma 
independiente por parte de algunos países para tratar problemas de carácter específico en 
algunos países de América. El profesor García hace un recuento de ellos, iniciando con la 
gestión adelantada por el colombiano Alfonso López Michelsen en 1969 ante la crisis entre 
Honduras y El Salvador (García, 2012, pág. 16).  
 
En este conflicto, conocido más comúnmente bajo el nombre de la “guerra del fútbol”, López 
Michelsen fungía como canciller de Colombia, desempeñando un papel importante como 
facilitador y mediador entre los dos países centroamericanos para lograr el alto al fuego del 
20 de julio de ese mismo año.  
 
A su gestión se unieron los Ministros de Relaciones Exteriores de Costa Rica, Guatemala y 
Nicaragua, y el ex presidente peruano José Luis Bustamante y Rivero, quien también ejerció 
el cargo de presidente de la Corte Internacional de Justicia de La Haya.  
 
Otro ejemplo de mediación reciente en el continente tomó lugar con el apoyo de Venezuela y 
de Colombia para lograr que Honduras se reintegrara a la OEA tras su suspensión a causa de 
la salida del poder del presidente Manuel Zelaya en el año 2009, cuando fue reemplazado por 
el presidente Porfirio Lobo, que asumió el poder en junio de ese mismo año. 
 
En este caso, los presidentes Hugo Chávez y Juan Manuel Santos fungieron como 
facilitadores para lograr la reconciliación en el país centroamericano, que derivó en la firma 
del llamado “Acuerdo para la Reconciliación Nacional y la Consolidación del Sistema 
Democrático de la República de Honduras”, hecho que se llevó a cabo en la ciudad 
colombiana de Cartagena de Indias.  
 
Sin embargo, los mecanismos ad hoc más representativos en el continente han sido resaltados 
por el mismo profesor García en su documento, dentro del cual destaca los siguientes 




 La Comisión de Estados Neutrales que intervino para solucionar el conflicto 
colombo-peruano en 1934.  
 
Por una parte, países como Brasil y Chile intervinieron para buscar una salida negociada al 
conflicto bélico entre ambas naciones.  
 
En cuanto al primero, intervino con el objetivo de evitar una confrontación mayor al solicitar 
al gobierno colombiano que se abstuviera de utilizar embarcaciones navales para la retoma 
de Leticia. Chile, por su cuenta, buscó la mediación directa con el Perú para evitar la guerra. 
 
Por otra parte, intervino una comisión de la entonces existente Sociedad de Naciones 
encargada de gestionar los territorios de Leticia y de Güeppí por un año mientras se buscaba 
una salida diplomática y negociada a la guerra, que sucedió finalmente en la ciudad de Rio de 
Janeiro el 24 de mayo de 1934 con la ratificación del Tratado Salomón-Lozano de 1922.  
 
 El Comité de Neutrales (Estados Unidos, Argentina, Brasil, Chile, Perú y Uruguay) 
que intervino para poner fin al conflicto del Chaco entre Bolivia y Paraguay.  
 
Durante la VI Conferencia Panamericana realizada en La Habana en 1928, se autorizó la 
creación de este comité con el fin de buscar una solución al diferendo creciente entre 
Paraguay y Bolivia en la zona del Chaco.  
 
Sin embargo, este grupo tuvo bastantes obstáculos en el desarrollo de su mandato. Por un 
lado, Brasil no deseaba hacer parte del Comité ya que su interés era el de preservar las 
buenas relaciones con los países enfrentados en el conflicto. 
 
Por otro lado, Argentina se opuso con fuerza al trabajo del grupo debido al liderazgo ejercido 
por y otorgado a los Estados Unidos, que causó diferencias con el país suramericano cuyo 




Lo anterior llevó a que el Comité de Neutrales se desintegrara el 27 de junio de 1933, 
cediendo su mandato a la Sociedad de Naciones que buscó una salida al conflicto hasta 1935, 
año en el cual nuevamente cedió la mediación a un grupo paralelo establecido por iniciativa 
de Argentina y denominado Bloque ABCP (Argentina, Brasil, Chile y Perú). 
 
A esta iniciativa mediadora se unieron posteriormente los Estados Unidos y Uruguay, 
logrando además que en mayo de 1935 Paraguay y Bolivia enviaran a Buenos Aires a sus 
cancilleres para participar en las negociaciones de paz.   
 
De la anterior gestión de este grupo se logró que el 12 de junio de 1935 se firmaran dos 
protocolos para el cese de hostilidades entre las partes, y que posteriormente se inaugurará en 
la ciudad de Buenos Aires la Conferencia que finalmente resolvió el diferendo entre las 
partes y puso fin a la guerra del Chaco.  
 
 El grupo de Estados garantes del Protocolo de Paz, Amistad y Límites entre Ecuador 
y Perú (Protocolo de Río) de 1942.  
 
Este grupo mediador estuvo conformado por Argentina, Brasil, Chile y los Estados Unidos, 
como garantes del cumplimiento del precitado protocolo que fue suscrito para finalizar el 
conflicto entre Ecuador y Perú sobre la frontera entre ambos países.  
 
Su entrada en acción de dio en 1955 cuando Ecuador, acusando al Perú de iniciar un proceso 
de concentración y envío de tropas hacia la frontera, solicitó la reunión del Órgano de 
Consulta contemplado en el artículo 6 del Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca.  
 
El grupo de garantes logró intervenir e hizo que no fuera necesaria la reunión del Órgano de 
Consulta del TIAR. Sin embargo, vale la pena resaltar este hecho en el cual confluyeron 
tanto un instrumento interamericano (el TIAR) y un grupo ad hoc, inclinándose la balanza 





 Mediación del Primer Ministro de Trinidad y Tobago en la controversia fronteriza 
entre Guyana y Surinam en 1970. 
 
Durante el mayor punto de tensión entre ambos Estados por la denominada región del Tigri, 
ubicada en el sur-oeste de Surinam, el entonces Primer Ministro Eric Williams fungió como 
mediador para la resolución de la controversia. 
 
Si bien en la actualidad las diferencias entre ambos países aún existen (puesto que Surinam 
continúa reclamando esta porción de territorio que desde 1969 viene siendo administrada por 
Guyana), la mediación de Eric Williams logró que la frontera se desmilitarizara a la vez que 
se promovieron iniciativas económicas y culturales entre ambos países.  
 
Incluso, desde la intervención del entonces Primer Ministro, las relaciones diplomáticas entre 
ambos países fueron muy buenas. Ejemplo de ello fue el voto de Guyana a favor de la 
inclusión de Surinam a la Comunidad del Caribe – Caricom, a pesar de las objeciones de 
otros miembros a causa de la controversia territorial entre ambos países.  
 
 El Grupo de Contadora compuesto por México, Colombia, Venezuela y Panamá en 
1983 para promover la paz en Centroamérica; y el Grupo de apoyo a Contadora 
conformado por Argentina, Brasil, Uruguay y Perú en 1985.  
 
Este grupo surgió debido a la iniciativa impulsada por México y Colombia a la que 
posteriormente se unieron Venezuela y Panamá. Se consolidó formalmente el 7 de enero de 
1983 en una reunión de Ministros de Relaciones Exteriores celebrada en la isla panameña 
Contadora, de la cual obtiene su nombre, y en la cual se firmó el “Acta de Contadora para la 
Paz y la Cooperación en Centroamérica”.  
 
Su objetivo primordial fue hacer frente a la caótica situación presente en América Central a 
causa de los conflictos militares -principalmente en Nicaragua, El Salvador y Guatemala- y 
de forma paralela contener las posibles repercusiones de estos sobre la estabilidad y la 
seguridad en el continente.  
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La iniciativa obtuvo apoyo de diversos sectores, incluyendo la Asamblea General de las 
Naciones Unidas y el Consejo de Seguridad de esta misma organización internacional. Así 
mismo, contó con el respaldo de otro número de países en el hemisferio americano, ante lo 
cual incluso llegó a conformarse un nuevo grupo con el fin de ampliar su margen de acción 
original: el Grupo de Apoyo a Contadora. 
 
Este nuevo grupo, también conocido bajo el nombre de Grupo de Lima, nació en el año de 
1985 por iniciativa de Argentina, Uruguay, Perú y Brasil. Desde ese año, ambos grupos 
comenzaron a actuar en conjunto, con lo cual nació el Grupo de los Ocho (G8) que desde 
1989 adoptaría el nombre de Grupo de Río. 
 
El Grupo de Río, ideado inicialmente como un mecanismo permanente de consulta y 
concertación política entre sus miembros originales (los cuales se reunían anualmente), sería 
el punto de partida para la posterior creación de un grupo más numeroso, al contar también 
con la participación de la Cumbre de América Latina y del Caribe - CALC. 
 
Dicho grupo es la Comunidad de Estados Latinoamericanos y del Caribe – CELAC, cuyo 
surgimiento data la XXI cumbre del Grupo de Río y de la CALC, denominada “Cumbre de la 
unidad de América Latina y el Caribe”, y que constituye un ejemplo de cómo un grupo ad 
hoc logró transformarse en un organismo intergubernamental con plena vigencia en la 
actualidad.  
 
En cuanto al Grupo de Contadora y el Grupo de Apoyo, vale la pena mencionar que, en el 
año de 1997, por medio del actuar conjunto con las Naciones Unidas y la Organización de los 
Estados Americanos, se gestionaron las iniciativas de paz que se tradujeron en la firma por 
parte de los líderes de América Central del segundo Acuerdo de Paz de Esquipulas, con el 
cual se procuró resolver los conflictos militares en la región.  
 
Como hace notar el profesor Andelfo García al finalizar el recuento histórico de los 
mecanismos ad hoc que surgieron en el hemisferio americano, “todas estas personalidades y 
grupos de países (que desempeñaron actividades de buenos oficios y mediación) operaron de 
80 
 
manera independiente, aunque en algunos casos hayan contado con el apoyo de mecanismos 
institucionales regionales” (García, 2012, pág. 18).   
 
En el recuento anterior se puede ver que han sido múltiples los ejemplos en los cuales los 
Estados del hemisferio han privilegiado los recursos ad hoc para la resolución de sus 
controversias por encima de los mecanismos institucionales establecidos en el sistema 
tradicional (a saber, el TIAR y el Pacto de Bogotá).  
 
Es cierto que en instrumentos como el Pacto de Bogotá y la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos se contempla la posibilidad de recurrir a estos mecanismos como forma 
para solucionar las diferencias existentes entre sus miembros. 
 
Así mismo, también es justo mencionar que en algunos de los casos presentados se cuenta 
con el apoyo de organizaciones internacionales. No obstante, resulta interesante notar que 
predomina un accionar caracterizado por la independencia y la autonomía frente a los 
mecanismos convencionales, y que las iniciativas surgieron por fuera de una arquitectura 
institucional determinada.  
 
El hecho de recurrir a estos mecanismos al margen de los instrumentos que el mismo sistema 
tradicional contempla, puede ser interpretado a la luz de la teoría de los complejos de 
seguridad, específicamente con base en las dinámicas de amistad y enemistad.  
 
En este caso, puede darse por sentado que las controversias demuestran en cierto sentido la 
enemistad entre los países que en ellas están involucrados. Sin embargo, también existen 
patrones de enemistad hacia un organismo internacional, que también es reconocido como 
una unidad o un actor al interior del complejo. 
 
En este sentido, pueden aplicarse las bases teóricas de los complejos de seguridad, no a los 
mecanismos ad hoc en sí mismos, sino a la acción de recurrir a ellos. No sólo la enemistad 
con relación al sistema tradicional está presente en este hecho.  
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La creación de un grupo cuyo mandato es exclusivo para una controversia específica también 
implica un grado de “amistad” entre quienes componen al grupo. Tal es el caso de 
Contadora, en el que, por iniciativa propia, un mecanismo multilateral de concertación fue 
creado entre países que compartían el mismo interés de facilitar el alcance de una solución a 
los conflictos militares en Centroamérica.  
 
Así mismo, el recurso a los mecanismos ad hoc puede explicarse desde las ideas de anarquía 
y balance de poder. No en el sentido de la existencia de incertidumbre frente a las acciones 
entre los Estados, sino de incertidumbre frente a la efectividad de un organismo internacional 
y sus instrumentos (como la OEA y el TIAR o el Pacto de Bogotá) para solucionar un 
problema específico. 
 
La incertidumbre se ve agravada por el hecho de que algunas de las unidades que participan 
en el complejo cuestionen la plena validez de los instrumentos convencionales. Esto deriva 
en un mayor escepticismo con respecto al alcance del sistema tradicional y un mayor interés 
en recurrir a mecanismos alternativos.   
 
Grupos como el de Contadora surgen también ante la necesidad de constituir una alianza que 
permita contrarrestar una amenaza externa. Si bien esta amenaza no es un Estado 
propiamente dicho, sí lo es el hecho de que sus conflictos internos puedan trascender y 
pongan en riesgo la seguridad regional.  
 
Incluso es posible identificar la presencia de grandes potencias que ejercen influencia por 
medio de sus capacidades en el accionar de los mecanismos ad hoc. Dentro de los ejemplos 
presentados anteriormente, el que mayor evidencia este hecho es el del grupo del Comité de 
Neutrales que intervino para poner fin al conflicto del Chaco entre Bolivia y Paraguay 
(García, 2012, pág. 17).  
 
En ese caso, la presencia de los Estados Unidos fue vista por Argentina como un elemento 
obstaculizador en la consecución de una salida negociada a la guerra del Chaco. Se interpretó 
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como algo problemático que, además, podría derivar en una influencia de los Estados Unidos 
sobre los asuntos del Cono Sur.  
 
¿Por qué no estudiar estos mecanismos a la luz de la teoría de las comunidades de seguridad? 
Podría considerarse adecuado hacerlo teniendo como base que en esta teoría se contempla 
que los Estados prevén un cambio pacífico en el manejo de sus conflictos. Es decir, que 
existe la convicción de que los problemas serán resueltos por vía de procedimientos 
institucionalizados sin recurrir a la violencia física.  
 
Sin embargo, una de las características de las comunidades es el abandono a la preocupación 
en torno a las amenazas militares tradicionales. Este no es el caso de los ejemplos de los 
mecanismos ad hoc, en los cuales primó la existencia de conflictos bélicos al interior y entre 
las partes. 
 
Tampoco se cumple con la característica de la intersubjetividad. El caso más cercano en el 
cual se comparten aspectos como el lenguaje y ciertos elementos de identidad es el de 
Contadora. Sin embargo, las múltiples interacciones entre las partes, si bien responden en 
parte al interés de cada miembro por los demás (especialmente frente a los Estados 
centroamericanos involucrados en conflictos militares), pueden interpretarse más a la luz de 
una iniciativa para salvaguardar intereses propios. 
 
Las herramientas y variables que permiten determinar la existencia de un complejo también 
pueden adecuarse para explicar, si bien no de manera totalmente exacta, la razón por la cual 
los Estados (como unidades del mismo) recurren a las iniciativas ad hoc. Estas iniciativas no 
generan un complejo de seguridad por sí mismas, pero son un reflejo de las características y 







Capítulo 5. Sistemas subregionales de seguridad y defensa  
 
Como se ha venido sosteniendo, quizás el mayor síntoma de la transición desde el sistema 
interamericano de seguridad tradicional hacia la arquitectura de carácter flexible es el interés 
relativamente reciente de los Estados de conformar regímenes subregionales de seguridad. 
Tal y como lo menciona Pablo Celi: 
 
“En la actualidad, los intereses de los estados y sus asociaciones tienden a 
desplazarse desde la tradicional adscripción a la defensa hemisférica, 
enmarcada en el imaginario geopolítico del hemisferio occidental durante la 
guerra fría, hacia perspectivas renovadas de seguridad y defensa 
configuradas en espacios regionales y subregionales con relaciones extra 
continentales e inserción global” (Celi, 2014, pág. 1). 
 
Así mismo se ha recalcado que el sistema hemisférico tradicional es visto con particular 
escepticismo por parte de los países del continente, lo que ha llevado a dificultar el logro de 
consensos políticos en torno a la generación de alternativas para mantenerlo en flote y 
dotarlo de plena vigencia.  
 
Incluso desde la esfera oficial y estatal se ha reconocido esta situación. En la VII Conferencia 
de Ministros de Defensa de las Américas, llevada a cabo en Nicaragua en el año 2006, los 
participantes resaltaron que los sistemas continentales tradicionales de seguridad quedaron 
congelados en una época que ya fue superada (2006, pág. 4), y que, en contraposición, ha 
habido un aumento de los mecanismos subregionales que responden de manera más 
adecuada a la aparición de nuevos actores y amenazas a la seguridad.  
 
Las críticas al sistema tradicional son directas: se hace referencia a una “poca efectividad” de 
la institucionalidad hemisférica, aunada a la “indeterminación de las instituciones de 
seguridad, la obsolescencia del TIAR y el desfase funcional de la Junta Interamericana de 




Ligado a lo anterior, el auge de estos sistemas también responde a la concentración 
geográfica de ciertos problemas y acontecimientos. En este sentido, los problemas vecinales 
y transnacionales que viajan en áreas cercanas y que han causado tensiones entre Estados que 
colindan, han facilitado la aparición de alternativas más localizadas con el fin de hacerles 
frente.  
 
Esto es lo que en la Conferencias de ministros fue definido como una “aparente 
desagregación de la seguridad y defensa hemisférica en escenarios subregionales” en donde 
el “paradigma de la disuasión está siendo reemplazado por el da la cooperación” (2006, págs. 
7-10).  
 
Con buenos ojos se ha visto este fenómeno, y no sólo el ejemplo de la Conferencia de 
ministros de 2006 resalta esta posición, sino el hecho de que al interior mismo del sistema 
tradicional también se acepte de manera favorable a creación de nuevos mecanismos.  
 
Vale la pena en este punto resaltar una de las menciones realizada en la Declaración sobre 
seguridad en la Américas del 2003, en la cual puede leerse en su artículo 4 lo siguiente: 
 
“n) Los procesos de integración subregional y regional contribuyen a la 
estabilidad y la seguridad en el Hemisferio.  
 
o) Los acuerdos y mecanismos de cooperación bilaterales y subregionales en 
materia de seguridad y defensa son elementos esenciales para fortalecer la 
seguridad en el Hemisferio” (2003, pág. 5, art. 4, literales “n” y “o”).  
 
Ahora bien, no puede darse por sentado que estos nuevos mecanismos son efectivos por el 
sólo hecho de existir y por las palabras a su favor que desde diversos sectores se han emitido. 
En efecto, analizar su verdadero alcance es el objetivo del presente capítulo.  
 
Para ello se presentarán las iniciativas subregionales que han surgido en los últimos años en 
el continente con el fin de evaluarlas a la luz del marco teórico planteado en esta 
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investigación. Esto se hará distinguiendo cuatro regiones (Norteamérica, Centroamérica, 
Suramérica y el Caribe) y un mecanismo de mayor cobertura (la Comunidad de Estados 




El camino hacia la cooperación en materia de seguridad se abrió gracias a la suscripción del 
Acuerdo de Libre Comercio de América del Norte – NAFTA (por sus siglas en inglés) que 
entró en vigor en 1994.  
 
Sus miembros son Estados Unidos, Canadá y México, y a pesar de tratarse de un Tratado de 
carácter económico y comercial, es el punto de partida para entender, tal y como lo 
mencionan Frasson-Quenoz y Piñeros (2014, pág. 175), que entre estos tres países se 
conforma una región. 
 
En efecto, así mismo lo hacen Guadalupe González y Stephan Haggard en el capítulo The 
United States and Mexico: a pluralistic security community? que se encuentra en el libro 
Security Communities de Adler y Barnett (1998). Para ellos, el NAFTA permitió el acceso a 
una nueva etapa de cooperación, así como la posibilidad de crear una institucionalidad 
determinada (1998, pág. 295).  
 
Ahora bien, resulta problemático entender este aumento de cooperación, especialmente entre 
Estados Unidos y México, como una manifestación hacia la consolidación de una comunidad 
de seguridad en cualquiera de sus etapas.   
 
Si bien algunos autores como Andrew Hurrell -quien también escribe en Security 
Communities- afirman que entre los tres países de Norteamérica “hay una comunidad de 
seguridad consolidada” (1998, pág. 258), hay numerosos aspectos para poner dicha 




Entre ellos se puede notar aún una distancia considerable en torno a la generación de 
transacciones múltiples que lleven a la interdependencia, y particularmente hacia la 
generación de una identidad comunitaria. Es incluso posible distinguir esta problemática al 
revisar las relaciones entre cada uno de estos tres países de forma aislada.  
 
En cuanto a la relación entre Estados Unidos y México, principalmente en materia de los 
factores que permitieron la firma del NAFTA como lo fue la crisis de la deuda externa en la 
década de los 80, se puede apreciar una dinámica que refleja el interés estadounidense de 
“intervenir” en la economía y política mexicana con el objetivo de estabilizarla (Frasson-
Quenoz y Piñeros, 2014, pág. 175). 
 
Desde este punto de vista, la relación entre los dos actores no responde a la existencia de 
identidades comunes ni de un interés de cooperación propiamente dicho. En efecto, ponen de 
relieve las capacidades de la potencia presente en la región para incidir directamente en las 
políticas de los otros actores. 
 
Aunado a lo anterior, la suscripción -y especialmente aplicación- del NAFTA trajo como 
desafío la corrección de ciertas asimetrías entre ambos países. Podría pensarse que dicha 
corrección llevaría a una mayor coordinación política, pero en este caso específico derivó en 
un aumento de las diferencias para hacer frente a los efectos negativos ligados al Tratado, 
particularmente en el área fronteriza.  
 
En materia de seguridad, Frasson-Quenoz y Piñeros consideran que ambos Estados han 
entrado en una dinámica en la cual sus políticas orientadas al control de los problemas de la 
frontera común se manejan de forma individualista (2014, pág. 176).  
 
Entre los factores que han identificado como causas para que ello suceda se encuentra una 
dinámica de desconfianza mutua, que permite hacer una interpretación que explica por qué 
las principales áreas temáticas sobre las cuales se centra la seguridad entre ambos países 
giran alrededor de amenazas no tradicionales como el crimen transnacional, el narcotráfico y 
la inmigración.  
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Estas preocupaciones también están presentes en la relación entre Canadá y México. Sin 
embargo, más que una convergencia entre los tres países para enfrentar aquellas amenazas no 
tradicionales que identifican como comunes, lo que existe es una posición en la cual se ve a 
México como el “factor problema”.  
 
Ese y otros elementos hacen que las similitudes en la región sean más visibles entre Canadá y 
Estados Unidos que entre estos dos Estados con México. Por ello es más fácil identificar 
puntos de convergencia entre los dos vecinos más septentrionales del continente americano. 
  
Pero una vez más, la relación Estados Unidos – Canadá no responde a una lógica de 
solidaridad sino de conveniencia, especialmente para el último actor: “Canadá busca 
cooperar hasta donde le sea posible con el fin de no verse perjudicado y extraer con ello el 
máximo de provecho” (Frasson-Quenoz y Piñeros, 2014, pág. 177-178). Lo anterior es 
asimilable a lo que teóricamente se conoce como una práctica de bandwagoning.  
 
En materia de seguridad, entre estos dos países existen dos organismos que datan de los años 
de la Segunda Guerra Mundial. El primero de ellos es el Consejo Permanente de Defensa 
Conjunta, que se creó en 1940, y el segundo es el Comité de Cooperación Militar, creado en 
1945.  
 
De igual forma, ambos países hacen parte de la Organización del Tratado del Atlántico Norte 
y desde 1958 crearon el Mando Norteamericano de Defensa Aeroespacial – NORAD (por sus 
siglas en inglés.  
 
Esta unidad ha permanecido activa desde esa fecha y se le otorgó un mayor alcance desde el 
2006, año en el cual se estableció consolidar la información relacionada con sus operaciones 
en un solo lugar, en parte como respuesta para lograr mayor defensa a la luz de los atentados 
del 11 de septiembre de 2001. Sin embargo,  
 
“cuando la seguridad de Estados Unidos está en juego, la relación cordial 
que existe entre ambos países desaparece y es remplazada por una relación 
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en la cual la incertidumbre prima, por la sospecha de amenaza a la seguridad 
-terrorismo- por el lado estadounidense, y por la sospecha de amenaza a la 
seguridad económica por el lado canadiense” (Frasson-Quenoz y Piñeros, 
2014, pág. 189). 
 
A la luz de la teoría de las comunidades de seguridad, el único factor visible en la región 
comprendida por el NAFTA es una definición más o menos consensuada sobre aquellos 
problemas que son considerados como una amenaza a la estabilidad de los tres Estados.  
 
Sin embargo, la única manifestación de consolidación institucional se quedó relegada en un 
intento en el año 2005 de crear un espacio de coordinación política en materia de seguridad 
por parte de los tres países y cuyos avances son menores.  
 
Esta iniciativa fue la Alianza para la Seguridad y la Prosperidad en América del Norte - 
ASPAN, cuyo objetivo era la construcción de espacios de cooperación con el fin de hacer 
frente a los problemas económicos y de seguridad, logrando así mejorar el bienestar de la 
población de los tres países (ASPAN, 2005). 
 
No obstante, los visos de consenso que sí se manifestaron en la definición de amenazas 
comunes no existieron a la hora de encontrar las alternativas más adecuadas para dar 
respuesta a dichos problemas. En este punto vale la pena recordar que aquellos problemas a 
los cuales se hace referencia acá hacen parte de aquello que se definió anteriormente como 
“nuevas amenazas”.  
 
Por ende, podría pensarse que la forma en que deben ser tratados se aleja de la lógica 
tradicional del ámbito militar. No obstante, este es uno de los puntos de disenso entre los tres 
países de esta región.   
 
Si bien especialmente Canadá ha privilegiado una lucha civil a problemas como el 
narcotráfico y el crimen transnacional, con énfasis particular en la seguridad humana, 
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Estados Unidos continua en una aplicación de métodos militares para enfrentar este tipo de 
amenazas. 
 
Considerando lo anterior, esta región aún plantea múltiples desafíos si pretende analizarse 
con los lentes de una comunidad. A la luz de las características de un estadio anterior como 
vendría a ser un complejo de seguridad, Frasson-Quenoz y Piñeros incluso afirman que, en 
virtud de las relaciones interestatales presentes en este espacio geográfico, “Estados Unidos 
ha formado las características básicas del complejo sin pensar mucho en términos regionales, 
sino actuando con base en el orden internacional que buscaba imponer en otras zonas” (2014, 




No es un secreto que esta región ha sido gravemente afectada por problemas de seguridad, 
especialmente derivados de la inestabilidad democrática durante el Siglo XX. No obstante, 
desde la década de los 60 existen visos de intentos de creación de un sistema subregional en 
materia de seguridad y -en ese contexto específico- de defensa.  
 
El primer ejemplo es el Consejo de Defensa Centroamericano – CONDECA, creado en 1963 
por Costa Rica, El Salvador, Nicaragua, Panamá, Honduras y Guatemala. Nació bajo 
auspicio de la OEA y se formalizó por medio del Tratado de Defensa Centroamericana de 
1965. 
 
De forma similar al TIAR, en este instrumento se contempla que:  
 
“[f]rente a cualquier agresión en contra de un Estado Miembro del Consejo 
de Defensa Centroamericana, los demás Estados Miembros, sin perjuicio de 
las acciones individuales que lleven a cabo, en ejercicio del derecho 
inmanente de legítima defensa, desarrollarán acciones colectivas 
coordinadas, mediante el empleo de unidades combatientes de las Fuerzas 
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Armadas y de Seguridad Pública Centroamericanas (…)” (Carta de San 
Salvador, 2016). 
 
El enfoque centrado exclusivamente en la defensa se fue transformando paulatinamente a la 
luz del mismo proceso interamericano en el cual se empezaron a contemplar nuevas 
amenazas. Como resultado de este cambio, el 15 de diciembre de 1995 se suscribió el 
Tratado Marco de Seguridad Democrática en Centroamérica, a la luz del Sistema de 
Integración Centroamericana – SICA.  
 
En él se establecen tres dimensiones que enmarcan la definición de seguridad y de amenazas. 
Ellas son el Estado de Derecho; la seguridad de las personas y sus bienes; y la seguridad 
regional (Blanco, 2012). Así mismo, con este instrumento se recalca la defensa por los 
derechos humanos y el compromiso hacia un desarrollo sostenible (Hernández, en Friedrich 
Ebert Stiftung, 2011, pág. 68). 
 
Pero con este giro entre el enfoque militar y defensivo tradicional hacia una perspectiva más 
holística de seguridad, también se da un cambio en relación al alcance de los mecanismos y 
organizaciones subregionales para garantizar el cumplimiento de los fines establecidos. 
 
En este sentido y como destaca Blanco, uno de los elementos que más sobresalen de la 
suscripción y ratificación de este tratado es el hecho de que por medio del mismo, los países 
centroamericanos manifestaron un compromiso en relación con el Estado de Derecho 
superando un pasado centrado en dictaduras militares, pero que así mismo, dejó de lado los 
mecanismos colectivos de defensa (2012, págs. 297-306).  
 
La gestión común del ámbito militar se delegó a la Conferencia de las Fuerzas Armadas 
Centroamericanas – CFAC, creada en noviembre de 1997. No obstante, su mandato en 
relación a la defensa regional es más limitado que aquel que le fue otorgado al CONDECA.  
 
Su campo de acción se centra especialmente en el desarrollo e integración militar, la 
realización de operaciones humanitarias y de mantenimiento de la paz, el enfrentamiento a 
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las “amenazas emergentes”, el apoyo en caso de desastres naturales y la gestión ambiental 
(CFAC, 2016).  
 
Pero el alcance en materia de defensa no fue el único que se limitó. De hecho, incluso la 
seguridad propia, a pesar del Tratado Marco y de las iniciativas para llegar a la paz en 
Centroamérica, se ha visto fuertemente afectada en las últimas décadas.  
 
Como destaca Iduvina Hernández, “de ser una región en busca de paz y solución negociada a 
conflictos internos, en menos de una década Centroamérica pasó a ser una de las zonas más 
violentas y de mayor riesgo en el mundo” (Hernández, en Friedrich Ebert Stiftung, 2011, 
pág. 69). 
 
Pueden identificarse numerosos problemas en esta subregión y en diferentes niveles. A nivel 
interno, puede destacarse la salida del presidente hondureño Manuel Zelaya en el año 2009, 
cuando fue reemplazado por el presidente Porfirio Lobo quien asumió el poder en junio de 
ese mismo año, durante una fuerte perturbación del orden democrático en ese país.  
 
A nivel interestatal, persisten controversias entre algunos países centroamericanos como 
Costa Rica y Nicaragua. Como se mencionó en un apartado anterior, estos dos países 
mantienen un diferendo limítrofe tanto en la frontera terrestre como en el Mar Caribe. Si bien 
esto se enmarca en los mecanismos de resolución pacífica de controversias, es innegable que 
ha minado de forma negativa la relación entre estos dos Estados. 
 
A nivel transnacional, el crimen organizado ha convertido el llamado Triángulo Norte 
(Guatemala, El Salvador y Honduras) en una de las zonas más violentas e inseguras del 
mundo, concentrando altísimos niveles de homicidios por cada 100.000 habitantes. Esto ha 
causado que se recurra al uso de las fuerzas militares de cada uno de estos tres países para 




Junto con lo anterior, Centroamérica se ha convertido en ruta obligada del narcotráfico, por 
la cual transitan cargas de estupefacientes provenientes de Suramérica y cuyo destino 
principal son los Estados Unidos.  
 
En el año 2007 se dio un nuevo intento dirigido a dar solución al contexto negativo que ha 
aquejado a la subregión en los últimos años. En ese año, una década después de la firma del 
Tratado Marco, surgió la denominada Estrategia de Seguridad en Centroamérica.  
 
El lanzamiento de esta estrategia contó con el apoyo del sistema interamericano, que 
respaldó por medio de Resoluciones de la Asamblea General de la OEA los compromisos 
adquiridos en la Conferencia de Apoyo a la Estrategia de Seguridad Centroamericana, 
llevada a cabo en Guatemala en el año 2011.  
 
Sus fines no distan mucho de lo convenido en el Tratado Marco. Se menciona de nuevo la 
necesidad de garantizar la seguridad de las personas y sus bienes, en el marco de los 
objetivos de desarrollo sostenible. Lo anterior por medio del intercambio de información, la 
coordinación de políticas, la gestión financiera y la prevención del delito.  
 
No obstante, como recalca Hernández, no sólo los problemas a nivel interno, interestatal y 
transnacional han afectado el avance de la Estrategia (y de lo dispuesto en el Tratado Marco). 
También lo ha sido el entramado burocrático al interior de la organización encargada de 
gestionar los instrumentos y mecanismos, es decir, el SICA (Hernández, en Friedrich Ebert 
Stiftung, 2012, pág. 89-92). 
 
Para la autora, hay una relación anacrónica entre las decisiones del SICA y los problemas 
que busca resolver, especialmente por la velocidad con que mutan las amenazas en 
comparación con la eficiencia en la coordinación y ejecución de medidas concretas.  
 
A ello se suma que las decisiones al interior de organizaciones como el Parlamento 
Centroamericano y el mismo SICA carezcan de poder vinculante, obstaculizando aún más la 
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capacidad de que los esfuerzos por lograr la seguridad en la región tengan un verdadero 




Sin duda alguna, Suramérica es el escenario en el que el fenómeno de aparición de sistemas 
subregionales en torno a la seguridad ha tenido mayor trascendencia. No obstante, y como 
bien lo hace notar Pablo Celi (2014), está reconfiguración reciente de los espacios 
multilaterales encargados de la gestión de la seguridad hacia una esfera subregional aún dista 
de estar completamente constituida. 
 
Como él menciona, este fenómeno ha dado paso a “formas institucionales inacabadas, 
propias de una transición en la que se conservan viejos mecanismos del sistema 
interamericano, zonas de paz subregionales, junto con nuevas formas de cooperación”, como 
lo es el Consejo de Defensa Suramericano de la UNASUR (2014, págs. 4-5).  
 
En este espacio vale la pena resaltar, antes de entrar en detalle sobre las diferentes 
organizaciones creadas, el hecho de las numerosas declaratorias de “zona de paz” a las cuales 
hace referencia Celi. En efecto, esta práctica inició a finales de la década de los 80 con el 
antecedente del llamado “Compromiso Andino de Paz, Seguridad y Cooperación” que puede 
encontrarse en la Declaración de Galápagos de 1989.  
 
De allí sigue la declaración como zona de paz del Mercosur, Chile y Bolivia de 1998, que 
junto con su antecesora de 1989 y el “Compromiso de Lima”, también conocido como “Carta 
Andina para la paz y seguridad”, sentaron las bases para que en el año 2002 se diera la 
“Declaración sobre zona de paz suramericana”.  
 
En el año 2004, Ecuador, Perú, Colombia, Bolivia y Venezuela reiteraron este compromiso, 
estableciendo así la zona de paz andina, con lo cual es posible ver un interés en este espacio 




Pero más allá de eso, son las manifestaciones institucionales como la Comunidad Andina de 
Naciones - CAN, el Mercado Común del Sur – Mercosur y la Unión de Naciones 
Suramericanas – Unasur, las que permiten validar la existencia de espacios subregionales con 
intensión de constituirse en sistemas de seguridad.  
 
En relación con la CAN, a su interior se dio el ya mencionado primer sustento a una gestión 
conjunta de los temas de seguridad por medio del “Compromiso de Lima”. Con este 
instrumento se procuró la definición de una política externa de seguridad común, encaminada 
a su vez a la reducción de los gastos militares destinados a la defensa (para así reorientar 
dichos recursos hacia la inversión social), junto con la eliminación de las hipótesis del 
conflicto entre los países firmantes (Comité Jurídico Interamericano, 2011, pág. 19).  
 
Junto a lo anterior, algunas alternativas para enfrentar las amenazas no convencionales 
también surgieron. La más relevante es la Decisión 552 del 2003 por medio de la cual se creó 
el “Plan Andino para la Prevención, Combate y Erradicación del Tráfico Ilícito de Armas 
Pequeñas y Ligeras en todos sus aspectos”.  
 
Esto se entendió también como una forma de combatir otro tipo de problemas ligados con el 
tráfico de armas, como el narcotráfico, el terrorismo, la corrupción y el crimen organizado 
interno y transnacional (Comité Jurídico Interamericano, 2011, pág. 20). 
 
Dentro de los procesos de integración en América, la CAN es quizás la organización que más 
ha avanzado en cuanto a la implementación automática de sus decisiones en la normativa 
interna de cada uno de sus miembros. Sin embargo, su accionar se ha visto limitado y ha 
perdido relevancia en la región.  
 
En materia de seguridad, de alguna forma cedió sus mandatos a una apuesta de mayor 
alcance: Unasur. Pero para poder entender a profundidad este último proceso en cuanto a los 
aspectos relacionados con la seguridad, es preciso mencionar primero al Mercado Común del 




Por muchos años, entre Brasil y Argentina existió una fuerte rivalidad que incluso llevó a que 
se considerara la posibilidad de un conflicto interestatal. Para Andrew Hurrell (en Adler y 
Barnett, 1998, pág. 236), la rivalidad entre estos dos países estaba centrada en tres puntos de 
discordia: I) la influencia sobre Bolivia, Paraguay y Uruguay; II) el uso de recursos 
hidroeléctricos del río Paraná; y III) los asuntos nucleares, especialmente a causa del 
aumento de esta tecnología en Brasil entre los años 60 y 70.  
 
Sin embargo, en los años 80 se dio un giro en esta relación conflictiva por medio de una serie 
de intercambios comerciales que poco a poco fueron cristalizándose en tratados entre 
Argentina y Brasil, y que con el paso del tiempo derivaron en la creación del Mercosur en 
1991. Ahora bien, dicho giro no se dio de un momento para otro.  
 
Si bien a la par de los acuerdos comerciales también se suscribieron instrumentos en temas 
como el control de armas, primero se dio un cambio de intereses que llevó a una fase de 
aproximación, para posteriormente pasar por la etapa de la “coexistencia”16 y finalizar en un 
nivel de cooperación (Hurrell, 1998, pág. 236).  
 
La cooperación se fortaleció en el contexto de democratización vivido por ambos países, y 
posteriormente por una serie de intereses compartidos y políticas económicas similares 
dirigidas a la apertura económica y a la desaparición del modelo de sustitución de 
importaciones. 
 
¿Pero puede entenderse esta cooperación como el indicio de un complejo o de una 
comunidad de seguridad? Para Hurrell sí, concretamente de una comunidad de seguridad en 
fase naciente. Los elementos que llevaron a la cooperación, especialmente la 
democratización, pueden ser considerados como un “propósito común en el que hay 
compatibilidad de valores supremos”, siendo esto una condición esencial para el surgimiento 
de una comunidad (1998, pág. 257).  
 
                                                          




El autor Jorge Riquelme incluso va más allá. Para él, Mercosur ha significado la disminución 
de la desconfianza mutua e hipótesis del conflicto, no sólo entre Argentina y Brasil, sino 
entre todos sus miembros (Riquelme, 2011, pág. 21). En consecuencia, Riquelme adhiere a la 
posición de Hurrell sobre la existencia de una comunidad de seguridad.  
 
El principal argumento para sustentar su posición es, retomando lo ya mencionado, la 
Declaración del Mercosur, Chile y Bolivia como zona de paz. Para él, este hecho permitió 
encontrar alternativas a la resolución de los conflictos alejadas del uso de la fuerza y 
centradas en mecanismos políticos.  
 
Riquelme, sin embargo, olvida que esta Declaración en nada se diferencia de los mecanismos 
de resolución de controversias contemplados en otros instrumentos en la región, 
especialmente el Pacto de Bogotá. Como se aseguró en el capítulo 2, al analizar a la luz del 
marco teórico el sistema de seguridad tradicional que se sustenta en gran medida en este 
Tratado, se concluyó que se asemeja más a las condiciones propias de un complejo de 
seguridad y no de una comunidad. 
 
En consecuencia, la Declaración de zona de paz no expresa un avance real hacia la 
consolidación de una estructura diferente a un complejo de seguridad. Máxime considerando 
que los efectos prácticos de una declaración como instrumento en derecho internacional 
público que carece de poder vinculante, son más limitados que los de un tratado propiamente 
dicho, como lo es el Pacto de Bogotá.  
 
Podría leerse con cierto escepticismo, a la luz de los hechos actuales, la siguiente afirmación 
realizada por el autor:  
 
“En este sentido, se aprecia en la subregión una importante compatibilidad 
de valores en lo relativo a los esquemas económicos y los sistemas políticos 
democráticos; una adecuada capacidad de los actores para resolver las 
disputas y responder recíprocamente a las acciones y mensajes por la vía del 
diálogo y la negociación política, antes que a través de la fuerza; y una 
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predictibilidad mutua de las conductas apoyada en la mencionada 
Declaración, una dinámica cooperación militar y en una activa y conjunta 
participación en las instituciones de seguridad internacional. Tales avances 
corresponden a los elementos esenciales para una comunidad pluralista de 
seguridad, según el modelo teórico aportado por Karl Deutsch” (Riquelme, 
2011, pág. 45). 
 
En el momento en que el autor realiza esta afirmación (año 2011), Venezuela aún no era un 
miembro pleno de Mercosur, y por consiguiente aquella “compatibilidad de valores” en lo 
económico y en lo democrático no se había visto fuertemente afectada.  
 
Tampoco se había dado la suspensión de Paraguay de esta organización a causa de la 
considerada perturbación del orden democrático, suspensión que también ha estado cerca de 
aplicársele a Venezuela17.  
 
Es claro que se ha optado por aplicar mecanismos institucionalizados como lo es la 
suspensión de un miembro de la organización antes de si quiera pensar en recurrir a la fuerza. 
No obstante, es difícil considerar la existencia de una “predictibilidad mutua de las 
conductas” en un sistema que ha estado determinado en gran medida por la coyuntura y los 
cambios de gobiernos, alejando la capacidad de construir una estructura burocrática 
autónoma propia de una comunidad de seguridad.  
 
A partir del año 2011, el mayor intento de integración en Suramérica cobró oficialmente 
vida, particularmente basándose en los desarrollos de la CAN y del Mercosur. Se trata de la 
Unión de Naciones Suramericanas – Unasur. Al interior de esta organización -además- se 
creó el principal órgano de gestión en materia de defensa en esta zona del continente: el 
Consejo de Defensa Suramericano - CDS.  
 
                                                          
17 En septiembre de 2016, los miembros fundadores de la organización determinaron impedir que Venezuela 




El Consejo aborda varias áreas temáticas, pero se centra en puntos transversales que 
competen a toda la organización. Entre ellos está la lucha contra amenazas no tradicionales 
como el terrorismo, la corrupción, el narcotráfico (y sus problemas conexos), la trata de 
personas, el tráfico de armas, el crimen transnacional y el desminado, entre otras. 
 
También se enfoca en el fortalecimiento de la cooperación judicial para hacer más efectiva la 
lucha contra el crimen transnacional, y se vale de mecanismos diseñados para el intercambio 
de información, no sólo en el área de la seguridad ciudadana, sino de la defensa militar.  
 
El CDS adicionalmente cuenta con un cuerpo de carácter “académico” y de doctrina. A su 
amparo se constituyó el Centro de Estudios Estratégicos de Defensa, cuyo objetivo es 
“generar un pensamiento estratégico a nivel regional, que coadyuve a la coordinación y la 
armonización en materia de políticas de Defensa en Suramérica (Consejo Suramericano de 
Defensa, 2016)”.  
 
Dentro de sus funciones destaca el desarrollo de investigaciones relacionadas con la 
seguridad y la defensa subregionales, la organización de espacios académicos para la 
divulgación de conocimiento, el intercambio de información con otros centros de estudios en 
la región, la construcción de un centro de documentación especializado en el tema y la 
asesoría continúa a disposición de los Ministros que conforman el CDS.  
 
Junto con el CDS y su centro de estudios, en el seno de Unasur se ha buscado reforzar el 
manejo de la seguridad por medio de la creación de otros órganos como el Consejo 
Suramericano en materia de Seguridad Ciudadana, Justicia y Coordinación de Acciones 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional.  
 
Al igual que el consejo de defensa, este órgano actúa en todas las áreas temáticas 
mencionadas anteriormente, incluyendo los aspectos relacionados con la defensa. Para tal fin, 
colabora con información para el Registro Suramericano de Gastos en Defensa, en el cual se 
consigna la información relacionada con los rubros y presupuestos de cada miembro de 
Unasur en la materia.  
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Así mismo, otros instrumentos se han creado para fortalecer este sistema subregional. Entre 
ellos se encuentran el Registro Suramericano de Inventarios Militares, el Mecanismo de 
Medidas de Fomento de la Confianza, la construcción de la “Política de Género en el ámbito 
de la Defensa” y la investigación en torno a factores de riesgo relacionados con el uso y 
explotación de recursos naturales en la esfera militar.   
 
Mucho se ha escrito alrededor de Unasur y el alcance de sus órganos e instrumentos, 
particularmente del CDS. Ha habido un auge en los últimos años, especialmente por parte de 
académicos latinoamericanos, de investigaciones que buscan explicar este proceso de 
integración subregional, así como la gestión que se ha dado en su interior al tema de la 
seguridad y de la defensa en el sur del continente americano.  
 
Uno de ellos ha sido German Camilo Prieto, que ha resaltado como factor de éxito el hecho 
de que Unasur se haya construido sobre las bases de un modelo eminentemente 
intergubernamental.  
 
Para él, esto ha permitido que los Estados tengan “control absoluto sobre su participación en 
las iniciativas regionales, (…) confíen en el proyecto regional y en los demás [Estados], 
sabiendo que todos se muestran satisfechos con la preservación de su autonomía en la toma 
de decisiones” (Prieto, en Friedrich Ebert Stiftung, 2012, pág. 9).  
 
De alguna forma, desde esta perspectiva parece subyacer la idea de que el sistema 
suramericano se ha venido convirtiendo en una comunidad de seguridad. Esta visión es 
respaldada por otra serie de académicos como Pablo Celi (2014); Daniel Flemes, Detlef 
Nolte y Leslie Wehner (2011); y Marina Vitelli (2013).   
 
Para el primero, los cambios desde el sistema interamericano tradicional hacia los 
mecanismos subregionales, especialmente en Suramérica, han significado la construcción de 
espacios de cooperación en seguridad basados en la confianza, intereses comunes y 




Esto ha derivado en lo que él ha llamado una comunidad suramericana de seguridad regional, 
en la que es posible identificar la “estabilidad y el equilibrio en las relaciones interestatales a 
partir de la disposición política de los Estados miembros para una cooperación estratégica 
que incluye la integración en defensa con una orientación disuasiva” (Celi, 2014, págs. 5-6). 
 
En este sentido todos los esfuerzos en Suramérica, especialmente tras la declaración de esta 
subregión como una zona de paz, han contribuido a la generación de confianza entre los 
países con el fin último de evitar cualquier confrontación armada entre ellos.  
 
Celi va más allá, al afirmar que las medidas de confianza se han sustentado en la creación 
discursiva de una “identidad suramericana” (2014, pág. 6), al encontrar que existen intereses 
comunes entre los miembros de Unasur y que los sistemas de defensa de cada uno de ellos 
pueden operar de manera conjunta y complementaria.  
 
No obstante, resulta interesante que el mismo autor haga mención de algunas de las 
controversias existentes en Suramérica y que, en síntesis, han dificultado el actuar efectivo de 
este sistema subregional denominado como una comunidad de seguridad.  
 
Entre ellos destaca una serie de diferendos territoriales y limítrofes como los sostenidos por 
Chile con Bolivia y con Perú; por Guyana con Venezuela y Surinam; por Brasil con Bolivia y 
Uruguay; y por Colombia y Venezuela.  
 
Así mismo incluye los conflictos interestatales derivados de las nuevas amenazas, como los 
generados por la presencia de campamentos guerrilleros de las FARC en territorio 
venezolano y ecuatoriano, que llevaron a tensiones diplomáticas entre Colombia y estos dos 
países. De igual forma, tensiones de carácter económico entre Argentina y Uruguay por el 
uso industrial de áreas al margen del Río de la Plata (2014, pág. 10).  
 
Como bien resalta el autor, los anteriores “son factores de tensión que no dejan de gravitar en 
la situación de seguridad regional, más allá de los avances en confianza y cooperación 
multilaterales” (2014, pág. 11). 
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Para Marina Vitelli, Suramérica se enmarca en una fase naciente de comunidad de seguridad 
gracias al Consejo de Defensa Suramericano (2013, pág. 6). Mientras que para Flemes, Nolte 
y Wehner, en Una comunidad de seguridad regional en formación: la Unasur y su Consejo 
de Defensa (2011), el sistema suramericano puede catalogarse como una comunidad de 
seguridad en fase ascendente. 
 
Además -plantean estos tres autores- gracias al interés de los líderes de Unasur, el sistema va 
dirigido a constituirse como un “ente regional de tipo riguroso” (2011, págs. 105-108), es 
decir, en una comunidad de seguridad madura fuertemente acoplada, aunque aún esté distante 
de serlo debido a la divergencia entre algunos miembros, que ha impedido una mayor 
cooperación.  
 
Pero lo que más llama la atención del planteamiento realizado por estos autores en su texto es 
el rol que se le ha otorgado a las crisis regionales, algunas de ellas mencionadas por Pablo 
Celi, y que han permitido la generación de un discurso regional que procura la unión y hacer 
un contrabalanceo a la OEA y a los Estados Unidos.   
 
En tal sentido, es interesante que consideren que la existencia de hipótesis de conflicto en 
esta subregión, entre algunos países como Colombia y Venezuela (y en su momento 
Colombia y Ecuador), sean un factor que ha facilitado la necesidad de mayores espacios de 
diálogo para la solución de controversias. 
 
Si bien es cierto que el conflicto (en cualquier presentación) puede ser el punto de partida 
para crear escenarios de concertación política, esto no necesariamente es un indicio de la 
existencia de una comunidad de seguridad. Lo anterior cobra relevancia cuando se toma en 
cuenta que aún siguen estando presentes hipótesis de conflicto entre algunos Estados, tal y 
como lo resaltan los autores (2011, pág. 118).  
 
A la luz de la teoría, una comunidad de seguridad en su fase ascendente se caracteriza por 
una fuerte disminución de la incertidumbre de cada miembro con respecto a las acciones de 
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los otros. Es difícil pensar que tal característica se cumpla cuando la idea de que un conflicto 
interestatal convencional aún está latente en esta zona del continente.  
 
Así mismo, y ligado al argumento de German Prieto, es necesario distinguir entre la 
intención de los miembros y la realidad del sistema. Que el interés de los líderes del proceso 
de integración sea lograr una comunidad de tipo madura no necesariamente implica que se 
vaya a lograr, especialmente en el marco de un sistema basado en un modelo 
intergubernamental, fuertemente dependiente de las coyunturas y cambios al interior de cada 
Estado.  
 
Vale la pena citar la conclusión a la cual llegan Flemes, Nolte y Wehner, para ilustrar de esta 
manera algunos aspectos que pueden contradecir su postura en relación a la existencia de una 
comunidad de seguridad: 
 
“[En el contexto de Unasur y el CDS] se dan tres elementos que se 
complementan: primero, la necesidad de equilibrar y excluir 
institucionalmente a la OEA y a los Estados Unidos por mucho que los 
miembros de la UNASUR también sean parte de este otro órgano 
internacional; segundo; se generan discursos y retóricas de legitimidad y 
necesidad de profundizar las prácticas de la UNASUR y su CDS para mediar 
en crisis futuras; y tercero, se generan discursos diferenciadores entre un 
«nosotros» (países de UNASUR) y «los demás» (no-miembros), aunque aún 
se está lejos de hablar de una identidad sudamericana de defensa y seguridad.  
 
También existen hechos menos mediáticos de coordinación y de búsqueda de 
prácticas de institucionalización en temas de seguridad y defensa que han 
contribuido fuertemente a la transición naciente-ascendente. Entre ellos cabe 
mencionar la aprobación de mecanismos y políticas de creación de 
confianzas mutuas, que se han materializado en políticas concretas como la 
adopción de sistemas de homologación de gastos militares entre Perú y Chile 
en el marco del CDS y la planificación de ejercicios militares conjuntos ante 
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hipótesis de misiones humanitarias y de mantenimiento de la paz” (2011, 
pág. 123).  
 
Es cierto que Unasur ha fijado una posición de distancia en relación a la OEA y a los Estados 
Unidos. No obstante, un análisis individual de los intereses de cada miembro que conforman 
el bloque permitiría argumentar que son numerosas las divergencias en este punto, 
especialmente por tendencias favorables hacia Estados Unidos de países como Colombia, 
Chile y Perú.  
 
También es cierto que existen discursos centrados en otorgar legitimidad a los mecanismos 
de gestión de crisis consignados en la Unasur. No obstante, esta es una práctica común de 
cualquier tipo de proceso de integración regional.  
 
Y en cuanto a los discursos diferenciadores entre miembros y no miembros de Unasur, este 
elemento se ha visto torpedeado por la misma conducta de los países que le conforman, 
especialmente ante la creación y participación de nuevos escenarios de concertación política. 
 
En el momento en que Unasur despegaba como sistema subregional, no sólo en el ámbito de 
la seguridad y la defensa sino de la integración entre los países de la zona, los ojos giraron 
hacia la conformación de un escenario de mayor alcance, y en el que los miembros de Unasur 
y los “no miembros” encontraron igual cabida: la CELAC.  
 
Así mismo, en lo comercial y económico surgió la Alianza del Pacífico, en donde tres de sus 
cuatro miembros fundadores son suramericanos y miembros plenos de Unasur. Y a pesar de 
esa condición, en la Alianza del Pacífico es más fácil hallar la distinción entre el “nosotros” y 
el “ellos”, en comparación con este mismo rasgo en Unasur.  
 
Por último, en relación con el desarrollo de ejercicios militares conjuntos, éste es un indicio 
del fortalecimiento en la cooperación en el ámbito militar. No obstante, no puede 




Dichos ejercicios ni siquiera pueden entenderse como un elemento que de forma aislada 
implica la existencia de una comunidad de seguridad. Si así fuera, estos ejercicios podrían ser 
el indicio de numerosas comunidades de seguridad en todo el globo, cuando realmente 
responden más a estrategias de disuasión enmarcadas en dinámicas de alianzas entre Estados, 
tal y como se ve en un complejo de seguridad. 
 
Pero incluso hay quienes aseguran que el contexto suramericano ni siquiera puede ser 
caracterizado como un complejo de seguridad. Uno de los autores que más respalda esta idea 
es Javier Garay, cuya hipótesis es que el proceso de integración de Unasur no facilita la 
consolidación de un complejo regional de seguridad, toda vez que el entramado burocrático 
de la organización, así como las características propias de la región, son factores que 
aumentan la incertidumbre entre sus miembros (en Frasson-Quenoz, 2014, pág. 133).   
 
Es preciso indicar que Garay, antes de mencionar las razones por las cuales Suramérica no 
llega a ser un complejo, descarta de entrada la sola posibilidad de que se analice la región 
desde la perspectiva de Adler y Barnett en torno a las comunidades de seguridad. 
 
Para él, siguiendo la idea del proceso evolutivo que contempla la posibilidad de que un 
complejo sea la etapa previa a una comunidad, Suramérica es una región rezagada en 
términos de integración: 
 
“Aunque se podría afirmar que existe una suerte de consenso entre los 
Estados por solucionar sus problemas sin recurrir a la guerra, este es un 
resultado de muchos factores que no incluyen el de la integración, la 
confianza, la construcción colectiva de definiciones, valores o identidades” 
(Garay, en Frasson-Quenoz, 2014, pág. 136).  
 
No obstante, a pesar de tener claro que en esta zona no hay una comunidad de seguridad, 




Lo anterior debido a que confluyen factores como los problemas de institucionalidad; la falta 
de claridad en los objetivos y en los instrumentos de la Unasur; estrategias incipientes en 
torno a la financiación; la instrumentalización de la integración llevada a cabo por algunos de 
sus miembros; y la falta de delimitación geográfica del sistema (2014, pág. 139). 
 
Garay considera como características propias de un complejo la interdependencia entre los 
actores, una polaridad determinada, la existencia de fronteras claras en relación con otros 
complejos, la capacidad de sostener interacciones en el tiempo y la construcción de valores 
compartidos sobre las amenazas que afectan al grupo.  
 
A la luz de estas y otras características ausentes en el caso de Unasur, para Garay se está al 
frente de un protocomplejo18 (2014, pág. 165), etapa anterior a la creación de un complejo 
regional de seguridad, y especialmente alejada de ser una comunidad de seguridad, incluso 
en su fase naciente.  
 
D) El Caribe 
 
La región del Caribe se ha visto principalmente afectada por las amenazas no tradicionales 
como el crimen organizado, la corrupción, el narcotráfico, problemas de salud pública e 
incluso desastres naturales. Como evidencia de estas preocupaciones, es suficiente con 
mencionar nuevamente la Declaración de Kingstown sobre seguridad de los pequeños 
Estados insulares, del 10 de enero de 2003. 
 
Sin embargo, y al margen del sistema interamericano, desde 1996 la región ha estado 
trabajando en la construcción de mecanismos interestatales para garantizar la seguridad en el 
Caribe. El instrumento más significativo de dicha época es el “Tratado de Establecimiento 
del Sistema de Seguridad Regional”, suscrito en 1996 por Antigua y Barbuda, Barbados, 
Dominica, Granada, San Cristóbal y Nevis, Santa Lucía y San Vicente y las Granadinas.  
                                                          
18 Para el autor, y con base en la definición de Buzan y Waever (2003, pág. 62), un protocomplejo es aquel “en 
el cual las interacciones son suficientes para distinguir el orden de seguridad de sus vecinos, pero en el que las 
dinámicas de seguridad son todavía débiles”. Para una mejor ilustración de la posición de un protocomplejo en 
el esquema evolutivo planteado sobre los regímenes de seguridad, referirse a la gráfica presentada al final del 
capítulo 1 de esta investigación, adaptada de Piñeros y Frasson-Quenoz (2014, pág. 42). 
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Surgió con el objetivo de asegurar la estabilidad y bienestar de los Estados miembros 
mediante la cooperación entre ellos. Dentro de los temas que trata se encuentra el tráfico de 
estupefacientes, el control aduanero, los desastres naturales, contaminación, actividades de 
búsqueda y rescate, prevención de contrabando y control migratorio.  
 
Así mismo, resulta interesante el hecho de que incluya un apartado en el mismo sentido de 
cláusulas que se encuentran en el TIAR y en el Tratado del Atlántico Norte en torno a una 
agresión externa: 
 
“5. Los Estados miembros acuerdan en que un ataque armado contra uno de 
ellos perpetrado por un tercer Estado o de cualquier otro origen, es un ataque 
armado contra todos los Estados miembros y en consecuencia acuerdan que 
en el caso de un ataque, cada uno de ellos, en el ejercicio de los derechos 
inherentes [sic] de la autodefensa individual o colectiva, dispuesto en el 
Artículo 51 de la Carta de las Naciones Unidas, determine las medidas que se 
deberán adoptar para asistir al Estado atacado, tomando inmediatamente, 
individual o colectivamente, cualquier acción necesaria, incluido el uso de la 
fuerza armada, para restablecer y mantener la paz y la seguridad del Estado 
miembro” (Organización de los Estados Americanos, 2016). 
 
Lo anterior pone en evidencia un interés que data de finales del Siglo XX por ampliar el 
espectro de amenazas que afectan a los Estados, pero sin dejar de considerar la posibilidad de 
que se constituya una agresión interestatal en sentido clásico.   
 
Ahora bien, otras iniciativas más recientes han surgido en la región, especialmente al interior 
de la Comunidad del Caribe – CARICOM. Entre ellas se encuentra el Tratado de Asistencia 
y Seguridad suscrito en el año 2007, cuya finalidad es la respuesta rápida y eficaz a los 
desastres naturales, la lucha contra el delito, la preservación de la soberanía y la eliminación 




También se creó al interior de esta organización la Agencia de Implementación de Seguridad 
y contra la Delincuencia, con la cual se busca coordinar políticas para hacer frente a la 
inseguridad regional, crear estrategias para el manejo de armas pequeñas y ligeras, proyectar 
centros para la consolidación de información en materia de seguridad e intercambiar 
experiencias exitosas en la lucha contra diferentes tipos de delitos.  
 
Así mismo, se creó el Joint Regional Communications Centre en el cual se trabajan asuntos 
de seguridad fronteriza por medio de la investigación y análisis de los perfiles de pasajeros y 
carga que transitan en la región (Rodríguez, en Friedrich Ebert Stiftung, 2012, págs. 73-83).  
 
El trabajo de dicho organismo se complementa con el del Centro de Inteligencia Regional, 
que gestiona la información para el análisis y proyección de respuesta a las amenazas, así 
como la cooperación en materia de investigación e inteligencia en CARICOM.  
 
A pesar de todo lo anterior, estos instrumentos han tenido un alcance demasiado limitado, 
como consecuencia, entre otros factores, de la falta de recursos destinados a la seguridad19. 
Ante la necesidad de contar con financiamiento, los territorios insulares del Caribe lograron 
gestionar la llamada Iniciativa de seguridad de la cuenca del Caribe – CBSI (por sus siglas en 
inglés), como programa de cooperación en la materia y cuyo oferente es Estados Unidos.  
 
El programa inició en el año 2009 y fue anunciado en el marco de la Cumbre de las Américas 
que se desarrolló en ese año en Puerto España, capital de Trinidad y Tobago. Entre sus 
objetivos se encuentra el fortalecer el control de las fronteras marítimas, fomentar el 
intercambio de información, reformar el sistema judicial y desarrollar programas de 
prevención del delito (Rodríguez, en Friedrich Ebert Stiftung, 2012, pág. 79).  
 
Incluso, como lo afirma Paula Rodríguez, la cooperación se enmarca también en la 
capacitación y suministro de equipos militares, a la vez que el programa incluye la 
                                                          
19 Falta de recursos que en gran parte también es el reflejo de la extensión de una práctica que también está 
tipificada dentro de las nuevas amenazas: la corrupción.  
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participación del Comando Sur de los Estados Unidos con el objetivo de fortalecer la 
seguridad marítima (2012, pág. 79). 
 
Sin embargo, esta región sigue siendo altamente vulnerable a los efectos de amenazas no 
tradicionales como el narcotráfico, el crimen organizado transnacional, el tráfico de armas, la 
delincuencia común, la corrupción, los desastres naturales y la falta de condiciones mínimas 
de calidad de vida.  
 
Pensar en amenazas tradicionales en este contexto no tendría mayor sentido, en la medida en 
que un conflicto interestatal entre estos territorios insulares es prácticamente imposible, en 
cierta medida por la falta de capacidades materiales de estos Estados para sostener un 
enfrentamiento militar convencional. 
 
No es un secreto, entonces, que sean amenazas no tradicionales como las mencionadas 
anteriormente las que en efecto preocupen más a los Estados caribeños. Sin embargo, 
confluyen diversos factores que impiden que las formas de enfrentar dichas amenazas 
respondan a la dinámica de una comunidad de seguridad.   
 
Por ejemplo, la presencia de los Estados Unidos como oferente de cooperación, en el marco 
de un contexto en el cual se han desarrollado desde hace décadas diferentes iniciativas 
dirigidas a aumentar la seguridad en el Caribe sin éxitos considerables, no es más que una 
muestra de un sistema de seguridad que no ha logrado su verdadera consolidación y 
autonomía. 
 
Este sistema en gran parte ha dependido del apoyo que potencias como Estados Unidos 
puedan brindarle, y en ese sentido, fiel a los postulados de Buzan y Waever, es un ejemplo de 
como un gran poder internacional termina definiendo la agenda de seguridad y el manejo de 
las amenazas en una región específica, conforme a las consideraciones propias en materia de 




E) La Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños – CELAC 
 
El intento más reciente en el continente de construir un organismo subregional es la CELAC. 
Como se mencionó en apartados anteriores, es la consolidación institucional de una serie de 
mecanismos ad hoc que derivaron finalmente en la creación de esta iniciativa en el año 2011. 
 
Responde a la intensión de contar con un espacio eminentemente latinoamericano y caribeño, 
como su nombre lo indica, en el cual se excluye la participación de Canadá y de Estados 
Unidos. Incluso en ocasiones se ha visto como una alternativa paralela a la OEA, hecho que 
ha generado conflictos y polémica al considerar que el funcionamiento de ambos foros no es 
más que una evidencia de duplicidad de esfuerzos por parte de los países de la región.  
 
Dentro de su agenda, hay un especial énfasis por la seguridad humana. Los problemas a 
combatir que se identificaron en el seno de la CELAC son, entre otros, la pobreza, el hambre, 
la seguridad alimentaria y la corrupción.  
 
A pesar de que se presenta como una iniciativa de integración, en realidad es un espacio 
destinado a la concertación política de sus miembros. Si bien esto le otorga mayor 
flexibilidad a la hora de tratar ciertos temas, carece totalmente de un poder vinculante que se 
traduzca en acciones específicas para tratar, entre otros, los temas de la seguridad. 
 
El hecho en esta materia que mayor visibilidad ha tenido es la “Proclama de América Latina 
y el Caribe como Zona de Paz”, hecho presentado durante la II Cumbre de Jefes de Estado y 
de Gobierno realizada en La Habana, Cuba, en el año 2014 (CELAC, 2014).  
 
En parte, esta declaración recoge las otras manifestaciones realizadas en el mismo sentido en 
los demás espacios del continente, y que fueron mencionadas en un apartado anterior. Pero 
más allá de eso, el poder verdadero de la declaración de la CELAC se ve limitado a que su 
aplicación práctica es una cuestión de decisión unilateral de los Estados, es decir, a los 




Estos efectos, en realidad, no son más que la intención de respeto a una serie de principios 
que ya se habían establecido en numerosos instrumentos al interior de los sistemas 
tradicionales de seguridad, puesto que replican las palabras encontradas en textos como la 
Carta de la OEA o la Carta de la ONU.  
 
En efecto, en la CELAC se declara “el respeto de los principios y normas del Derecho 
Internacional, incluyendo los instrumentos internacionales de los que los Estados miembros 
son parte, y los Principios y Propósitos de la Carta de las Naciones Unidas” (CELAC, 2014).  
 
Lo anterior no debe entenderse como algo que carezca de valor. En la práctica diplomática, 
especialmente en la actualidad, así como se han privilegiado los espacios multilaterales 
subregionales, también hay una inclinación a reiterar compromisos internacionales por medio 
de declaraciones y comunicados. 
 
Sin embargo, esto en nada fortalece la constitución de una comunidad de seguridad a la luz 
de la teoría. Incluso es una manifestación que puede quedarse en un término medio entre un 
complejo de seguridad y lo que algunos autores han llamado protocomplejo.   
 
La declaratoria de zona de paz, así como la existencia de espacios de concertación política, 
por sí solas no garantizan la eliminación, entre otras cosas, de las hipótesis de conflicto entre 
los Estados, o la expectativa automática de alternativas de cambio pacífico entre los actores.  
 
F) Sistemas subregionales de seguridad y defensa: ¿Complejos de seguridad o 
comunidades de seguridad? 
 
Con base en lo establecido anteriormente, y con el objetivo de plantear un punto de 
comparación con el sistema tradicional, es preciso indicar en qué estado se encuentran los 
sistemas subregionales de acuerdo con la línea evolutiva presentada en el marco teórico.  
 
La mayor información para llegar a esa conclusión ya fue presentada en cada uno de los 
apartados anteriores, en los cuales se intentó hacer una clasificación a la luz de la teoría de 
111 
 
cada uno los procesos subregionales que actualmente existen en el continente. Así mismo, se 
procuró la presentación de diferentes posturas en relación a un mismo sistema, con el fin de 
enriquecer el análisis en torno a su tipificación. 
 
En términos generales, es difícil argumentar que alguno de los sistemas subregionales cuente 
con las características propias de una comunidad de seguridad. De hecho, como se expuso, 
incluso algunos de ellos podrían estar ubicados en un punto medio entre un protocomplejo y 
un complejo de seguridad.   
 
No sería justo negar la existencia de instrumentos subregionales que favorecen la pretensión 
de solucionar las controversias por medio de mecanismos pacíficos. Tampoco sería indicado 
afirmar que las declaraciones de América Latina como zona de paz, así como aquellas que 
declaran subregiones en este mismo sentido, carecen de cualquier valor. 
 
Sin embargo, las condiciones propias del continente, especialmente en América Latina, 
impiden pensar en una total eliminación de las hipótesis de conflicto entre los Estados de la 
región. Clóvis Brigagão asegura que entre 1990 y 2001 se presentaron 16 disputas militares 
relacionadas con diferendos limítrofes, así como otros 10 potenciales a 2011 (Brigagão, en 
Konrad Adenauer Stiftung, 2011, págs. 14-15).  
 
Para Sergio Abreu, un gran número de estos conflictos se deriva de tensiones históricas que 
datan de los siglos XIX y XX, así como otros también son producto de las condiciones 
inherentes propias de cada contexto, como lo son los intereses políticos y económicos de las 
partes (Abreu, en Konrad Adenauer Stiftung, 2011, pág. 46).  
 
Un gran número de ellos se ha sujetado a la resolución por medio de mecanismos 
institucionalizados como la Corte Internacional de Justicia. Otros, por el contrario, se han 
valido de argumentos de carácter nacionalista para justificar las compras enmarcadas en el 




Algunos incluso han llegado a tildar lo anterior como una carrera armamentista en la región, 
especialmente en Suramérica. En este punto vale la pena aclarar que tal argumento puede ser 
equivocado, mas no se aleja de un contexto en el cual sí se destinan considerables montos 
presupuestales a soportar los gastos defensivos de algunos países del continente.  
 
En relación con lo anterior, Abreu es enfático en afirmar que: 
 
“ningún país de la región está en condiciones de sostener un conflicto 
armado, con la excepción de alguna breve escaramuza, fundamentalmente 
con sus vecinos y en el área fronteriza; tampoco podría, razonablemente, 
disponer de recursos para crear esa capacidad en el corto plazo, entre otras 
cosas porque si bien la economía ha tenido una repercusión positiva en el 
crecimiento de la región, los Estados no están en condiciones de desviar 
ingentes recursos para la construcción de un parque de armamento moderno 
e importante (2011, pág. 48). 
 
No obstante, y como ya se mencionó, debe quedar claro que esta situación no significa que 
las condiciones en la región sean las propias para hablar de comunidades de seguridad en los 
sistemas subregionales existentes, y mucho menos que potenciales conflictos interestatales 
estén totalmente superados. Por el contrario, pone de relieve la existencia continua de una 
dinámica de amistad y enemistad entre los actores de estos sistemas.  
 
Pero tampoco puede olvidarse que una de las principales intenciones en la creación de estos 
sistemas subregionales ha sido el poder enfrentar aquellas amenazas no tradicionales que 
afectan ampliamente a los Estados latinoamericanos, y no exclusivamente los problemas 
relacionados con los asuntos militares tradicionales. Como se ha dicho, estos nuevos 
escenarios son la respuesta a un descontento generalizado en torno al sistema tradicional 
interamericano, contemplado principalmente al interior de la OEA. Pero con base en el breve 
análisis de sus características y de las acciones desarrolladas, el alcance de estos nuevos 




La lucha central en contra de las nuevas amenazas se ha decretado por medio de instrumentos 
cuyo alcance no vincula obligatoriamente a los Estados. Bajo lo que algunos han llamado 
“diplomacia de cumbres”, la flexibilidad para decidir -factor que tanto privilegian los países 
en la actualidad- es igualmente contraproducente para el fin de lograr ejecutar dichas 
decisiones. 
 
En los procesos de integración subregionales, son extremadamente pocos los ejemplos en los 
cuales las decisiones, independientemente de que sean o no sobre seguridad, se inserten 
automáticamente en la normativa interna de los países.  
 
Quizás el único ejemplo en este sentido es el de la CAN, cuya disposición más relevante en 
materia de seguridad es la Decisión 522 de 2003. Pero más allá del ejemplo anterior, cada 
Estado unilateralmente ha terminado decidiendo, a su propia discreción, las políticas 
referentes a la gestión y lucha contra las nuevas amenazas.  
 
Como bien rescata Garay, la mera existencia de procesos de integración y mecanismos de 
cooperación a su interior no determinan que estemos frente a casos concretos en los cuales la 
incertidumbre frente a los actos de los demás haya desaparecido, y reine la certeza total sobre 
el cambio pacífico en la resolución de sus conflictos.  
 
Por el contrario, al interior de los sistemas subregionales estudiados sigue siendo posible 
identificar numerosas condiciones asimilables a las características propias de las etapas 
previas a la conformación de comunidades. En ese sentido, es claro que hay un proceso 
constante de mutación en lo relacionado a la definición de lo que se considera o no como una 
amenaza. 
 
En muchos de los casos existe consenso sobre cuáles son los problemas que afectan 
principalmente a los Estados. En algunos casos cobra más fuerza -por ejemplo- el asunto 
migratorio. En otros la pobreza, así como la corrupción y la salud pública. También hay 




Pero, así como lo anterior muestra la existencia de inquietudes compartidas, también 
evidencia los constantes cambios alrededor de la seguridad, especialmente en materia de los 
mecanismos que se adoptan para enfrentar las amenazas.  
 
Esto ha generado especialmente numerosos puntos de divergencia, incluso al interior de los 
sistemas mismos. Lo que un Estado considera como la ruta más apropiada para luchar contra 
el narcotráfico, por ejemplo, no es aceptado como el medio más idóneo por parte de otros 
países. Inclusive, el nombre que se da al problema también varía dependiendo del enfoque 
que cada país implemente.  
 
Los escenarios subregionales aún se encuentran en una fase muy incipiente de desarrollo en 
torno a la gestión común de la seguridad y de la defensa. El alcance de los mismos, a la luz 
de hoy, es limitado.  
 
A pesar de los intentos por lograr avanzar en la materia, la realidad muestra que, entre todos 
estos intentos, es decir, entre los sistemas subregionales que se han venido creando en los 
últimos años, no hay coordinación. Esto quiere decir que el disenso no es sólo al interior de 
cada sistema, sino entre ellos mismos.  
 
Las divergencias que se han descrito, junto con la aún existente conflictividad entre actores, 
dan espacio para que se analice con escepticismo el logro de los propósitos planteados en ese 
esfuerzo por encontrar nuevos escenarios que brinden mayor autonomía, especialmente a los 
Estados latinoamericanos, en su toma de decisiones.  
 
Sin embargo, como bien se ha dicho, estos espacios son nuevos. Toda evaluación que se haga 
de ellos está sujeta a la condición de temporalidad, sin entenderla como un prerrequisito 
relacionado con la idea de que muchos años han de transcurrir para que logre su verdadera 
consolidación, sino como un indicio de que el alcance de ciertos instrumentos también 






El objetivo, a continuación, es hacer un balance entre el sistema tradicional y la nueva 
arquitectura de seguridad flexible, pero sin perder de vista la consideración del alcance 
temporal que se mencionó al final del capítulo anterior.  
 
Dicho balance, por consiguiente, se hace a la luz de la información actual, consignada en 
todas las páginas precedentes, y podrá sujetarse a una actualización en la medida en que las 
condiciones y la naturaleza del continente, en torno a la seguridad, cambien.  
 
Independientemente del resultado del análisis comparativo entre el sistema tradicional y la 
arquitectura de seguridad flexible, es necesario indicar que esta investigación se centró en el 
análisis en un proceso, y como tal, lo único constante es la continua transformación de sus 
características, sus conceptos y sus unidades.  
 
Por consiguiente, cualquier conclusión debe interpretarse como una aproximación a una 
realidad social e internacional que evoluciona, y no como algo definitivo. Lo anterior 
especialmente a la luz de un tema con múltiples perspectivas e implicaciones, y cuyo mismo 
nombre incluso, como se vio, está sujeto a constantes mutaciones en su significado y alcance: 
la seguridad.  
 
Debe hacerse una consideración teórica antes de continuar que, si bien ha sido recalcada 
numerosas veces durante el transcurso de la investigación, adquiere especial relevancia en el 
ejercicio de análisis que fue propuesto: como indicador para evaluar progresos o retrocesos al 
interior del sistema de seguridad y defensa americano, se aceptó como premisa que los 
complejos y las comunidades pueden verse a la luz de una línea evolutiva. 
 
En este sentido, a lo largo de este documento se ha venido entendiendo que un complejo de 
seguridad es una etapa previa a una comunidad de seguridad. Así mismo, antes de la 
existencia de los complejos, es posible incluso hallar una fase inicial de precomplejos y 
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protocomplejos, que son el punto de partida en la construcción de un sistema de seguridad y 
defensa de amplio alcance.  
 
Sin perder en ningún momento de vista la anterior propuesta, se concibe que es sólo mediante 
la existencia de una comunidad que puede darse una gestión adecuada a los asuntos 
relacionados con la seguridad y con la defensa. Este criterio, entonces, es el elemento central 
para validar la hipótesis de esta investigación, que como se recordará, surgió como 
aproximación al siguiente cuestionamiento: 
 
¿Ha significado el proceso de transformación en la seguridad hemisférica un cambio con 
respecto a la aproximación y alcance del sistema tradicional? La hipótesis, por su parte, 
consiste de dos partes:  
 
 I) el sistema interamericano de seguridad y defensa está siendo suplantado por lo que 
en esta investigación se llamó arquitectura de seguridad flexible (con cada uno de los 
componentes que la conforman), y  
 
 II) dicha suplantación, sin embargo, ha sido incompleta debido a que esta arquitectura 
se basa en las mismas características del sistema tradicional, es decir, en las 
características de un complejo de seguridad y no de una comunidad de seguridad.   
 
Para poder validar lo anterior se partió de la idea de que el sistema interamericano 
tradicional, que se sustenta en el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca y en el 
Pacto de Bogotá, en efecto puede ser analizado apropiadamente desde la óptica de un 
complejo de seguridad.  
 
Este sistema ha sido caracterizado en múltiples ocasiones, tanto desde la academia como 
desde la posición de los mismos Estados, como obsoleto y anacrónico. Sus mecanismos 
carecen del alcance apropiado para hacer frente a la realidad actual de la seguridad en el 
hemisferio americano, debido a que están basados en una concepción tradicional centrada en 
la defensa militar y en amenazas exclusivamente estatales.  
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Esto ha dado paso a que se considere que dichos mecanismos deben adecuarse o, en su 
defecto, reemplazarse, explicando parcialmente el porqué de un interés amplio en la creación 
de nuevos espacios que de alguna forma procuran excluir el enfoque convencional para dar 
paso a una gestión de la seguridad más autónoma.  
 
Un balance parcial de los intentos de adecuación muestra que éstos han sido infructuosos. De 
la Conferencia Especial de Seguridad Hemisférica surgieron mandatos para que se 
actualizaran las bases sobre las que descansa el sistema tradicional, pero estos no se 
tradujeron en una transformación clara.  
 
Por el contrario -si bien se crearon nuevos órganos de gestión de la seguridad20- el esquema 
sigue siendo incompleto para hacer frente a las nuevas amenazas, y como dice Valero, 
“aparece apenas por destellos y está lejos de configurarse (2010, págs. 389).  
 
En este sentido, se sugirió que las características del sistema tradicional son aquellas que 
permiten asegurar que estamos frente a un complejo de seguridad, pero que además 
evidencian un interesante proceso de transformación que inicia como complejo centrado en 
una gran potencia (Estados Unidos) y que se convirtió paulatinamente en un complejo 
estándar.  
 
Pero éste último, además, se ha subdividido en nuevos sistemas que oscilan entre una 
configuración de protocomplejos y de complejos convencionales. En esta transformación 
cobra especial importancia el cambio en relación a la concepción sobre las nociones de 
seguridad y amenaza.  
 
Nuevos problemas que afectan día a día a los países americanos comenzaron a ser parte de la 
agenda estatal e internacional, a la vez que la idea clásica de amenaza interestatal fue 
perdiendo fuerza.  
 
                                                          
20 Tales como las diferentes convenciones interamericanas en torno a la fabricación, tráfico y adquisición de 
armas convencionales; la lucha contra el terrorismo; la lucha contra la corrupción; la búsqueda de la 
proscripción de armas nucleares, entre otras.  
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Lo anterior se puede entender como un proceso de “securitización” y “desecuritización” 
temática, bajo la idea planteada por Barry Buzan y Ole Waever. Este proceso transformó el 
significado de la seguridad y trajo consigo desafíos como la necesidad de identificar 
mecanismos idóneos para hacer frente a los nuevos problemas.  
 
Algunos de estos mecanismos fueron evaluados en el capítulo 4, cuando se hizo una 
presentación de los instrumentos ad hoc para solucionar algunas controversias en el 
continente. Recurrir a ellos puede interpretarse como una práctica estatal que favorece los 
que han de considerarse como caminos más expeditos para lograr una solución rápida a 
problemas del hemisferio, y que si fuesen tratados con los recursos clásicos no habrían 
logrado una solución eficaz.   
 
Pero la transformación -e intención de suplantación a causa de un descontento generalizado- 
es más visible cuando se analizan los espacios institucionalizados de carácter subregional. En 
el continente americano, cada zona geográfica ha contado con diferentes iniciativas para 
crear sistemas que se adecuen con mayor facilidad a las necesidades de cada zona.  
 
Como se dijo en la VII Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas: 
 
“La seguridad hemisférica se encuentra en un espacio de transición, tratando 
de salir de un sistema que se sustentó en el balance de poder, en la disuasión, 
en la competencia propia del ambiente realista internacional en la que los 
Estados se percibían como rivales, hacia un nuevo sistema estructurado sobre 
la base de la seguridad cooperativa, que busca la solución pacifica de los 
conflictos, la interdependencia, en una propuesta que considera a los estados 
como amigos, privilegiándose la cooperación” (2006, pág. 11).  
 
Norteamérica, Centroamérica, Suramérica y el Caribe, e incluso América Latina en general, 
han sido testigos de iniciativas que van desde el NAFTA hasta Mercosur, pasando por los 
mecanismos contemplados al interior de CARICOM y del SICA, cada uno en diferente 
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estado de progreso, con visiones propias respecto a la seguridad y con planteamientos 
disímiles sobre la forma más propicia de enfrentar los problemas que aquejan al continente. 
 
A pesar de estos intentos, ninguno de estos sistemas subregionales se asemeja a lo que podría 
llamarse una comunidad de seguridad. Las similitudes de éstos espacios -que han propendido 
por la creación de nuevos instrumentos y mecanismos de seguridad- con la configuración 
clásica, son mayores que sus diferencias.  
 
No sólo cuentan con características propias de un complejo de seguridad, sino que algunos de 
ellos aún se encuentran en una fase previa que puede ser caracterizada como una etapa de 
protocomplejo en la cual aún se carece de una dinámica de seguridad estable que fortalezca 
las nacientes interacciones entre las unidades presentes.  
 
Es imposible negar la existencia de un proceso de transformación en el hemisferio para dar 
mayor alcance a los mecanismos e iniciativas de seguridad, y establecer lazos de confianza 
entre todos los Estados del continente americano.  
 
Sin embargo, las condiciones propias de la región, y con especial énfasis de los países 
latinoamericanos, impiden pensar en que las hipótesis de conflicto entre ellos están 
completamente eliminadas. Lograr ese objetivo es un paso que aún no ha logrado darse, ni 
por medio del sistema interamericano tradicional, ni por medio de los sistemas subregionales.  
 
En gran medida, esta arquitectura de seguridad flexible pone también en evidencia algunos 
problemas que van más allá de la lucha contra las amenazas, tales como las debilidades en la 
integración y la aún existente desconfianza entre los Estados.  
 
El debate en torno a los sistemas de seguridad colectiva y su posibilidad de respuesta 
apropiada a los problemas en el marco de un esquema eminentemente flexible, no radica 
exclusivamente en el cambio de concepción y significado de aquellos asuntos que se 




También depende claramente de los contextos y coyunturas de cada Estado en particular; y 
este elemento trasciende a nivel subregional y regional cuando estos mismos Estados logran 
reflejar en las instituciones internacionales aquellas expectativas que sobre ellas tienen, 
haciendo que éstas cambien constantemente y que sus acciones y mandatos estén siempre 
sujetos a la voluntad de los actores que las conforman. 
 
Como se mencionó en un apartado anterior, y retomando la propuesta de Javier Garay, la 
existencia de procesos de integración y mecanismos de cooperación y concertación política 
no trae por sí sola una solución al escenario de incertidumbre frente a las acciones de cada 
unidad, y por ende no necesariamente se traduce en aquella expectativa de cambio pacífico 
que prima en la visión de Adler y Barnett.  
 
Aunque la visión de Buzan y Waever incluye propuestas sobre la seguridad diferentes a las 
planteadas por Adler y Barnett, entre ellas no sólo existe la posibilidad de un proceso 
evolutivo sino también de coexistencia en el sistema internacional, incluso en espacios 
regionales más acotados. 
 
El continente americano es un escenario de superposición, tal y como se acepta en la teoría. 
Pero no es un escenario de superposición entre complejos y comunidades: es, en otro sentido, 
un espacio en el que coexisten complejos y protocomplejos; en el que se refleja la intención 
de sus actores de suplantar un sistema de seguridad y defensa devaluado, pero 
paradójicamente mediante la creación de sistemas subregionales aún incompletos, que distan 
de tener un alcance mayor. 
 
Ahora bien, retomando la advertencia inicial, estamos frente a un proceso inconcluso, y todo 
análisis -presente o futuro- debe partir de la idea de que cualquier investigación tan sólo 
proyecta tendencias en un marco de continua transformación. 
 
El sistema internacional contemporáneo presenta un contexto en el cual vienen surgiendo 
nuevas normas y pautas de comportamiento que regulan las relaciones entre los Estados, no 
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solamente en el área de la seguridad, sino en espacios tan amplios como la economía, la 
cultura, la política y la ciencia.  
 
Qué tanto estas reglas logren efectivamente transformar el sistema internacional en uno en 
cuya configuración logre primar la expectativa de cambio pacífico, será aquello que en el 
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